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Presentación

En el presente libro se conjuntan seis trabajos que abordan, desde 
diferentes perspectivas y metodologías, algunos de los problemas 
que enfrentan en lo político, lo social y lo económico distintos paí-
ses que conforman la región de Latinoamérica. Hay dos vacíos —si 
es posible llamarlos así— que se busca llenar con esta obra, que cu-
bre a Perú, Colombia, México, Argentina, Bolivia y Chile. El primero 
de ellos es la falta de una visión integral actual de los principales 
sucesos que han impactado en la vida latinoamericana durante los 
últimos años. Los textos aquí compilados ofrecen analíticamente 
una diversidad de temas adscritos a un eje holístico y sustancioso, 
que puede sintetizarse en la idea que señalan Cameron y Sharpe 
(2016), citando a O’Donell et al. (2003), Dagnino et al. (2006) y al 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (OEA/PNUD, 
2010), de que: “América Latina ha avanzado hacia sistemas políticos 
más abiertos y más democráticos en las últimas tres décadas, pero 
la calidad y el desempeño de las instituciones democráticas sigue 
siendo muy desigual”.

Este argumento ayuda, en la presente obra, a justificar su diverso 
mosaico de lecturas, que buscan abonar a la comprensión de los 
diversos problemas de algunos países latinoamericanos. Los aná-
lisis y resultados que se presentan en cada capítulo se refieren a un 
objeto de estudio complejo, vibrante, excepcional, heterogéneo, 
como lo es cualquier país de esta región, en donde la vida política 
es demasiado defectuosa y la social se va construyendo día a día, a 
tono con los vaivenes de la economía y demás circunstancias, como 
la reconfiguración que provocó la pandemia de COVID-19.

Como es usual, una obra colectiva tiene el riesgo de dejar fuera 
del análisis a países con historias nacionales igualmente impor-
tantes y que pueden ofrecer elementos para reflexionar sobre la 
situación que viven, especialmente cuando la perspectiva, aunque 
es sistémica, presenta alguna variable susceptible de estudiarse de 
manera focalizada para obtener algunas explicaciones causales so-
bre determinados fenómenos políticos, por ejemplo, las elecciones 
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constitucionales periódicas, el desempeño de los partidos, la ines-
tabilidad de las democracias, el incremento de la violencia, o bien, 
las persistentes brechas en cuestiones de pobreza, justicia, eco-
nomía, entre otras. Sin embargo, asumiendo el riesgo que implica 
la selección de solamente algunos casos, expuestos en cada uno de 
los capítulos, se cumple con la idea original planteada en el otoño 
de 2022, cuando se planeó el Seminario Internacional “Miradas 
actuales sobre América Latina: democracia, violencia y pandemia”, 
que se celebró en El Colegio de Sonora, en la ciudad de Hermosillo, 
México, en febrero de 2023. También cabe hacer dos acotaciones: 
la primera, que únicamente los dos últimos textos se refieren a la 
pandemia de COVID-19 y sus efectos en el desempeño de las insti-
tuciones políticas; la segunda, que hay trabajos explicativos y otros 
analítico-descriptivos, algo que notarán quienes tengan este libro 
en sus manos. Lo importante, como se ha señalado, fue la intención 
de contribuir con una mirada actualizada sobre algunos de los prin-
cipales problemas de ciertas naciones latinoamericanas.

El segundo vacío que se cubre con esta obra es una vieja in-
quietud discutida en las aulas de la Facultad Latinoamericana 
de Ciencias Sociales (Flacso) Sede Académica México, donde en 
más de una ocasión nos preguntamos: ¿desde el norte de México 
quién(es) observa(n) a América Latina? En otras palabras, parte de 
la misión de este libro es abonar desde la frontera norte de nuestro 
país al abordaje de las circunstancias que las naciones del sur del 
continente enfrentan, además de empezar la formalización de un 
diálogo con distintas universidades y especialistas sobre la diver-
sidad de problemas asociados a la democracia y las instituciones 
políticas. Vale decir que la frontera mexicana del norte también 
forma parte de América Latina.

En ese sentido cada capítulo es una aportación inédita. En 
el del Perú, Aldo Ponce, del Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (CIDE), expone la idea de una extrema debilidad de los 
partidos políticos peruanos. Señala que a éstos no parece impor-
tarles el control de la corrupción entre sus miembros que asumen 
cargos de confianza, una vez que estas organizaciones toman el 
control de los gobiernos regionales. De acuerdo con el autor, la de-
bilidad de los organismos partidarios peruanos ha resultado crucial 
para explicar la creciente inestabilidad de ese país durante la última 
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década, caracterizada por golpes de Estado, o intentos de ellos, y 
por numerosas vacancias presidenciales. Uno de los mecanismos 
causales que Ponce propone es la incapacidad o el desinterés de los 
partidos en ocuparse de la corrupción; dado que éstos no esperan 
tener una larga vida y sus etiquetas partidarias no poseen gran va-
lor, no cuidan que sus afiliados sigan normas de ética profesional 
cuando obtienen puestos en la burocracia estatal. El trabajo reporta 
evidencia que apoya sustancialmente el alcance de esta hipótesis. 

El segundo capítulo, referido a Colombia, es presentado por 
Nohora Niño Vega, investigadora por México-Conahcyt adscrita 
a El Colegio de Sonora. En su trabajo se pregunta de qué manera, a 
lo largo del conflicto armado interno colombiano, se ha sosteni-
do un discurso dominante que silencia de manera permanente las 
voces disidentes que han buscado proponer otros proyectos de 
país. Asimismo, señala cómo este relato, que ha dominado el orden 
político de ese país, también ha definido las formas en que se cons-
truye una comunidad en la cotidianidad, en la cual ha arraigado el 
binomio amigo-enemigo. Señala que, el 2 de octubre del 2016, los 
resultados del plebiscito por la paz sacudieron tanto al gobierno y 
la sociedad colombiana como a la comunidad internacional. El voto 
desaprobatorio al Acuerdo de Paz lo había ganado con un 50.2% al 
aprobatorio, que alcanzó el 49.2% y una participación de tan sólo  
el 37% de la ciudadanía. Los resultados del plebiscito a nivel terri-
torial mostraron una aprobación en las periferias, mientras que en 
el centro de la nación hubo una fuerte inclinación por desaprobarlo. 
La derrota en las urnas devino en una movilización social muy im-
portante, que arropó los acuerdos y sostuvo en las calles y plazas 
la apuesta por la paz, posibilitando también el encuentro y la con-
vergencia de distintos actores sociales y políticos. El Estado se vio 
en la necesidad de revivir los pactos y encontrar un mecanismo de 
refrendación que permitiera avalarlos sin someterlos nuevamente 
a la voluntad popular.

En el capítulo sobre México, Juan Poom Medina, profesor-inves-
tigador de El Colegio de Sonora, se enfoca en uno de los problemas 
de larga data: la distorsión de la forma en que las y los representan-
tes actúan después de resultar electos, especialmente en modelos 
de democracia defectuosos en los que el diseño institucional no 
garantiza que éstos trabajen para mejorar las condiciones de los  
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representados, propiciando lo que se ha llamado una crisis de 
la representación política. El autor presenta evidencia descriptiva 
de esta situación en México, utilizando para ello la Encuesta Nacio-
nal de Cultura Cívica (ENCUCI) 2020, elaborada por el Instituto 
Nacional Electoral (INE) y el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (INEGI), instrumento que forma parte de los trabajos 
para la elaboración del Informe País 2020. Con esos datos busca 
responder una pregunta: ¿cómo se configura la mirada de la ciuda-
danía sobre el tema de la representación política? Específicamente, 
pone bajo la lupa una de las conclusiones del grupo de redactores 
de este último documento: “Quizá la mayor debilidad de la demo-
cracia mexicana, a los ojos de la ciudadanía, es la baja calidad de 
la representación. Las personas no se sienten representadas, en 
especial por las instituciones creadas para realizar esta función: 
las y los legisladores (federales y estatales) y los partidos políticos 
son las instituciones que las personas indican con menor frecuencia 
como aquellas que las representan”. 

La cuarta colaboración es un análisis profundo de Argentina 
realizado por José del Tronco Paganelli, profesor-investigador de la 
Flacso México, quien propone el argumento de que el periodo ini-
ciado con la derrota en Malvinas en 1982 y culminado en 1989, con 
la transferencia del mandato de un partido a otro por primera vez 
desde 1916, fue una coyuntura crítica que determinó una dinámica 
novedosa, diferente a todo lo ocurrido previamente. Con el adve-
nimiento de la democracia y la llegada de Raúl Alfonsín al poder en 
diciembre de 1983, se instauró un patrón según el cual las nuevas 
élites partidistas se embarcaron en una misma nave, convencidas 
de que su naufragio pondría en peligro a toda la clase política (no 
sólo al Gobierno) y, con ello, a la democracia. El presidente Alfonsín 
fue una figura clave en esta coyuntura, dado que estableció con 
fuerza una nueva huella institucional que, con sus vaivenes y pro-
blemas, logró la regularización de un nuevo patrón relacional entre 
los actores políticos, sociales e institucionales, en el que el desen-
cuentro ideológico entre sectores populares y élites no condujo 
—como sí había ocurrido en las décadas previas— a un quiebre 
de la democracia. Dicho de otro modo: a partir de 1983, el régimen 
democrático dejó de ser la variable de ajuste de los clivajes políticos, 
económicos y sociales en ese país. Incluso con fuertes turbulencias, 
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esa conciencia se ha mantenido relativamente inalterada durante 
el viaje que en 2023 cumplió 40 años. De gran interés resulta el 
final del capítulo, que apunta y analiza al proceso de sucesión pre-
sidencial del año pasado, en cuya segunda vuelta se enfrentaron 
los candidatos Sergio Massa y Javier Milei.

En el caso de Bolivia, Mario Torrico, también adscrito a la Flacso-
México, se pregunta qué llevó a la crisis política de 2019 y 2020, y 
responde que fue la insistencia del Movimiento al Socialismo (MAS) 
y de Evo Morales de perpetuarse en la presidencia. Señala que, con-
trario a lo que sucedió en otros países de la región, esta situación 
no se originó por problemas económicos o de pobreza. De hecho, 
los 14 años de Gobierno de Morales pueden considerarse un éxito 
en materia de economía e inclusión social: Bolivia brilló no sólo por 
su estabilidad, sino también por su muy buen crecimiento y por la 
reducción de la población pobre. La misma Constitución Política de 
2009 profundizaba la incorporación de cambios previos. Torrico 
subraya que la visión del MAS y de sus dirigentes no consideraba 
la posibilidad de perder el apoyo mayoritario de la gente. Cuando 
éstos se enfrentaron a la realidad de la derrota en el referéndum de 
2016, que los obligaba a cambiar de candidato e incluso a considerar 
la probabilidad de una alternancia en el poder, no dudaron en con-
travenir el mandato popular y garantizar su permanencia en la pre-
sidencia, algo que pudieron hacer porque antes habían debilitado 
las instancias de contrapeso y organización electoral, que estaban 
bajo su control. 

El capítulo final, pero no por ello menos importante, escrito por 
los profesores Egon Montecinos Montecinos, de la Universidad 
Austral de Chile, y David Pérez Jorge, de la Universidad de La Laguna 
(España), analiza cómo la gestión de la pandemia de COVID-19 
provocó cuestionamientos a nivel mundial sobre la actuación del 
Estado, no sólo a nivel general, sino en cuanto a la relación de éste 
con los distintos órdenes de gobierno subnacionales. En diversos 
países, se presentaron descontentos por decisiones centralizadas 
que no tomaban en cuenta las particularidades de las autoridades lo- 
cales y regionales. En otros casos, hubo situaciones opuestas, en 
las que las administraciones nacionales no reaccionaron y fueron 
los gobernadores o alcaldes quienes tomaron medidas anticipadas 
ante esa inmovilidad. En este trabajo los autores presentan una 
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revisión sistemática de artículos de los campos de la ciencia po-
lítica y la administración pública publicados entre el 2020 y abril 
de 2022, con el objetivo de identificar si la forma de Estado (uni-
tario-federal o regional) se relacionó con la gobernanza que se dio 
entre el nivel nacional y subnacional en los países que enfrentaron 
la crisis sanitaria. 

Finalmente, debe mencionarse que esta obra constituye un tra-
bajo de vinculación entre los coordinadores desde sus puestos en 
El Colegio de Sonora y el INE, instituciones a las que agradecemos 
su apoyo para la realización del seminario internacional del que 
surgió este libro, y por supuesto, a la publicación de éste. Estamos 
seguros de que cada uno de los capítulos aquí presentados contri-
buyen a la comprensión de los problemas que enfrenta la región 
de América Latina.

Los coordinadores
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¿Cuándo las pesadillas  
finalizan?: La debilidad de 
los partidos y la corrupción 
desenfrenada en el Perú

Aldo F. Ponce*

Introducción 

El Perú ha vivido recientemente años de profunda inestabilidad 
política. Desde 2016, ha tenido siete presidentes y presidentas1 
—tres de ellos renunciaron y dos mandatos fueron interrumpidos 
por el mecanismo legal de la vacancia presidencial—, y ha expe- 
rimentado dos disoluciones ilegales del Congreso (uno de estos 
cierres prosperó y la institución quedó disuelta). Estos vaivenes y 
la generalizada insatisfacción de los ciudadanos peruanos golpean 
severamente a la democracia de ese país (Carrión, 2022; Ponce, 
2023a; Selzler, 2021; Vergara y Watanabe, 2016, 2019). La corrup-
ción que impregna el funcionamiento institucional ciertamente 
ha jugado un papel relevante en la crisis y en el deterioro de su 
sistema político (Aguirre Tucto, 2022; Bermúdez-Tapia, 2021; 
Buleje Buleje, 2023; Chanjan Documet et al., 2018; Muñoz, 
2021; Ponce, 2023a; Pozo Tinoco, 2020). 

Este capítulo ayuda a entender por qué la corrupción se pre-
senta de manera recurrente en el sistema político del Perú.2 

1	 Éstos son: Pedro Pablo Kuczynski (PPK, de aquí en adelante), Martín 
Vizcarra, Mercedes Araoz, Manuel Merino, Francisco Sagasti, Pedro Castillo 
y Dina Boluarte.

2	 Es importante resaltar que esta explicación no pretende erigirse como la 
única sobre este fenómeno.
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Aunque se enfoca en explicar la incidencia de este problema a 
nivel subnacional, sus conclusiones podrían resultar similares 
para el nivel nacional.3 Asimismo, evalúa cómo cambia la inci-
dencia de los actos corruptos en gobiernos subnacionales cuando 
los partidos más antiguos de la política peruana toman el control 
de las administraciones regionales.4 Si la corrupción disminuyera 
conforme los partidos envejecen, al menos existiría esperanza de 
que el problema se reduciría o desaparecería en el futuro, a me-
dida que estos partidos maduraran (por ejemplo, esta situación 
podría darse si la elevada volatilidad electoral peruana cayera). 
No obstante, esta investigación encuentra que ése no es el caso: la 
edad de los partidos peruanos está positivamente asociada con  
la frecuencia de los actos corruptos, es decir, a mayor antigüedad 
de las agrupaciones políticas, mayor corrupción. Así, los partidos 
más viejos están asociados con mandatos más corruptos. Este 
hallazgo sugiere la existencia de una descomposición institucio-
nal y ética crónica en estas organizaciones, con consecuencias 
negativas para la calidad de la gobernanza pública. Además, es 
razonable asumir que podría contribuir a desgastar la imagen 
de las instituciones y a desprestigiar aún más a los partidos y al 
sistema político. Desafortunadamente, esta corrosión paulatina 
no da indicios de revertirse, por lo que resulta necesaria una sig-
nificativa reforma para frenar esta desastrosa descomposición.

Ponce (2023b) atribuye la inestabilidad política peruana a 
la profunda debilidad del sistema de partidos. De acuerdo con 
su estudio, los principales factores de esa endeblez son: 1) una 
reducción en los costos del ataque a las instituciones, incluidos 
los partidos políticos, debido a una etiqueta partidaria de poco 
valor y a la reducida esperanza de vida de esas agrupaciones; 

3	 Sin embargo, esta evaluación de la corrupción del gobierno nacional 
trasciende los objetivos de este estudio. Tal como muestro más adelante, 
en los resultados que reporto, el origen —nacional o local— del partido 
que controla la administración subnacional no parece redundar en una 
diferencia significativa sobre los niveles de corrupción. Considerando 
este hecho, es posible que el comportamiento corrupto de los partidos 
nacionales se repita en la gestión del gobierno nacional. Investigaciones 
adicionales podrían brindar luz sobre esta especulación.

4	 Ejemplos de trabajos académicos previos que estudian la corrupción en los 
gobiernos subnacionales son los de Bland (2014) y Karlström (2014).
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2) una elevada volatilidad electoral; y 3) un filtro inefectivo —ya 
sea porque carecen de las capacidades o los incentivos para im-
plementarlo— de candidaturas y liderazgos, que debería reducir 
la probabilidad de que las y los candidatos o funcionarios con 
acusaciones legales o por corrupción compitan electoralmente y 
alcancen puestos de poder en la administración pública. 

Los partidos le atribuyen una mayor importancia a los resulta-
dos de corto plazo, lo que los lleva a ser poco o nada estrictos con 
medidas como la citada, al priorizar candidaturas potencialmente 
exitosas o con recursos disponibles para financiar una campaña 
(Levitsky y Zavaleta, 2016), tengan o no causas judiciales abiertas 
u otros señalamientos. Los partidos peruanos en general tienden 
a preferir victorias cortoplacistas, aunque en el largo plazo les 
acarreen costos electorales (que terminan siendo bajos, dada 
la relativa corta vida de buena parte de estas organizaciones en 
Perú). El resultado de lo anterior ha sido que outsiders con proble-
mas legales o penales frecuentemente emergen como candidatos 
en estas organizaciones débiles.5 Lo anterior provoca que resulte 
muy atractivo el ataque a las instituciones que podrían juzgar polí-
tica o penalmente a los corruptos como estrategia de control para 
evitar una posible condena o blindarse legalmente en el futuro. 
Por ejemplo, el expresidente Martín Vizcarra, quien asumió la pre-
sidencia en marzo de 2018 y gobernó hasta el 9 de noviembre de 
2020, al verse acusado de corruptelas atacó constantemente a las 
instituciones más importantes, entre ellas las fiscalizadoras (como 
el Congreso, el Ministerio Público y el Tribunal Constitucional) 
y los partidos de oposición del país (Ponce, 2023a).6 

5	 Ejemplos de expresidentes peruanos sospechosos de actos de corrupción, 
producto de contratos con la empresa brasileña Odebrecht, son Alejandro 
Toledo, Alan García, Ollanta Humala, Martín Vizcarra y PPK.

6	 A Vizcarra se le asoció con presuntos actos corruptos desde su época de 
gobernador de Moquegua, entre 2013 y 2014. Se le acusó de haber recibido 
sobornos durante ese periodo para favorecer a empresas del llamado 
Club de la Construcción en dos licitaciones importantes: las Lomas de Ilo 
(obra de irrigación) y el Hospital Regional de Moquegua (Castedo, 2020). 
Adicionalmente, diversos testigos señalaron más intervenciones de  
este político en cuestiones ilícitas, debido a la recepción de sobornos de 
la empresa Obrainsa cuando ya era vicepresidente de la administración 
de PPK. Para más información sobre los múltiples casos de corrupción en 
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Si la debilidad del sistema partidario de Perú, que se acrecienta 
debido a la corrupción, es la causa principal de la inestabilidad 
política y de otros problemas, como la insatisfacción ciudadana 
con las instituciones y con la propia democracia (Ponce, 2023a; 
Vergara y Watanabe, 2016, 2019), ¿existe evidencia de que esa 
condición está cambiando en ese país? ¿Los actos corruptos ata-
ñen sólo a los presidentes o tienen una presencia más genera-
lizada y difundida en la administración pública? Como adelanté 
previamente, este capítulo se enfoca en evaluar si existe evidencia 
de que los niveles de corrupción se reducen a medida que los 
partidos aumentan su edad. De ocurrir esto último, los partidos 
peruanos podrían valorar más sus etiquetas partidarias, tener 
expectativas más optimistas sobre su supervivencia y, por lo tan-
to, esforzarse más para evitar que militantes corruptos conten-
dieran por cargos en los gobiernos o los ocuparan. Para alcanzar 
este objetivo, algunas reformas al sistema político podrían ser 
implementadas para reducir la volatilidad electoral. Sin embargo, 
la longevidad no necesariamente llevaría a menos corrupción. 
Considerando la mala reputación que pesa sobre las etiquetas 
partidarias, los partidos peruanos y su debilidad crónica, argu-
mento y verifico que éstos no contribuyen a reducir la corrupción 
ni siquiera cuando envejecen, y que dentro de ellos parece existir 
poca preocupación por evitar que los miembros con antecedentes 
de corrupción accedan a un cargo en la administración pública, 
algo que más bien podría llevarlos a un aprendizaje sobre cómo 
llevar a cabo actos de ese tipo sin ser detectados. 

Con este trabajo busco contribuir a la literatura que estudia el 
nexo entre las prácticas corruptas y la debilidad partidaria. Sobre 
este problema, Huntington (1968) argumentó que existe una re-
lación robusta entre los partidos políticos débiles y menos acep-
tados y la probabilidad de corrupción. Luego, Della Porta (2004) 
propuso que esta cuestión podría estar positivamente asociada a 
los partidos con pocos miembros o baja identificación partidaria, 
a los que practican el clientelismo y a los divididos a causa de 
conflictos internos entre las y los candidatos. Della Porta también 
afirmó que, cuando las agrupaciones con estas características 

los que Vizcarra parece estar implicado, consúltese el reporte del Equipo 
Anticorrupción IDEHPUCP (2020).
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aumentan su control sobre la administración pública, la corrup-
ción también lo hace. Por su parte, Yadav (2011) sostuvo que, cuan-
do los partidos ganan poder relativo sobre la producción de leyes 
que rigen la política pública, éstos se convierten en el foco princi-
pal del lobbying y, como consecuencia, las corruptelas aumentan. 
Finalmente, Shrestha et al. (2023) argumentaron que los partidos 
no integrados (aquellos con nominaciones de candidaturas re-
gionales en manos de las organizaciones partidarias locales) que 
operan en sistemas políticos descentralizados incurren en menos 
actos de corrupción.

Este capítulo hace dos tipos de aportaciones a los estudios 
sobre la relación entre características partidarias y corrupción. 
Primero, con un examen empírico contribuye a una literatura 
que no sólo está poco desarrollada, sino que también carece de 
investigaciones de este tipo que evalúen la relación entre la edad 
de los partidos y la incidencia de corrupción. Segundo, examina 
esta relación en Perú, un país con partidos que son, en buena me-
dida, como los que Della Porta (2004) describió como potenciales 
maximizadores de corruptelas. Si la edad de los partidos está po-
sitivamente asociada con las prácticas corruptas, no deberíamos 
esperar que el problema disminuya sólo con el correr del tiempo 
en contextos como el peruano. 

Empleo datos del Observatorio Nacional Anticorrupción 
(Obant) del Perú para mostrar que los partidos más antiguos de 
ese país son precisamente los que están asociados, de mane- 
ra más consistente, con mayores casos de corrupción, al menos en 
las administraciones de los gobiernos regionales. Esta evidencia 
indica que la salud del sistema partidario peruano no parece estar 
evolucionando hacia uno con menor corrupción. Este resultado 
también sugiere que el tiempo que transcurre en democracia no 
basta por sí mismo para corregir problemas de estabilidad y for-
taleza en el sistema de partidos, aun cuando éstos logren sobre-
vivir. Éste es un escenario tóxico en el que la corrupción podría 
contribuir a profundizar la inestabilidad política, lo que a su vez 
podría causar más actos corruptos; un círculo vicioso que necesita 
ser cercenado —aunque no hay signos de que se esté llevando 
a cabo tal intervención— y cuya existencia ayuda a explicar por 
qué las élites políticas peruanas no se abocan decididamente 
a construir organizaciones partidarias sólidas.
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Se requieren importantes reformas institucionales que afec-
ten no sólo la volatilidad electoral y la fragmentación del sistema 
partidario peruano, sino también los incentivos de los partidos 
para evitar que sus miembros incurran en prácticas corruptas y 
así frenar la corrosión del sistema de partidos. En resumen, este 
trabajo muestra que las variaciones en la duración de vida de las 
organizaciones partidarias en sistemas débiles pueden ser rele-
vantes para explicar la corrupción.

El resto de este capítulo se divide en tres secciones. La primera 
describe con más detalle el contexto y la expectativa teórica de 
este análisis; la segunda la pone a prueba a través de varios mo-
delos multivariados; y en la última se ofrecen las conclusiones de 
este trabajo y sugerencias para futuras investigaciones

1. El sistema de partidos en Perú: 
debilidad y corrupción

El sistema de partidos peruano ha sido catalogado de manera 
consistente como poco institucionalizado (Alemán et al., 2011; 
Mainwaring y Scully, 1995; Payne et al., 2002), no ideológico 
(Rosas, 2005; Coppedge, 1998) y altamente volátil (Roberts y 
Wibbels, 1999; Jones, 2005; Ponce, 2016). Esta última carac-
terística se refleja en que sus dirigentes con frecuencia forman 
nuevos partidos y candidatean bajo otra etiqueta partidaria. 

Tal volatilidad también se refleja tanto en las elecciones subna-
cionales como en los partidos que toman control de los gobiernos 
subnacionales (Ponce, 2023a). La alta inestabilidad en las eleccio-
nes peruanas se intensifica por el uso extensivo de las tachas elec-
torales, que son recursos impugnatorios que cualquier ciudadano 
puede presentar contra una candidatura por violar las normas del 
Jurado Nacional de Elecciones (JNE) peruano —la institución a 
cargo de impartir justicia en ese rubro— (Ponce, 2023b). Estos 
mecanismos persiguen un fin político y su empleo usualmente 
busca eliminar o afectar de manera negativa a las y los candidatos 
más fuertes (Ponce, 2023b). Luego de las elecciones, los gobier-
nos regionales y los municipios suelen quedar a cargo de partidos 
regionales, independientes, movimientos y dirigentes locales, que 
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además están sujetos a procesos revocatorios que terminan cas-
tigando a aquellas autoridades percibidas como débiles (Holland 
e Incio, 2019; Zavaleta, 2014). La consecuencia es que el sistema de 
partidos peruano se debilita aún más a nivel subnacional (Seifert 
Bonifaz, 2014). Finalmente, la ausencia de barreras efectivas para 
la entrada de candidaturas a nivel subnacional aumenta aún 
más la inestabilidad y la fragmentación en este nivel, y se suma a 
la endeblez que ya existe a nivel nacional (Aragón e Incio, 2014).

En este contexto de crónica debilidad institucional tanto a 
nivel nacional como subnacional, los partidos peruanos carecen 
de las capacidades o los incentivos para desalentar o disminuir 
los actos corruptos de sus afiliados o miembros una vez que 
éstos asumen cargos de confianza.7 Mujica et al. (2017), citan- 
do a Reyna (2010), mencionan un ejemplo típico de estas prácticas 
en los gobiernos regionales:

Los miembros del partido del caudillo actúan como operadores que 
vinculan empresas de partidarios o amigos con el gobierno subnacio-
nal; así se obtienen licitaciones “amarradas” y el otorgamiento de la 
buena pro a empresas proveedoras de insumos diversos o a empresas 
constructoras de algún miembro del partido (Reyna, 2010, p. 192).8

Sobre estas capacidades e incentivos, en primer lugar, a es-
tos partidos de corta vida o muy pequeños les faltan cuerpos de 
evaluación de prácticas éticas de sus miembros. Además, po-
drían estar menos interesados en sancionar la corrupción de sus 
afiliados al no esperar sobrevivir en el largo plazo. Por el con-
trario, quizá por ello estén más dispuestos a priorizar los resul-
tados cortoplacistas al promover candidaturas con potencial de 
éxito, aun si presentan dudosas credenciales éticas y profesiona-
les. Asimismo, las capacidades de monitoreo o de análisis de los 

7	 Reyna (2010) elabora un estudio que muestra cómo los caudillos ganadores 
de las elecciones subnacionales toman control de los cargos gerenciales en 
las administraciones regionales de Perú, ya que son considerados puestos 
de confianza. 

8	 Mujica et al. (2017) destacan también la participación de intermediarios en 
estas operaciones corruptas. Estos enlaces son los que ofrecen el soborno 
a las autoridades regionales para ganar una licitación.
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posibles casos de corrupción de las y los miembros de un partido 
podrían debilitarse al comprimirse aún más una organización de 
ese tipo (Della Porta, 2004). 

Por otro lado, en contextos como el peruano, donde existe una 
gran rivalidad entre las élites políticas —que tratan de eliminarse 
entre sí—, las organizaciones partidarias locales parecen prestar-
les atención o recursos a sus adversarios, a los que suelen golpear 
con revocatorias, demandas judiciales o tachas electorales. Las 
oportunidades de ataque que brindan estas normas demandan 
el uso de más medios organizacionales o financieros, que bien 
podrían destinarse al monitoreo y sanción de posibles hechos 
corruptos entre los propios afiliados. Esta pérdida en la capacidad 
de vigilancia y penalización podría contribuir a que la corrupción 
se enquiste como práctica informal entre las y los integrantes de 
un partido conforme transcurre el tiempo.

De acuerdo con estos argumentos, la corrupción constituye un 
resultado muy probable en un sistema político como el peruano. 
No resulta una sorpresa, entonces, que distintos estudios la con-
sideren una práctica extendida y recurrente en ese país (Beesley 
y Hawkins, 2022; Transparency International, 2013). ¿Pero cabe 
la posibilidad de que el envejecimiento de los partidos de Perú 
esté asociado con menos eventos corruptos? Tal vez fortalecería 
la etiqueta partidaria de al menos algunos partidos, aun en una 
nación con un sistema crónicamente débil, como la que aquí me 
ocupa. Este mayor valor quizá haría que las élites de esos parti-
dos cuidaran que por lo menos sus miembros con antecedentes 
de corruptelas no asumieran candidaturas a cargos o posiciones 
en la administración gubernamental. Con el tiempo, también 
afinarían sus capacidades organizacionales para detectar estos 
casos y evitar que lleguen a cargos en la administración pública. 
De ser así, los hacedores de política pública podrían esperar que 
la corrupción menguara sólo con reducir la volatilidad electoral.

Sin embargo, ningún partido en Perú parece estar consolidan-
do alguna etiqueta partidaria que sea valiosa o esté asociada con 
vínculos programáticos relevantes. Así, la expectativa anterior 
difícilmente podría sostenerse en un sistema político como el pe-
ruano. Dado que las etiquetas partidarias (crónicamente) no acu-
mulan un valor relevante, resulta improbable que los partidos 
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tengan mayor cuidado por impedir que sus miembros poten- 
cialmente corruptos asuman cargos de confianza. 

Este ambiente organizacional adverso al castigo a la corrup-
ción al interior de los partidos podría contribuir a que sus miem-
bros adquirieran conocimientos y destrezas sobre cómo perpetrar 
actos de ese tipo sin ser reportados o detectados. Dado que las 
administraciones locales o subnacionales suelen estar relati- 
vamente sujetas a un menor control por parte de los organismos 
fiscalizadores o de sanción, como la Contraloría General de la 
República (CGR) o el Ministerio Público peruanos, este proceso 
de aprendizaje se sujetaría a menos limitantes y, por lo tanto, se 
desarrollaría con más libertad. Estos argumentos me llevan a pro-
poner la hipótesis que expondré a continuación. 

En contextos de extrema debilidad del sistema de partidos, la 
edad de los partidos se asocia positivamente con la incidencia de 
corrupción en las administraciones subnacionales. 

Es importante destacar que ésta es una predicción que anti-
cipa una regularidad anómala e inusual. En circunstancias en 
las cuales el sistema de partidos funcionara con más normali-
dad, deberíamos esperar el resultado opuesto. Asumiendo que la 
institucionalización y reputación de los partidos se consolidara 
o fortaleciera, éstos estarían más interesados en evitar que sus 
miembros incurrieran en actos de corrupción. Para empezar, po-
drían evitar que las personas sobre las que pesara esa sospecha 
candidatearan o asumieran cargos de confianza en la administra-
ción pública nacional o regional. 

1.1. El Perú subnacional

Evalúo la relación entre hechos corruptos y edad de los partidos 
tomando en cuenta los niveles de corrupción en los gobiernos 
subnacionales (regionales) de Perú. Este país presenta el contexto 
ideal para evaluar la hipótesis del presente capítulo por varias 
razones. Primero, es conocido que los niveles de fiscalización 
de corruptelas a nivel regional son ampliamente deficientes 
(Mujica et al., 2017). Esta situación facilita que la influencia de 
los partidos tenga más relevancia en el control de este problema, 
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por lo que analizo si juega un papel importante y si resulta efec-
tiva. Segundo, las características del sistema partidario peruano 
describen bien las condiciones que validarían la idea central de 
este trabajo. Tercero, existe una sustancial variación en los niveles 
de corrupción cuando comparamos las administraciones regiona-
les. La gráfica 1 muestra histogramas de las distribuciones de las 
diferentes administraciones de las regiones peruanas de acuerdo 
con el número de trabajadores con responsabilidad civil y/o penal 
para los años 2018, 2019, 2020 y 2021.9 Los datos provienen del 
Obant. Esta heterogeneidad, sumada a las grandes fluctuaciones 
en la antigüedad de los partidos en Perú —donde coexisten parti-
dos recientemente formados con unos pocos relativamente viejos, 
que alcanzan hasta 66 años— garantiza que ambas variables, la 
dependiente y la independiente, gocen de amplia variabilidad 
y aseguren resultados más confiables.

Gráfica 1
Distribución de las regiones peruanas de acuerdo con el número 
de trabajadores con responsabilidad civil y/o penal (2018-2021)
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Fuente: Elaboración propia.

9	 El Perú está dividido en 24 regiones, más la provincia constitucional del 
Callao y la de Lima.
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2. Análisis empírico: evolución de la corrupción y 
la edad de los partidos

Para estudiar la relación entre la edad de los partidos y la corrup-
ción, utilizo modelos multivariados en los que las variables de-
pendientes cuantifican el número de actos corruptos registrados 
en las administraciones regionales por el Observatorio Nacional 
Anticorrupción (Obant) peruano. Incluyo la información corres-
pondiente a cuatro años (2018, 2019, 2020 y 2021), expuesta por 
el Obant mediante un modelo de datos transversales agrupados. 
Empleo dos medidas distintas para contabilizar los hechos de co-
rrupción perpetrados por altos funcionarios y funcionarias, gran 
parte de ellos miembros de los partidos que asumen el control de 
cargos de confianza: 1) número de trabajadores con responsabi-
lidad civil y/o penal; y 2) número de responsabilidades civiles y 
penales sin sancionar. Éstas identifican directamente la cantidad 
de burócratas acusados de corrupción. Mientras que la primera 
variable contabiliza a quienes tienen responsabilidades civiles 
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o penales, la segunda identifica la cifra de casos en que estas prác-
ticas no fueron castigadas.10 Así, ambos factores permiten evaluar 
la relación entre la edad de los partidos y la frecuencia de la co-
rrupción en dos situaciones posibles, vale decir, con o sin sanción. 

Considerando que ambas variables representan conteos, usaré 
el método de máxima verosimilitud con una estimación binomial 
negativa, debido a que la distribución de las variables dependien-
tes viola los supuestos de normalidad de dos maneras. Primero, 
los gráficos de densidad muestran que los conteos de Poisson 
presentan sobredispersión. Segundo, la distribución de los bu-
rócratas es discreta y sesgada, los errores no están normalmente 
distribuidos (Long, 1997). Para corregir estos problemas, utilizo 
modelos con estimadores binomiales negativos. Adicionalmente, 
aplico un pronóstico basado en el estimador de mínimos cuadra-
dos ordinarios como una primera prueba de robustez.

La variable independiente clave cuantifica la edad de los parti-
dos que controlan la administración regional medida en años des-
de su fundación. Tal como mencioné previamente, en un contexto 
como el peruano deberíamos esperar que el paulatino aprendi-
zaje de cómo ejecutar actos corruptos llevara a la existencia de 
una relación positiva entre la edad del partido y la frecuencia 
de la corrupción, problema que transcurre ante la indiferencia o 
el poco interés de los partidos peruanos por controlarlo.11

Como variables de control, incluyo una dicótoma que identifica 
a aquellos partidos con representación legislativa en el Congreso 
Nacional, la cual podría hacer que los incentivos para el cuidado 

10	 Una limitación relevante de estos datos es que evidentemente no se incluye 
el número de casos de corrupción no detectados o reportados.

11	 Resulta importante destacar que la edad del partido no refleja exactamente la 
antigüedad promedio de la militancia en él o de sus años acumulados en la 
administración pública. Lamentablemente, estos datos no se encuentran 
disponibles. De tener esta información, esta variable podría evaluar con 
más exactitud el argumento principal de este capítulo. Sin embargo, la edad 
del partido es la medida más cercana a estos determinantes más precisos. 
Aunque exista rotación de miembros en el partido (antiguos que lo dejan 
y nuevos que entran), su tiempo de vida estará asociado a por lo menos un 
grupo significativo de militantes cuya permanencia aumenta. Además, es 
posible que las y los miembros beneficiados con cargos públicos sean los 
más leales y los que permanezcan en el largo plazo.
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de la reputación fueran más fuertes y, por lo tanto, redundar en 
una disminución de los niveles de corrupción. El partido mismo 
podría interesarse en restringir estas conductas a través de ins-
trucciones a sus burócratas líderes y la implementación de medidas 
de fiscalización más férreas dentro de él. Adicionalmente, incluyo 
una variable que cuantifica el producto bruto per cápita. En regio-
nes más ricas, un mayor presupuesto quizá se asocia a mayores 
niveles de corrupción. Sin embargo, también cabe la posibilidad 
de que haya más recursos destinados a la fiscalización y partici-
pación de ciudadanos en esta última tarea. Adopto una postura 
agnóstica al respecto e incluyo este indicador para controlar por 
su efecto neto sobre los niveles de corrupción. 

Finalmente, incorporo una variable que indica el progreso 
de la ejecución presupuestal anual como una medida de calidad 
burocrática. Espero que mayores avances en la ejecución del pre-
supuesto estén positivamente correlacionados con una mayor 
calidad burocrática, y consecuentemente, con menor corrupción, 
toda vez que trabajadores y trabajadoras más capaces tengan me-
nos predisposición a cometer actos corruptos (Shim y Eom, 2008; 
Rauch y Evans, 2000). Teniendo en cuenta que varios gobiernos 
regionales en Perú no logran gastar todos los recursos de los que 
disponen, especialmente los provenientes del canon o impuesto 
minero (Loayza et al., 2014; Ponce y McClintock, 2014), existe 
una significativa variedad en las capacidades de las burocracias 
regionales para ejecutar el gasto (Ahmad y García-Escribano, 
2006; Morales Rocha et al., 2020; Ponce y McClintock, 2014). 
Todos los modelos emplean efectos fijos por región para tomar 
en cuenta los efectos no observables, considerando el nivel regio-
nal.12 La tabla 1 muestra la estadística descriptiva de las variables 
usadas en el análisis empírico.13

12	 Adicionalmente, todos los modelos de la tabla 2 emplean errores estándar 
robustos.

13	 El apéndice 1 muestra la descripción y las fuentes de las variables utilizadas 
en el análisis. Debido a la gran cantidad de movimientos y grupos políticos 
locales y regionales que compiten en elecciones de ese tipo para los que no 
se dispone de datos, no fue posible considerar todas las variables teorizadas 

28 Aldo F. Ponce•



Tabla 1
Estadística descriptiva de las variables

Variables Media Desviación 
estándar

Mínimo Máximo

Trabajadores con 
responsabilidad 
civil y/o penal

45.11 27.28 1 145

Responsabilidades 
civiles y penales 
sin sancionar

9.67 5.07 1 27

Edad del partido 17.96 18.02 0 66

Representación 
en el Congreso 
Nacional

0.33 0.47 0 1

Producto bruto  
per cápita

45.11 27.28 1 145

Avance de 
ejecución 
presupuestal anual 

11.76 10.68 1 53

Fuente: Elaboración propia.

por Della Porta (2004) como variables de control, tales como el número 
de miembros, la identificación partidaria y los cambios en las prácticas 
clientelares tras la asunción de cargos. Hago saber al lector que esto podría 
crear un sesgo en las estimaciones. Sin embargo, considero que éste no 
debería ser grande considerando la generalizada debilidad de los partidos 
a nivel local. Finalmente, este estudio no pretende descalificar otras 
explicaciones de la corrupción existentes en la literatura sobre el tema; 
solamente apunta a ofrecer una interpretación adicional. 
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Tabla 2
Relación entre la corrupción y la antigüedad del partido

Variables 
dependientes

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Responsabilidades 
civiles y penales sin 

sancionar

Responsabilidades 
civiles y penales sin 

sancionar

Responsabilidades 
civiles y penales sin 

sancionar

Tipo de modelo
Binomial 
negativo

Binomial 
negativo

MCO Binomial negativo Binomial negativo MCO

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3 Modelo 4 Modelo 5 Modelo 6

Edad del partido 0.18*** 0.20*** 9.79*** 0.18*** 0.17*** 1.72***

(0.04) (0.05) (2.60) (0.04) (0.05) (0.58)

Representación 
en el Congreso 
Nacional

-0.71 -31.83 -0.39 -6.71

(0.72) (30.52) (0.48) (5.12)

Producto bruto 
per cápita

-0.0001 -0.002 -4.95e-05 -0.0003

(0.0001) (0.002) (0.00003) (0.0004)

Avance de 
ejecución 
presupuestal 
anual 

-0.01 -0.51 0.01 0.02

(0.01) (0.57) (0.01) (0.10)

Constante 1.61** 2.99** -9.46 -0.47 -0.51 -13.54

(0.69) (1.22) (60.40) (0.49) (0.72) (8.43)

Efectos fijos  
por región

Sí Sí Sí Sí Sí Sí

Observaciones 93 91 91 96 94 94

R-squared 0.53 0.50

Log 
pseudolikelihood

-407.12 -396.85 -249.54 -243.36

*     Estadísticamente significativo al 10%.
**   Estadísticamente significativo al 5%. 
*** Estadísticamente significativo al 1%. 
Fuente: Elaboración propia.
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Tabla 2
Relación entre la corrupción y la antigüedad del partido

Variables 
dependientes

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Responsabilidades 
civiles y penales sin 

sancionar

Responsabilidades 
civiles y penales sin 

sancionar

Responsabilidades 
civiles y penales sin 

sancionar

Tipo de modelo
Binomial 
negativo

Binomial 
negativo

MCO Binomial negativo Binomial negativo MCO

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3 Modelo 4 Modelo 5 Modelo 6

Edad del partido 0.18*** 0.20*** 9.79*** 0.18*** 0.17*** 1.72***

(0.04) (0.05) (2.60) (0.04) (0.05) (0.58)

Representación 
en el Congreso 
Nacional

-0.71 -31.83 -0.39 -6.71

(0.72) (30.52) (0.48) (5.12)

Producto bruto 
per cápita

-0.0001 -0.002 -4.95e-05 -0.0003

(0.0001) (0.002) (0.00003) (0.0004)

Avance de 
ejecución 
presupuestal 
anual 

-0.01 -0.51 0.01 0.02

(0.01) (0.57) (0.01) (0.10)

Constante 1.61** 2.99** -9.46 -0.47 -0.51 -13.54

(0.69) (1.22) (60.40) (0.49) (0.72) (8.43)

Efectos fijos  
por región

Sí Sí Sí Sí Sí Sí

Observaciones 93 91 91 96 94 94

R-squared 0.53 0.50

Log 
pseudolikelihood

-407.12 -396.85 -249.54 -243.36

*     Estadísticamente significativo al 10%.
**   Estadísticamente significativo al 5%. 
*** Estadísticamente significativo al 1%. 
Fuente: Elaboración propia.
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2.1. Resultados

La tabla 2 despliega los resultados de las estimaciones a través 
de seis modelos. Mientras que los tres primeros emplean como 
variable dependiente el número de trabajadores con responsabili-
dad civil y/o penal, los siguientes tres utilizan el número de casos 
con responsabilidades civiles y penales sin sancionar. En cada 
grupo (de tres modelos), los dos primeros modelos recurren al 
estimador binomial negativo y el tercero al de mínimos cuadrados 
ordinarios como una primera prueba de robustez. Como segunda 
prueba, el primero de los modelos que usa el estimador binomial 
negativo no incluye las variables de control especificadas en la 
subsección previa.

Los resultados muestran consistentemente que en Perú la fre-
cuencia de la corrupción se asocia positivamente a la edad de los 
partidos, lo cual sugiere que éstos, conforme envejecen, no pare-
cen tomar medidas efectivas para controlar las prácticas corrup-
tas en las administraciones que tienen a su cargo. Más bien, entre 
las y los funcionarios parece existir un proceso de aprendizaje 
sobre cómo perpetrar los actos de corrupción. Como hay pocas 
expectativas sobre la supervivencia de un partido en un sistema 
político altamente volátil, poco ideológico y programático, esta 
conclusión se corresponde con el contexto. Los partidos no se 
esfuerzan en subsanar el problema debido al bajo beneficio que 
esto les trae (caída en la reputación de una etiqueta que desapa-
recerá pronto) y a los costos que les acarrea, como el monitoreo 
y la destitución de sus burócratas por otros más calificados. Los 
modelos también revelan que ninguna otra variable (de control) 
resulta estadísticamente significativa, lo que subraya la impor-
tancia explicativa de la variable que mide la antigüedad de los 
partidos peruanos.

Para perfilar una idea más precisa de la magnitud de los efec-
tos de los cambios en la edad de los partidos peruanos sobre la 
frecuencia esperada de los eventos de corrupción, muestro en 
las gráficas 2 y 3 el número esperado de estos últimos conforme 
varía la edad de los partidos. Mientras que la gráfica 2 muestra 
cómo se modifica la variable que cuantifica el número esperado 
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de trabajadores con responsabilidad civil y/o penal, la gráfica 3 
lo hace con la variable que calcula las responsabilidades civiles y 
penales sin sancionar. La gráfica 2 anticipa que los burócratas con 
responsabilidad civil y/o penal pueden aumentar hasta alcanzar 
aproximadamente 50 por año en aquellas administraciones re-
gionales lideradas por partidos con nueve años de antigüedad. 
De igual manera, el número esperado de responsabilidades sin 
castigar asciende a aproximadamente 10 eventos cuando los par-
tidos cuentan con nueve años de antigüedad (ver gráfica 3). Sin 
embargo, podría subir hasta 60 si el partido alcanzara los 20 años. 
Estos datos sugieren que el efecto no es sólo estadísticamente 
significativo, sino también de relevancia en su magnitud.

Gráfica 2
Número esperado de trabajadores con responsabilidad civil y/o 
penal conforme aumenta la antigüedad de los partidos14
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Fuente: Elaboración propia.

14	 Los cálculos de los valores esperados en la gráfica 1 se basan en las 
estimaciones del Modelo 2 de la tabla 2.
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Gráfica 3
Número esperado de responsabilidades civiles y penales sin 
sancionar conforme aumenta la antigüedad de los partidos15
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Fuente: Elaboración propia.

Como prueba de robustez adicional, estimo modelos en los 
que empleo datos panel con un estimador binomial negativo. 
Los modelos del apéndice 2 presentan los resultados de estas 
estimaciones para cada una de las variables dependientes usa-
das en este estudio. Esos resultados confirman los que reporto 
en la tabla 2.

Conclusiones

Este capítulo encuentra evidencia adicional que apoya la idea de 
una extrema debilidad de los partidos políticos peruanos. Tam-
bién muestra que esta situación no se está corrigiendo por sí mis-
ma conforme transcurre el tiempo. A los partidos peruanos no  

15	 Los cálculos de los valores esperados en la gráfica 2 se basan en las 
estimaciones del Modelo 6 de la tabla 2.
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parece importarles subsanar la corrupción entre sus miembros 
que asumen cargos de confianza, una vez que estas organizacio-
nes toman control de las administraciones regionales. De acuerdo 
con Ponce (2023a), la endeblez partidaria ha resultado crucial para 
explicar la creciente inestabilidad política del mencionado país 
durante la última década, caracterizada por golpes de Estado, o 
intentos de ellos, y varias vacancias presidenciales. Uno de los 
mecanismos causales que Ponce (2023a) propone es la incapaci-
dad y/o el desinterés de los partidos en controlar la corrupción. 
El presente trabajo reporta evidencia que apoya sustancialmente 
el alcance de esta idea. Dado que los partidos no esperan tener 
una larga vida y sus etiquetas no tienen gran valor, sus estructu-
ras no cuidan que sus afiliados y afiliadas sigan normas de ética 
profesional cuando obtienen puestos en la burocracia estatal. El 
resultado es que la corrupción se da de manera cada vez más recu-
rrente entre las y los políticos y burócratas conforme los partidos 
envejecen, y tal prevalencia debilita aún más al sistema partidario. 
Los datos obtenidos también sugieren que las y los trabajadores 
en los gobiernos regionales parecen acostumbrarse a practicar 
la corrupción, probablemente como resultado de un aprendiza- 
je previo.

Futuras investigaciones podrían confirmar si la asociación 
positiva entre corrupción de funcionarios y políticos y edad de 
los partidos se encuentra también en otros sistemas de partidos 
débiles, volátiles y no programáticos, y con gran hostilidad entre 
las élites que los conforman. Quimpo (2007) argumenta que el fili-
pino, también caracterizado por no ser programático ni institucio-
nalizado, también está relacionado con altos niveles de prácticas 
corruptas. Estudios adicionales podrían brindar información no 
sólo sobre el alcance del problema, sino también sobre sus me-
canismos causales. El sistema de partidos peruano no es el único 
en presentar estas características en América Latina, una región 
poblada de presidencialismos que generalmente terminan siendo 
perjudiciales para la fortaleza de los partidos (Ponce, 2023c) y, por 
consiguiente, para la salud de las democracias latinoamericanas, 
muy probablemente. 

El sistema de partidos de Perú parece hallarse en descomposi-
ción y su estado le acarrea consecuencias negativas a la economía 
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y a la moral y bienestar de sus ciudadanos. Conforme la inestabi- 
lidad política se ha incrementado, la inversión privada y las tasas 
de crecimiento económico han retrocedido hasta llegar a una re-
cesión en 2023. Futuras investigaciones que utilicen series de tiem-
po podrían evaluar el rol de la debilidad partidaria y sus efectos 
sobre los niveles de inversión privada y las tasas de crecimiento 
económico, así como dar luz sobre lo inmensamente costoso de 
contar con partidos muy débiles y las dificultades que ello le ha 
creado al mencionado país para alcanzar el desarrollo, especial-
mente si poco o nada interesa el control de la corrupción. Son ne- 
cesarias y urgentes reformas institucionales para fortalecer a los 
partidos peruanos. 
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Apéndice 1
Descripción de las variables

Variables Descripción Fuente

Personas 
trabajadoras con 
responsabilidad 
civil y/o penal

Cantidad de las y 
los funcionarios 
y servidores 
públicos con 
responsabilidad 
civil o penal 
identificada en 
informes de 
control posterior 
emitidos por el 
Sistema Nacional 
de Control

Observatorio Nacional 
Anticorrupción (Obant)
https://observatorio 
anticorrupcion.
contraloria.gob.pe/
indicadoresdecorrupcion/
index.html

Responsabilidades 
civiles y penales 
sin sancionar

Número de 
recomendaciones 
de inicio de 
acciones legales 
en estado “no 
implementada” 
y “pendiente” 

Observatorio Nacional 
Anticorrupción (Obant)
https://observatorio 
anticorrupcion.
contraloria.gob.pe/
indicadoresdecorrupcion/
index.html

Edad del partido Edad del partido 
en número de años

Observatorio para la 
Gobernabilidad
https://infogob.jne. 
gob.pe/Partido

Representación 
en el Congreso 
Nacional

Variable 
dicotómica (1 
= si el partido 
en control 
del gobierno 
regional tiene 
representación 
en el Congreso 
Nacional; 0 = si es 
de otro modo)

Congreso de la República 
del Perú
https://www.congreso.
gob.pe/

Continúa…
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Variables Descripción Fuente

Producto bruto 
per cápita

Producto bruto 
per cápita

Instituto Nacional de 
Estadística e Informática 
(INEI). Sistema de 
Información Regional para 
la Toma de Decisiones
https://systems.inei.gob.
pe/SIRTOD/app/consulta

Avance de 
ejecución 
presupuestal
anual 

Porcentaje 
de avance

Instituto Nacional de 
Estadística e Informática 
(INEI). Sistema de 
Información Regional para 
la Toma de Decisiones
https://systems.inei.gob.
pe/SIRTOD/app/consulta

Fuente: Elaboración propia.

Apéndice 2
Relación entre la corrupción y la antigüedad del partido

Variables 
dependientes

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Responsabilidades 
civiles y penales 

sin sancionar

Tipo de modelo Binomial negativo 
(Panel)

Binomial negativo
(Panel)

Modelo 1 Modelo 2

Edad del partido 0.21*** 0.17***

(0.05) (0.04)

Representación en el 
Congreso Nacional

-0.38 -0.38

(0.55) (0.42)

Producto bruto 
interno per cápita

-8.95e-05* -5.08e-05

(5.30e-05) (4.14e-05)

Continúa…
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Variables 
dependientes

Trabajadores con 
responsabilidad 

civil y penal

Responsabilidades 
civiles y penales 

sin sancionar

Avance de ejecución 
presupuestal anual 

-0.001 0.01

(0.01) (0.01)

Constante -0.34 1.41

(1.17) (1.53)

Efectos fijos por 
región

Sí Sí

Observaciones 91 94

R-squared

Log 
pseudolikelihood

-387.82 -243.69

*	 Estadísticamente significativo al 10%.
**	 Estadísticamente significativo al 5%. 
***	 Estadísticamente significativo al 1%.

Fuente: Elaboración propia.
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Introducción 

Colombia ha atravesado 60 años de conflicto armado y varios 
procesos e intentos de negociaciones de paz para finalizar este 
periodo violento. Esta historia hace pensar en las formas en que 
el Estado, la democracia y la ciudadanía se constituyen como 
tales en medio de la confrontación. Muchos han sido los es-
tudios sobre la violencia política y social que ha vivido ese país, 
los cuales se han centrado en varios de sus aspectos: entender 
sus causas (Camacho Guizado, 1991b; Guzmán et al., 1962), revisar 
el papel del Estado en su acentuación y prolongación (González 
González, 2014; Oquist, 1978; Pécaut, 1995), las reactualizaciones 
de los procesos violentos pasados vistos en las dinámicas con-
flictivas presentes (Camacho Guizado, 1991b; Pécaut, 1997), la 
caracterización del tipo de conflicto (Pizarro Leongómez, 2004), 
la penetración del narcotráfico dentro del ciclo de la violencia 
(Camacho Guizado, 1991c; Henderson, 2012; Uprimny, 1994) y 
la dinámica del paramilitarismo (Centro Nacional de Memoria 
Histórica [CNMH], 2015; Koessl, 2015; Zelik, 2015).

Estos trabajos se han enfocado en los aspectos políticos y socio-
lógicos, observando la interacción entre diversos actores, tiempos 
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y espacios para dar cuenta del inicio, desarrollo y continuidad de 
la violencia. Sin embargo, el interrogante sobre la pervivencia 
de un sistema político estable bajo este contexto es y ha sido una de 
las cuestiones relevantes en Colombia. Así, Camacho y Guzmán 
(1989) expresaron que, entendiendo la democracia en el sentido 
simple de un orden que permite derechos políticos y civiles, así 
como votaciones para elegir representantes, ésta se ha mantenido, 
pero no ha ocurrido lo mismo con el proceso de democratización, 
es decir, la “expresión de las gestiones sociales, individuales o co-
lectivas, que propenden por alcanzar y desarrollar metas como la 
igualdad, la libertad, la diferencia y, particularmente, la expresión 
de contradicciones sociales, sin que la aniquilación física del con-
tendor sea un mecanismo de solución” (p. 66). Bajo su perspectiva, 
se pueden encontrar signos violentos no sólo en las dinámicas de 
confrontación de los actores en disputa, sino también en distintos 
ámbitos sociales. Con ello, los autores aluden a la importancia del 
fortalecimiento del Estado como garante de los procesos demo-
cratizadores y también de robustecer la sociedad en la que se ha 
desplegado la lógica de relaciones a través de la violencia. 

La negociación más reciente entre la guerrilla más vieja del 
continente, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-
Ejército Popular (FARC-EP), y el gobierno de Juan Manuel Santos 
(2014-2018) se convirtió en un hito y una esperanza para imaginar 
el cierre de esta historia. Estos diálogos en medio del conflicto 
significaron un cambio en el comportamiento del homicidio, que 
variaba en función de los acuerdos, decisiones bilaterales y uni-
laterales respecto a los actos armados (Peñalosa Otero, 2017), con 
reducciones del 40% en confrontaciones como las que se vieron 
entre 2013 y 2014, según destacó la Fundación para la Paz y la 
Reconciliación (2015). Sin embargo, este proceso enfrentó una 
férrea oposición encabezada por el expresidente Álvaro Uribe, 
quien calificó a Santos como el traidor de la Política de Seguridad 
Democrática que él había instaurado durante sus dos mandatos 
anteriores, caracterizada por conseguir la paz a través del some-
timiento armado de las guerrillas.

El acuerdo logrado entre las partes se sometió a la refrenda-
ción popular para obtener legitimidad democrática. Sin embar-
go, los resultados del plebiscito no fueron los deseados: el 2 de 
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octubre de 2016, el voto desaprobatorio al Acuerdo de Paz ganó 
con un 50.2% sobre el aprobatorio, que alcanzó el 49.2% y una 
participación de tan sólo el 37% (Misión Observatorio Electoral, 
2016). Frente a lo anterior, el Gobierno tuvo que encontrar un 
mecanismo que permitiera su aval sin someterlo nuevamente a 
la voluntad ciudadana. Ello se realizó a través del Congreso de la 
República, donde el pacto obtuvo 205 votos a favor, 0 en contra, 
y 63 congresistas rechazaron el acuerdo o se abstuvieron de votar 
(Guerrero Guevara, 2016). Los resultados plebiscitarios dejaron 
abierta la pregunta respecto a una sociedad polarizada en los úl-
timos años, producto de una agudización reciente de la idea del 
enemigo al que hay que eliminar, y con dificultades para entender 
la posibilidad del disenso sin violencia de por medio. 

El presente texto tiene como fin mostrar de qué manera, a lo 
largo del conflicto armado interno, se ha definido y mantenido 
un discurso dominante que silencia de manera permanente las 
voces disidentes que han buscado plantear otros proyectos de 
país. Asimismo, señala cómo este relato que ha imperado en el 
orden político colombiano también ha definido las formas en 
que se construye una comunidad en la cotidianidad, en la cual el 
antagonismo se profundiza. Para tal fin, este trabajo hace uso de 
fuentes documentales académicas y periodísticas, así como 
de datos retomados del Latinobarómetro, con el objetivo de fun-
damentar los argumentos aquí expuestos. 

1. Colombia: vida política en clave violenta

En Colombia se ha vivido un conflicto armado de larga duración. 
Durante más de 60 años, el país ha transitado por diversas ex-
presiones de violencia que se han vislumbrado temporalmente 
como un continuum, dado que han sido muy pocos los tiempos 
pacíficos. Para Gutiérrez (2020), este hecho histórico puede di-
vidirse en dos ciclos de guerra civil: el primero de ellos es lo que 
conocemos como la Violencia con mayúscula, durante la cual el 
enfrentamiento entre gobiernos conservadores y guerrillas li-
berales fue el principal protagonista y que puede datarse entre 
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los años finales de los cuarenta y comienzos de los sesenta del 
siglo XX (Gutiérrez Sanín, 2015). Una guerra que se cerró con la 
formación del Frente Nacional durante el periodo 1958-1974, de-
sarrollado como tregua de ambos partidos para sacar del poder 
al general Gustavo Rojas Pinilla luego de su golpe militar. En esta 
etapa se registró la muerte de 180,000 personas en un país de 13 
millones de habitantes (Gómez Buendía, 2003, p. 22).

Para Bejarano y Segura Bonett (1996), el pacto del Frente Na-
cional ayudó a la restauración de la institucionalidad democrática 
y constituyó un esfuerzo por la reconstrucción estatal. Sin em-
bargo, este fortalecimiento fue selectivo y favoreció áreas como 
el aparato militar y, con ello, su capacidad coercitiva, buscando 
responder al conflicto contra los grupos heredados de la Violencia 
y las crecientes guerrillas. Al mismo tiempo se abandonó la pro-
tección de la ciudadanía, lo que produjo una crisis de seguridad 
y justicia a largo plazo, con un Estado que asumió un carácter au-
toritario y una sociedad sin mecanismos civiles de resolución de 
sus conflictos. Además, como lo plantea Gutiérrez (2015), el Frente 
Nacional devino en “monstruo de dos cabezas”, manteniendo el 
sistema político colombiano cerrado, al tiempo que, como señalé 
anteriormente, desarrolló un arsenal de acciones para debilitar a 
las agrupaciones guerrilleras que estaban gestándose en contra 
de él. Asimismo, señala Archila (1997), si bien el Frente no había 
producido los problemas de desigualdad y exclusión, tampoco 
contribuyó a disminuirlos. En este sentido, durante su mandato 
se amplió la brecha entre el Estado y los dos partidos en el poder 
en relación con los actores sociales —movimiento estudiantil 
y obrero, entre otros—.

El segundo ciclo de la violencia en Colombia es lo que Gutiérrez 
Sanín llama la guerra contrainsurgente, con tres actores fun-
damentales: las guerrillas, el Gobierno y los paramilitares. Los 
grupos guerrilleros fueron conformados por antiguos combatien-
tes de la Violencia, pero su organización tuvo un carácter menos 
localista y más conectado con la lucha global de la Guerra Fría. Es 
la guerra que ha marcado el pasado y el presente de muchas perso-
nas de nuestra generación. El citado estudioso señala que esta eta-
pa se conforma por dos momentos. El primero fue el surgimiento 
de las guerrillas de los sesenta de inspiración marxista, las cuales 
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fueron rápidamente marginadas. El segundo se dio a finales de 
los setenta, siendo ése —para el autor— el punto de inflexión del 
surgimiento de un estado de guerra civil prolongado. Gutiérrez 
Sanín señala que sus intentos por esclarecer la especificidad de 
la guerra colombiana dejan de lado propuestas de comprensión 
como la doctrina de seguridad nacional o la introducción de la 
agenda neoliberal, puesto que esos procesos también se iniciaron 
en otros países latinoamericanos, con resultados distintos. 

El autor se enfoca en rescatar elementos de los orígenes, per-
sistencia e interacciones del conflicto armado. En cuanto al pri-
mero, refiere a las herencias de la Violencia: desigualdad agraria, 
exclusión del campesinado, dinámicas centrífugas y bloqueadoras 
dentro del sistema político, y reapertura de la provisión de seguri-
dad privada. Respecto a la persistencia, plantea el narcotráfico, los 
patrones de violencia de la guerrilla contra los civiles, la masiva 
provisión privada de la seguridad y la articulación de ésta con 
orientaciones estratégicas nacionales, y la densa articulación en-
tre actores legales e ilegales dentro del sistema político (Gutiérrez 
Sanín, 2015, p. 523). Los legados de la Violencia se tradujeron poco 
a poco en odio y venganza, y en la disposición del campesinado a 
apoyar a las resistencias armadas contra el Estado, tanto por su 
exclusión del diálogo político como por esta herencia. El tema 
agrario también ocupó un lugar central, ya que la expansión de 
los terratenientes utilizó estrategias de fuerza y manipulación po-
lítica y jurídica, un proceso que a lo largo del siglo XX se relacionó 
con la economía del café, la ganadería y la coca. Por la distribución 
geográfica de la violencia en el país, el mismo estudio postula que 
los conflictos obedecieron en un primer momento a la lógica ins-
titucional de la ausencia del Estado y en un segundo a la forma 
en que éste adquirió su presencia (p. 529). 

Ahora bien, como señala el autor, la persistencia del conflicto 
contó por un lado con la influencia del narcotráfico, que ya te-
nía presencia en el país en los años setenta, gracias a la bonanza 
marimbera, y a que se afianzó en los ochenta con la conversión 
de Colombia en uno de los países líderes de ese mercado ilegal. 
La periferia, que crecía en razón de la economía de la coca, tam-
bién se mantenía al margen del Estado de derecho y fue creando 
un “campesinado ilegal” que no tenía vías de comunicación 
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y relación con el Estado (Gutiérrez Sanín, 2015; Pecáut, 1997). 
Asimismo, la incorporación de las FARC-EP al comercio de la 
coca como vía de financiación tuvo implicaciones importantes 
para su supervivencia y expansión. 

A propósito de estas vinculaciones, Pecáut (1997) afirma que 
la violencia política —en la cual la guerrilla fue clave— se corres-
pondía con otras, como las desarrolladas por el narcotráfico. La 
vinculación de guerrilleros y narcotraficantes dentro del mercado 
de la amapola hacía que los primeros dejaran de ser sólo un actor 
político y, de igual manera, cuando los segundos se enfrentaban al 
Estado y extendían sus tentáculos también podía reconocérseles 
como actores políticos. En este sentido, dice el autor, se empezó a 
observar una violencia generalizada conformada por distintas 
manifestaciones violentas que tenían resonancia unas con otras. 

Durante esta época también hubo una gran expansión de 
las guerrillas de las FARC-EP y el Ejército de Liberación Nacional 
(ELN) no sólo en las zonas rurales, sino también en las urbanas. 
González (2004) señala que el discurso que se ha construido en 
Colombia sobre los actores del conflicto, especialmente en el ám-
bito de las ciudades, ha definido a las personas guerrilleras como 
meras delincuentes, debido a su incorporación al negocio del 
narcotráfico y las prácticas extorsivas y de secuestro que aso- 
laron directamente a las clases medias y altas del país. Estos actos 
llevaron a considerar que la acción política y militar de éstas se 
había desdibujado en sus fundamentos y a su vez esta postura, 
tanto en el discurso oficial como en la ciudadanía urbana, ha pro-
ducido serios obstáculos para apoyar los intentos de diálogos y 
acuerdos acontecidos a lo largo de todos estos años de conflicto. 

Por otro lado, tanto Pécaut (2001) como Gutiérrez Sanín (2015) 
llaman la atención sobre el hecho de que el origen del paramili-
tarismo no puede desvincularse del narcotráfico, puesto que, en 
los años ochenta, la creación de Muerte a Secuestradores (MAS) 
fue una reacción al rapto de un familiar de un narco a manos de la 
guerrilla del Movimiento 19 de Abril (M-19). Los narcotraficantes, 
en tanto actores en el marco de la ilegalidad, no podían demandar 
seguridad estatal, así que la buscaron en los elementos privados. 
Por esta razón, apunta el segundo estudioso citado, actores del 
sistema político fortalecieron el paramilitarismo buscando la 

52 • Nohora Niño Vega



contrainsurgencia, la protección personal u obstaculizar a los 
rivales a través de la perpetración del terror. Así pues, el narcotrá-
fico, como señala Pécaut (2001), produjo un impacto en las institu-
ciones del Estado, favoreció el fortalecimiento de las guerrillas y 
la autonomía de las FARC-EP, que crecieron en cuanto a lo militar 
y se desvincularon aún más de sus bases comunales, al mismo 
tiempo que aumentó el uso de las fuerzas privadas de seguridad 
y la deriva paramilitar de éstas. 

Estas dinámicas violentas dejan al descubierto que el Estado 
no ha conseguido el monopolio de la fuerza y tampoco ha sido el 
actor fundamental capaz de resolver los conflictos de la sociedad. 
Los diferentes intentos de pacificación mediante negociaciones, 
incluso la misma proclamación de la Constitución de 1991, no 
lograron impedir del todo el avance de la violencia. El tan cues-
tionado proceso de Justicia y Paz, desarrollado en el 2005 en-
tre los grupos de Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y el 
gobierno de Álvaro Uribe, dejó más interrogantes que soluciones 
frente a la incansable lucha de las víctimas por el acceso a la ver-
dad, la justicia y la reparación.1

Respecto de este contexto violento que ha acompañado la vida 
democrática en Colombia, Gómez Buendía (2003) señala ocho 
puntos clave para leer la conformación de las élites y el curso del 
conflicto armado en ese país. Por un lado, señala la falta de pers-
pectiva de los estratos altos, que vieron la violencia como un asun-
to lejano de campesinos sectarios. Cuando este problema tocó el 
sistema político, se dieron respuestas débiles y cortoplacistas, sin 
una voluntad seria de buscar una salida pacífica sostenible. Estas 
estrategias cambiaban cada cuatro años, por lo que carecían de 
algún tipo de continuidad, lo que llevó a que la apuesta por la paz 
nunca se tornara en una política de Estado.

Asimismo, a la falta de sentido de lo público se le sumó un 
sistema clientelar, en el cual los políticos administran su “empre-
sa electoral” desarrollando relaciones clientelistas con las clases 
menos favorecidas, patrimonialistas al entregar puestos a los ac-
tivistas de partido y mercantilistas al repartirles contratos a los 

1	 Se recomienda el documental Impunity (2010), de Juan José Lozano y 
Hollman Morris, en el cual se presenta una buena descripción de lo 
acontecido con el paramilitarismo y su posterior desmovilización. 
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financistas (p. 36). Estas prácticas profundizaron las condiciones 
del conflicto, al agudizar la exclusión y la corrupción que minaron 
la confianza en el orden político del país. El desentendimiento 
de las élites también se reconoce como un elemento crucial, en 
la medida en que no asumieron sus responsabilidades fiscales  
—considerando los costos que implica la duración de un conflicto 
armado para el Estado— y en materia de seguridad ciudadana. 
Gómez Buendía también señala la limitada inclusión de las clases 
populares, lo cual acentúa la desigualdad, así como el maltrato a 
la otra Colombia —haciendo referencia a las periferias y minorías 
étnicas—, la degradación de los poderes regionales, la vincula-
ción entre las élites y los paramilitares, y el entendimiento del 
conflicto como un tema militar y no político. 

Las cifras recopiladas por el mismo investigador (2003) respec-
to del homicidio durante el periodo 1997-2002 revelan un nivel 
de violencia letal importante y la afectación de la vida política del 
país. Para 1997, la tasa de homicidios llegó a los 63 y la de homi- 
cidios políticos alcanzó el 14.7. Mientras que en 1998 y 1999 la tasa 
de homicidios generales disminuyó a 56 y 59, la de homicidios po-
líticos aumentó, subiendo a 15.7 y 16.4, respectivamente. Del 2000 
al 2002, ambas tasas crecieron, con 66, 65 y 63 en homicidios 
generales y 26.3, 27.4 y 21.4 en los políticos. Los datos del Informe 
de la Comisión de la Verdad señalan que, entre 1985 y 2018, per-
dieron la vida un total de 450,664 personas, siendo 1995- 2004  
el periodo más mortífero, con un 45% de las víctimas.2 Los parami-
litares fueron responsables del 45% de las muertes, la guerrilla del 
27% y los agentes estatales de un 12%. Además, impera mencio-
nar que el 80% de las víctimas eran civiles, con lo cual se establece 
la degradación del conflicto (Comisión para el Esclarecimiento 
de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, 2022, p. 140). 
Como lo señala la Comisión, los miles de homicidios perpetrados 
indican que la lógica de la guerra ha sido la eliminación a través 
del asesinato y apuntan de qué manera la vida política y demo-
crática de Colombia se ha visto cimbrada por ella. 

Esta compleja dinámica de violencia generalizada y per-
sistente a lo largo del tiempo ha traído como consecuencia el 

2	 Periodo que se corresponde con el exterminio a causa de la presencia 
paramilitar en todo el país. 
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arraigamiento de la lectura del conflicto como un problema de 
orden público, desplazando con ello la mirada y resolución que 
deberían darse desde el campo político. Una profundización 
de esta perspectiva ocurrió durante el mandato de Álvaro Uribe 
(2002-2010), quien llegó al poder en el marco de un gran descon-
tento de la sociedad colombiana por la situación violenta y un fa-
llido proceso de negociación con las FARC-EP durante el gobierno 
de Andrés Pastrana (1998-2002). Fue así que la administración de 
Uribe ganó relevancia y adeptos por su propuesta de Seguridad 
Democrática, que negó la idea del conflicto armado y lo planteó 
como un problema de terrorismo, que debía abordarse bajo una 
perspectiva militar y, por tanto, se tradujo en la apuesta por com-
batir a las personas guerrilleras mediante la vía militarizada. 

1.1. Los actores violentos y su relación con la democracia

Levine y Molina (2007, p. 39) expresa que Colombia puntuó con 
56.9 en un índice de calidad de la democracia, en comparación 
con el 75.9 que obtuvieron 18 países latinoamericanos. Para el 
2022, según datos del Índice Global de Democracia —que eva-
lúa cinco categorías: procesos electorales y pluralismo, funcio-
namiento del gobierno, participación política, libertades civiles 
y cultura política—, Colombia obtuvo calificaciones bajas en la 
categoría de funcionamiento gubernamental y sobre todo en 
cultura política, con una puntuación de 6.73/10, que ubicó a esa 
nación en el puesto 53 a nivel mundial y en el 8 en la región la-
tinoamericana, catalogándola como una democracia defectuosa 
(The Economist, 2023). Desde el 2006, año en el cual se emprendió 
este índice, Colombia ha permanecido en esta categoría. Según es-
te informe, las elecciones presidenciales del 2022 lo evidenciaron 
como uno de los países fuertemente polarizados. 

Los datos del informe de Corporación Latinobarómetro seña-
lan que, a lo largo de 21 años de mediciones, el apoyo a la demo-
cracia colombiana ha disminuido:

Colombia pierde 11 puntos porcentuales de apoyo a la democracia 
desde antes de las protestas de 2019 y luego de la reanudación de 
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las manifestaciones en pandemia queda en situación frágil, con baja 
satisfacción (17%), alto número de no demócratas (57%) y casi la mi-
tad (47%) que dice que no le importaría un gobierno no democrático 
(Corporación Latinobarómetro, 2021).

Al preguntar por las posibilidades de participación políti-
ca en Colombia, sólo el 37% de la población señaló la libertad 
para intervenir en ese ámbito. En este sentido, como bien lo dice 
el informe, el derecho político no se menciona como parte de  
los derechos democráticos y estas cifras demuestran lo golpeado 
que se encuentra en el país. El dato puede ser relacionado con 
las fuerzas limitantes del mejoramiento de la democracia, ligadas 
a la presencia de grupos armados ilegales que coaccionan a las 
y los votantes y candidatos en el ejercicio del sufragio. Estas pos-
turas también coinciden con el abstencionismo en el país, dado 
que se reconoce que la participación en elecciones, tanto a nivel 
presidencial como legislativo, es una de las más bajas del mundo 
(Losada et al., 2005).

Si bien Colombia ha tenido una larga trayectoria en materia de 
estabilidad electoral y de sistema de partidos, resulta importante 
observar que el factor de la violencia la socava y pone en riesgo. 
Estos hallazgos también han sido identificados al revisar el Índice 
de Democracia Electoral (IDE) del Programa de las Naciones 
Unidas Para el Desarrollo (PNUD). Allí se observa que, durante 
el periodo 1990-2002, el país recibió una nota de 0.57 en la escala 
de 0 a 1 comparado con el promedio de 0.89 en América Latina. 
Dentro del índice, se identifican problemas en la transparencia y 
libertad de las elecciones, evidenciando irregularidades signifi-
cativas en el proceso de votación y restricciones que afectan a las 
candidaturas potenciales, bien para lanzarse a cargos públicos o 
para conformar partidos políticos (PNUD, 2004, pp. 25-26, como 
se citó en Botero, et al., 2009, p. 10). 

García Sánchez (2016) expresa que, en la coexistencia entre 
elecciones y conflicto violento, el control territorial por parte del 
actor armado que lo ejerce termina afectando la toma de decisio-
nes de quienes allí viven. Estos modos de dominio pueden darse 
a través de la coerción y la amenaza, una vía que resulta costosa 
para quienes la utilizan; el apoyo hacia candidaturas o partidos 
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a través de la consolidación de base social que se realiza con la 
provisión de servicios o recursos financieros; la expulsión de 
la competencia electoral de determinadas personas candidatas 
u organismos partidarios; y el desplazamiento de habitantes que 
son la base social de sus opositores. En su estudio concluye 
que, para la elección presidencial de 2006, es decir, cuando 
se reeligió a Álvaro Uribe,3 los paramilitares incidieron en las zo-
nas que tenían bajo su control y se movilizaron para lograr el voto 
hacia el entonces presidente. 

La guerrilla, los paramilitares y los grupos de narcotráfico han 
sido considerados poderes fácticos que inciden en el campo elec-
toral a nivel nacional y subnacional.4 Algunas limitantes que se 
observan en el marco de la toma de decisiones y la participación 
son las restricciones que estas agrupaciones armadas ilegales 
imponen tanto a votantes como a candidaturas. En varias regio-
nes de Colombia, estos actores afectan la oferta y competencia 
política al proferir amenazas a las y los candidatos y sabotear las 
elecciones, así como al intimidar para favorecer la votación por 
alguna persona —caso de los paramilitares— u obligar a la abs-
tención —como hace  la guerrilla—, tal y como señalaron Losada 
et al. (2005) en su revisión del proceso electoral de 2002, identi-
ficando que 106 municipios del total de 1,120 existentes en el país 
registraron amenazas de muerte a las y los votantes y también se 
presentaron asesinatos de activistas durante las campañas.

Uno de los ejemplos más atroces y contundentes al respec-
to fue la exterminación sistemática de los afiliados de la Unión 
Patriótica, partido creado como resultado de las negociaciones 
de paz llevadas a cabo durante el gobierno de Belisario Betancurt, 
a medidados de los ochenta. Las cifras no son claras, pero oscilan 

3	 Es importante mencionar que, en Colombia, hasta antes de la Constitución 
de 1991, la reelección presidencial se permitía sólo por una vez y en periodos 
no consecutivos. La citada Carta Magna eliminó la posibilidad de reelegirse 
de los mandatarios y se reformó durante el gobierno de Uribe para viabilizar 
la reelección inmediata. En 2015, esta disposición fue eliminada por el 
Congreso de la República. 

4	 En cuanto a los grupos ilegales, también es importante tener en cuenta 
los señalamientos de Pizarro Leongómez (2004) sobre la capacidad de 
interrelación e interdependencia de éstos, lo que hace más compleja la 
comprensión y determinación específica de sus actuaciones.
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entre los 2,000 y los 5,000 miembros asesinados. También el 
homicidio de cuatro candidatos presidenciales: Jaime Pardo 
en 1987 y Bernardo Jaramillo en 1990, ambos integrantes de la 
Unión Patriótica; Carlos Pizarro, del M-19, en 1990, y Luis Carlos 
Galán del Partido Liberal en 1989 (Botero et al., 2009, p. 13). 

Esta memoria instalada sobre el exterminio de propuestas y 
candidaturas políticas mantuvo en vilo a la población durante la 
campaña presidencial de 2022, en la que, en la cotidianidad, 
la gente manifestaba el temor de que Gustavo Petro, candidato 
proveniente de la izquierda, fuese asesinado. El 2 de mayo de ese 
año se lanzó un comunicado por parte de su campaña anunciando 
la cancelación de su viaje por el eje cafetero ante las amenazas de 
un grupo criminal llamado La Cordillera.  

Los grupos armados ilegales se orientan a influir en los re-
sultados electorales a través del favorecimiento de candidaturas 
que han establecido algún tipo de acuerdo con ellos, particu-
larmente en el orden subnacional. El éxito en la determinación 
de las elecciones se ha visto favorecido por el nivel de control 
local que una organización de ese tipo ejerce sobre determinado 
territorio. Ambas actuaciones ilícitas generan una cooptación de 
los procesos electorales que produce dificultades considerables 
en términos de competencia política, al socavar las condiciones 
para el acceso y la realización de éstos. 

Bajo esta consideración, es necesario observar el nivel de in-
cidencia de los grupos en los escaños dentro del ámbito legisla-
tivo. Para el 2009, 82 miembros del Congreso de la República de 
Colombia se encontraban sujetos a investigaciones judiciales por 
vínculos con grupos armados: 73 por nexos con el paramilitaris-
mo, seis por lazos con las FARC-EP y tres con la guerrilla del ELN. 
Al observar los partidos de los cuales provenían dichos congre-
sistas, se evidencia lo que León Valencia (2007) cataloga como la 
correlación entre la presencia y expansión de grupos paramilitares 
en la región y el crecimiento de nuevos partidos en estos lugares: 

Algunos de los candidatos de estos agrupamientos sin mayor tra-
dición política obtienen altas votaciones. Otros, ya curtidos en las 
lides electorales, consolidan su registro. En algunas partes se gestan 
candidaturas únicas a alcaldías y gobernaciones porque los contra-
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dictores abandonan la contienda debido a las presiones de parami-
litares […] (p. 4).

Esta correlación cobra mayor fuerza si adicionalmente se re-
visa el financiamiento de campañas, dado que en Colombia se 
cuenta con un sistema mixto de subvención con fondos públicos 
y privados, y el escaso control y la laxitud en las regulaciones 
crean las condiciones para que actores ilegales intervengan en el 
proceso electoral a partir de las aportaciones monetarias.

Por otro lado, en términos de derechos civiles y políticos, es 
importante mencionar que el país también se encuentra en serios 
problemas de garantía. Un ejemplo de esta situación es el escán-
dalo presentado en el 2009 sobre las intercepciones telefónicas 
realizadas a personas periodistas, miembros de organizaciones no 
gubernamentales, políticos y magistrados de la Suprema Corte de 
Justicia por parte del Departamento Administrativo de Seguridad 
(DAS),5 confirmando lo que algunos autores como Alviar et al. 
(2009, p. 60) señalan como el sometimiento de la libre expresión 
al discurso de la seguridad nacional y el orden público.  

Para el año 2021, Freedom House (2022) consideró al país 
como parcialmente libre, con una puntuación de 65/100. En su 
revisión del caso colombiano, expresó que las elecciones subna-
cionales solían ser más opacas y violentas que las nacionales. Por 
ejemplo, previo al proceso electoral de octubre de 2019 se regis-
traron 100 ataques y siete asesinatos locales. En este sentido, la 
Misión de Observación Electoral (MOE) indicó que, en el marco 
de la violencia política que se ha acentuado en los últimos años 
pos Acuerdo de Paz, los dirigentes comunales tenían mayor afec-
tación en comparación con las y los candidatos a cargos populares 
(Vargas Betancourt et al., 2019).  

La MOE reconoció de qué manera la violencia política ha se-
guido su curso pese al Acuerdo de Paz celebrado.6 En el año elec-
toral 2015 se registraron 183 agresiones —70% amenazas, 27% 
atentados y homicidios— en contra de las y los líderes políticos, 
precandidatos, candidatos y funcionarios con filiación partidaria 

5	 Agencia de inteligencia del Estado colombiano. 
6	 Garantizar las condiciones de participación política es el punto 2 de este 

documento firmado en La Habana, en el año 2016.
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conocida o no conocida. Dichos ataques sucedieron en el mes de 
las consultas partidistas, en un momento cercano al cierre de las 
inscripciones de candidaturas e inicio de campañas, y en el mes 
de las elecciones (Vargas Betancourt et al., 2019, p. 24).

Asimismo, en la revisión de los ataques contra líderes sociales 
y comunales, entre el año 2016 y octubre de 2018 se registraron 
925 víctimas de violencia, de las cuales el 41% eran líderes con fi-
liación política conocida. Además, la MOE señaló una correspon-
dencia entre el aumento de los hechos violentos y el calendario 
electoral: un mes antes del plebiscito por la paz, que se votó el 2 
de octubre de 2016, se tuvo el pico de violencia más alto registrado 
en ese año. Al mismo tiempo, apuntó que 2019 ha sido el año más 
violento para el sector citado, así como la concentración de estas 
agresiones en 16 de los territorios priorizados para la implemen-
tación del Acuerdo de Paz. Human Rights Watch (2023) expresa 
que, según los reportes de la Defensoría del Pueblo en Colombia, 
más de 1,000 líderes sociales y defensores de derechos humanos 
han sido asesinados después del acuerdo. 

Como dicen Camacho y Guzmán (1989, p. 69) en la relación 
entre violencia y democracia en Colombia, las distintas facciones 
en conflicto han construido argumentaciones que justifican sus 
actos autoadjudicándose el rol de salvaguardas de la democracia: 
los actores estatales al señalar discursos de seguridad y orden 
público que intentan favorecer y proteger la vigencia de los orga-
nismos institucionales; la guerrilla al plantear nuevas institucio-
nes; y los paramilitares y grupos de recomposición al enarbolar 
la idea de una democracia sustentada en la propiedad privada. 
Sólo la violencia perpetrada desde el narcotráfico ha tenido un 
discurso abiertamente contrario al Estado, cuando éste planteó 
una lucha férrea contra el comercio de drogas y la extradición de 
sus dirigentes. 

En este sentido, como ya lo apuntaba Gutiérrez Sanín (2014), 
Colombia es una anomalía democrática. Si bien ha mantenido su 
estabilidad a lo largo de los años, esto ha ocurrido en un contexto 
extremadamente violento, como se ha podido rastrear, dinámica 
que continúa vigente porque, de acuerdo con el autor, no se ha 
logrado abordar los tres elementos que configuran esta anorma-
lidad: una provisión de seguridad privatizada, los problemas en 
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la especificación de los derechos de propiedad sobre la tierra y la 
dinámica de un centrismo violento.

El Acuerdo de Paz de 2016, y sobre todo la falta de voluntad 
del gobierno de Iván Duque (2018-2022) para su implementa-
ción, dejó en un limbo dicho proceso. Si bien se respetaron las 
curules de la paz dentro de la rama legislativa, que permitieron a 
exdirigentes de la antigua guerrilla la asunción de un papel dentro 
del Congreso y facilitaron la conformación de un partido político 
como se observa en el plano de la cotidianidad, las zonas priori- 
tarias para la puesta en marcha del pacto han sufrido los embates 
de la violencia política, lo que dificulta las posibilidades de man-
tener la esperanza en el cierre de esta historia violenta. 

2. La política contemporánea en Colombia como 
construcción y eliminación del enemigo

Ahora bien, la reflexión sobre el problema de la violencia en Co-
lombia y sus impactos en la vida política y social de ese país no 
puede omitir una comprensión de las relaciones que ésta man-
tiene con la construcción de la otredad y cómo se conforman las 
diferencias y conflictos que esta alteridad conlleva. Aquí hago 
alusión a la discusión propuesta por Mouffe (2007) respecto de 
lo político como un elemento constituido desde la conflictividad 
y el antagonismo, que la autora considera inevitable y para el cual 
se deben erigir formas democráticas mediante las que se pueda 
expresar ese conflicto. Haciendo uso de la definición de lo político 
planteada por Carl Schmitt como una conflictividad en términos 
de amigo/enemigo, que Mouffe lee como la contraposición ellos/
nosotros a través de la cual se excluye al otro en lógica antagónica, 
ella plantea una visión agonística en la que cobra importancia la 
manera en que se forma la noción de ellos, de tal manera que, 
según afirma, es posible establecer la idea de un otro legítimo, al 
que se observa como adversario a partir de dimensiones políticas 
y no esencialistas. 

Gutiérrez Sanín (2014) expresa, en su análisis de los 100 años 
de democracia en Colombia, que 50 de ellos han transcurrido 

Miradas actuales sobre América Latina: democracia, violencia y pandemia 61•



bajo una represión exterminadora, señalando de qué manera ha 
impactado esto en el tejido social, la configuración del Estado y 
el discurso en el espacio público, todo lo cual ha profundizado la 
idea del enemigo desde una perspectiva eliminatoria de ese otro 
al que se considera un sujeto peligroso. 

De esta manera, se puede señalar que la definición de la al-
teridad en Colombia se ha construido dentro del marco político 
del enemigo y no del adversario, es decir, de una otredad que se 
torna incómoda. Bajo la idea del amigo-enemigo, la diferencia y 
el conflicto que de ella se desprende es vista como una falla in-
capaz de resolverse por la vía del diálogo y el consenso, en tanto 
que se piensa en un demo homogéneo que puede dar paso a la 
eliminación física del otro. 

Esta práctica de eliminación se observa en las cifras del con-
flicto armado interno que ofreció la Comisión para el Escla-
recimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (2022): 
más de 9 millones de víctimas, alrededor de medio millón de per-
sonas asesinadas y 100,000 desaparecidas. El 90% de las y los 
asesinados eran civiles, dejando claro que la guerra no se dio sólo 
entre sujetos armados combatientes, sino también en contra de 
la población civil, y buscó minar las bases sociales y políticas 
de los contrincantes, lo que trasluce una extensión de la idea del 
enemigo en clave eliminatoria. 

Para hablar de esta forma de relación dentro de la comunidad 
política colombiana, me centraré en la revisión de lo acontecido 
en los periodos de gobierno de Álvaro Uribe (2002-2010) y en la 
campaña del plebiscito para legimitar el Acuerdo de Paz  nego-
ciado por la administración de Juan Manuel Santos y las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia en 2016. Ambos momen-
tos del campo político colombiano reciente me parecen cruciales 
para comprender las formas de definición de la alteridad en la 
sociedad actual de ese país. 

2.1. La Seguridad Democrática y la ampliación del enemigo

Álvaro Uribe llegó al poder en 2002, en un contexto de desencan- 
to social respecto al proceso de pacificación fallido, iniciado entre 
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el gobierno de Andrés Pastrana y las FARC-EP. Bajo la propuesta de 
“mano dura y corazón firme”, el entonces candidato presidencial 
ganó las elecciones con un 53.2% de los votos. Esta iniciativa puso 
en el centro de la discusión la apuesta por una política de seguri- 
dad que no daría tregua a los grupos guerrilleros, a quienes Uribe 
posteriormente catalogaría como terroristas, siguiendo el marco 
discursivo mundial posterior a los atentados del 11 de septiembre 
de 2001 en Estados Unidos. El nuevo mandatario prometió a sus 
electores orden y ley, buscando recuperar los territorios perdidos 
en la lucha contra la insurgencia y los diálogos de paz fracasa-
dos que se habían desarrollado mediante una zona de despeje, 
controlada ampliamente por la guerrilla y en la que, a la luz de 
la opinión pública, el Estado había perdido su control.  

En la carta del presidente que sirvió como presentación de su 
Política de Seguridad Democrática se planteó que: 

La Seguridad Democrática se diferencia de las concepciones de 
seguridad profesadas por regímenes autoritarios, partidarios de la 
hegemonía ideológica y la exclusión política. Este Gobierno no hace 
suyas concepciones de otras épocas como la “Seguridad Nacional” 
en América Latina, que partía de considerar a un grupo ideológico 
o partido político como “enemigo interno”. Nosotros predicamos 
que todos son bienvenidos en la democracia. La oposición, los que 
disientan de las ideas del Gobierno o de su partido, serán protegidos 
con el mismo cuidado que los amigos o partidarios del Gobierno. 

No hay contradicción entre seguridad y democracia. Por el contrario, 
la seguridad garantiza el espacio de discrepancia, que es el oxígeno de 
toda democracia, para que disentir no signifique exponer la seguri-
dad personal. Pero hay que trazar una línea nítida entre el derecho a 
disentir y la conducta criminal. Sólo cuando el Estado castiga impla-
cablemente el crimen y combate la impunidad hay plenas garantías 
para ejercer la oposición y la crítica.

La antípoda de la política democrática es el terrorismo, que pretende 
imponer por la violencia su voluntad sobre los otros, al costo de la 
vida de miles de civiles. Es lo que hemos visto en los atentados del 
club El Nogal en Bogotá y de Neiva. Es lo que hemos visto en Fortul, 
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Arauca, donde terroristas engañaron a un niño con una bicicleta 
bomba que luego activaron, acabando con su vida. Frente al terro-
rismo sólo puede haber una respuesta: derrotarlo. Quienes persistan 
en el uso de esta práctica criminal, soportarán todo el peso de la ley 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2003, p. 5).

Este discurso expresaba con claridad el tratamiento que las 
guerrillas tendrían durante su mandato y, además, el predominio 
de la lógica militar en el manejo del conflicto armado interno, que 
el gobierno negó, enfatizando, en cambio, la noción del terro-
rismo como una de las principales amenazas para el país. Así se 
asentó en el documento de la Política de Seguridad Democrática, 
donde se establecieron los peligros para la seguridad: el terro-
rismo, el negocio de las drogas, las finanzas ilícitas, el tráfico de 
armas, municiones y explosivos, el secuestro y la extorsión, y el 
homicidio (p. 24). Durante este periodo, las guerrillas pasaron de 
actores beligerantes a ser criminales y terroristas. De esta manera, 
se les deshumanizó, dado que este último adjetivo, como señaló 
Ferrajoli (2007), alude a una “pulsión de homicida irracional” que 
deshumaniza a quien porte esa etiqueta y simplifica la compleji-
dad del problema a la dicotomía del bien y el mal. 

Como se lee en la carta citada, si bien el presidente planteó 
que garantizar la seguridad era una herramienta para favorecer 
la democracia y que el tratamiento de esta propuesta diferiría 
de la doctrina de Seguridad Nacional, lo que se puede observar 
es una reactualización de los preceptos de esta última política, 
desarrollada e impuesta por los Estados Unidos en el marco de la 
Guerra Fría, que enfatizó la necesidad de eliminar, incluso por vías 
violentas, la subversión sustentada en el marxismo-leninismo, 
considerado maligno y erigido como enemigo interno, así como 
de desarrollar una administración fundada en la represión. En 
este sentido, las crecientes guerrillas en América Latina se convir-
tieron en las adversarias de esta apuesta securitaria de la región, 
que invocaba razones de Estado para la defensa nacional.

En el caso colombiano, la Política de Seguridad Democrática 
mantuvo una fuerte militarización y les otorgó amplias facultades 
a las fuerzas castrenses. Como señala el informe de la Comisión 
para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
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Repetición (2022), a través de esta política se profundizó el dis-
curso del enemigo interno, ahora planteado como terrorista. La 
noción de enemigo se amplió y dentro de ella se incluyó a perso-
nas de la población civil, como periodistas, políticos de oposición, 
defensores de derechos humanos y de derechos de los organismos 
multilaterales y magistrados de las altas cortes, e incluso funcio-
narios públicos (p. 482).

El parte señala como ejemplo de la persecución e incorpora-
ción de estos actores sociales dentro del espectro de la enemistad 
lo sucedido con la Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, 
Democracia y Desarrollo y la presentación de su informe El embru-
jo autoritario, que analizaba el primer año de gobierno uribista, 
documento al que el entonces presidente respondió, refiriéndose 
a las y los defensores de derechos humanos como: 

Politiqueros al servicio del terrorismo, que cobardemente se agitan 
en la bandera de los derechos humanos, para tratar de devolver- 
le en Colombia al terrorismo el espacio que la fuerza pública y que 
la ciudadanía le ha quitado. 

Cada vez que en Colombia aparece una política de seguridad para 
derrotar el terrorismo, cuando los terroristas empiezan a sentir-
se débiles, inmediatamente envían [a] sus voceros a que hablen de  
derechos humanos. 

Muchas de estas críticas las han tomado de la página de internet 
de las FARC. No tienen vergüenza ni limitaciones. Sacan libros en 
Europa sobre rumores y calumnias. Ellos saben que su única arma 
es la calumnia que hipócritamente se esconde detrás de los derechos 
humanos. 

Estos señores pueden saber que aquella determinación de derrotar 
al terrorismo y a sus secuaces, que una de nuestras decisiones políti- 
cas es aislar el terrorismo y que para aislarlo vamos a capturar a todos 
aquellos que delinquen por complicidad o por ocultamiento (p. 483).

La revista Semana, de amplia circulación nacional, en su co-
lumna titulada “La ira presidencial” (2003), desarrolló la idea de 
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que este pronunciamiento era una dura respuesta del presidente a 
las aseveraciones de las organizaciones de derechos humanos, en 
momentos en que se discutía el estatuto antiterrorista que daba 
facultades de policía judicial a los militares, la ley de penas atroces 
que favorecía la desmovilización de los paramilitares y la creación 
de un impuesto para fortalecer las acciones de defensa, buscando 
con todo ello cerrar las posibilidades de la contraargumentación a 
las propuestas uribistas. También se señalaba que el ala ideológica 
más radical del Gobierno, encabezada por el entonces ministro 
de Interior y Justicia Fernando Londoño, estaba ganando fuerza 
y que Uribe se inclinaba cada vez más hacia esa tendencia. 

Al mismo tiempo, la columna de Semana manifestaba ex-
plícitamente cómo el informe El embrujo autoritario era “des-
contextualizado e injusto”, mencionando que cualquier persona 
extranjera que lo leyera podría pensar que Colombia estaba bajo 
una dictadura, sin tener en cuenta el nivel de aprobación de Uribe, 
que en su momento alcanzó el 65%. Aseveraciones que se acerca-
ban a arropar las acciones del Gobierno y pensar que la populari-
dad del presidente bastaba para asumir que sus actos respetaban 
la democracia y los derechos humanos.  

Como lo plantea el informe, la Política de Seguridad Democráti-
ca se mantuvo en el “enfoque de militarización del territorio, am-
pliación de las facultades de las fuerzas armadas para el manejo 
del orden público y para adelantar la guerra y estigmatización y 
persecución de los movimientos sociales, políticos alternativos 
y la rama judicial” (p. 492)

Al igual que en la doctrina de Seguridad Nacional, dentro de 
la propuesta de la Seguridad Democrática tenía una enorme im-
portancia que la ciudadanía comprendiera que necesitaba protec-
ción y, para ello, se podía recurrir incluso al uso necesario de la 
fuerza y de procedimientos claramente violatorios de derechos 
humanos por parte de las fuerzas del Estado, buscando garantizar 
el orden público. Esta estrategia contó además con el apoyo de los 
Estados Unidos a través del Plan Colombia, que había iniciado 
en el gobierno de Pastrana (1999) y continuó durante el mandato 
de Uribe. Para su desarrollo se privilegiaron resultados como las 
muertes en combate militar por encima de otros logros de carác-
ter castrense, lo cual abrió la puerta a la comisión de violaciones 
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de derechos, como las ejecuciones extrajudiciales (Comisión para 
el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repeti-
ción, 2022).

Bajo la Seguridad Democrática, tanto las guerrillas como los 
movimientos sociales, defensores de derechos humanos, parti-
dos opositores, políticos, magistrados y dirigentes sociales fueron 
estigmatizados y desacreditados por el Estado, y asumidos como 
parte del enemigo no sólo del Gobierno, sino de la Patria, cons-
truyendo simbólicamente, a través de este último concepto, una 
idea de unidad nacional que demandaba defensa, para lo cual se 
requería de la participación de toda la ciudadanía:

El Gobierno promoverá la cooperación voluntaria y patriótica de los 
ciudadanos, en cumplimiento de sus deberes constitucionales y en 
aplicación del principio de solidaridad que exige el moderno Estado 
social de Derecho (18), con el fin de que cada ciudadano contribuya 
a la prevención del terrorismo y la delincuencia, proporcionando 
información relacionada con las organizaciones armadas ilegales 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2003, pp. 60-61).

Como se observa en la cita, en el marco de esta lucha, se ape-
ló a la solidaridad de la ciudadanía con la fuerza pública para 
el combate del enemigo. Esto se tradujo en la idea del “millón 
de amigos”, que buscaba informantes dentro de la sociedad que 
cumplieran con el deber patriótico de ayudar en esta empresa. 
Se creó, entonces, una red de informantes dentro de la población 
civil, remunerados y no remunerados. 

A lo largo de sus ocho años de gobierno el presidente Uribe 
orientó sus esfuerzos a profundizar la etiqueta del enemigo inter-
no puesta en las guerrillas, asumidas entonces como terroristas, 
y a vincular los procesos sociales y políticos de oposición a su 
mandato con el mismo marco de comprensión. En este sentido, 
la garantía de la seguridad no sólo estaba en manos de la fuerza 
pública —con amplias potestades—, sino también en una ciuda-
danía que se consideraba a sí misma “de bien” y buscaba identi-
ficar y combatir a esos otros vistos como el mal del país. De tal 
manera que las guerrillas y las fuerzas sociales y políticas, co-
múnmente consideradas en el espectro político de la izquierda, 
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fueron estigmatizadas y perseguidas, bajo la construcción de un 
nosotros-ellos en lógica de enemistad que no se puede superar 
más que con su eliminación.

Fue en ese marco que Uribe ganó de nuevo las elecciones en 
2006, para un segundo periodo, luego de haber impulsado una 
reforma constitucional que se lo permitió y favoreció la llegada a 
la presidencia de Juan Manuel Santos (2010-2018), quien fuera su 
ministro de Defensa y a quien consideró el heredero de su política 
de mano firme. 

Sin embargo, una vez en el poder, Santos tomó distancia de 
las apuestas de su antecesor, al reconocer el conflicto armado 
y establecer el proyecto de negociación con la guerrilla de las 
FARC-EP y su posterior desmovilización, entre otras acciones que 
le valieron ser catalogado por el expresidente Uribe como un trai-
dor de su legado. 

2.2. El plebiscito por la paz y la polarización de la sociedad

Durante su primer periodo presidencial, Juan Manuel Santos re-
conoció la existencia del conflicto armado, con lo cual se produ-
jeron las condiciones para asumir a las guerrillas como actores 
beligerantes con los cuales se podían negociar acuerdos de paz. 
A lo largo de sus dos mandatos, Santos expresó su intención de 
negociar y su deseo de ser reconocido como el presidente que 
logró pactar con las FARC-EP, objetivo al cual le puso su empeño 
durante sus gobiernos. En septiembre de 2012 se dio a conocer el 
inicio de un proceso de negociaciones de paz luego de una fase de 
conversaciones exploratorias que duraron casi seis meses. 

La opinión pública frente a este anuncio pasó de la sorpresa 
inicial al posicionamiento en dos polos opuestos: aquellos que se 
encontraban a favor de las negociaciones y quienes se pronun-
ciaban en contra, con el expresidente Uribe como cabeza visible. 
Aquella división no sorprendió, considerando el marco narrativo 
que durante mucho tiempo se había construido alrededor de las 
guerrillas, profundizado en los ocho años de mandato uribista. 
Como señalé anteriormente, la Política de Seguridad Democrática 
se había encargado de conformar la idea de un enemigo interno 
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deshumanizado, para el cual resultaría difícil plantear otra salida 
que no fuera el exterminio. 

En este sentido, era comprensible que una parte de la sociedad 
colombiana se mostrara contraria a los propósitos del acuerdo. El 
presidente Santos prometió la participación de la ciudadanía en 
la cuestión a través de un plebiscito para legitimarla. Es decir, la 
sociedad colombiana tendría en sus manos la potestad de aceptar 
el acuerdo o rechazarlo, lo que, como sabemos, tuvo resultados 
desastrosos para el pacto, al mismo tiempo que reveló dos po-
siciones en fuerte disputa respecto a la pacificación. Se podría 
decir, incluso, que la paz con las FARC-EP se convirtió en el nuevo 
enemigo para una parte de la población que, liderada por Álvaro 
Uribe, mostró su desaprobación desde el anuncio de las nego-
ciaciones, como lo registró la BBC (2012) en su columna titulada 
“Uribe: ‘Este diálogo comienza con un Estado debilitado’”, donde 
se consignó que el exmandatario planteaba los diálogos con las 
guerrillas como “una bofetada a la democracia”, debido a que, 
desde su perspectiva, el Gobierno no debía negociar con grupos 
terroristas ni discutir agendas de país con ellos. 

Como lo plantea Ríos (2019), tanto para Uribe como para el 
después presidente Iván Duque (2018-2022), proveniente de su 
mismo partido (Centro Democrático), la paz no fue un asunto de 
interés. Uribe confió en lograr la seguridad a través de la derrota 
militar que, como ya se vio, estaba fundada en la eliminación del 
contrincante, de tal manera que una propuesta de salida de la 
guerra a través de la negociación no resultaba aceptable. El 10 de 
mayo de 2016 Uribe escribió en su perfil de la red social Twitter 
sobre la importancia de la resistencia civil en contra del Acuerdo 
de Paz, al que consideró un pacto de impunidad. 

Buscando legitimar el acuerdo logrado con la guerrilla de las 
FARC-EP, el presidente Santos lo sometió a un plebiscito en el 
cual la ciudadanía colombiana tendría la potestad de aprobar 
o desaprobar lo conseguido hasta ese momento a través de una 
pregunta: “¿Apoya usted el acuerdo final para la terminación 
del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera?”. 
Sólo se tendrían dos opciones de respuesta: Sí o No. A partir 
del lanzamiento del interrogante, se iniciaron las campañas de 
ambos bandos. 
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En el caso de la oposición al acuerdo, se desarrolló una serie de 
estrategias cuyo sustrato había sido la creación y profundización 
de la idea de las guerrillas como el enemigo interno, que ya había 
tenido un gran difusión durante los dos mandatos de Uribe, de 
tal manera que la campaña reactivó el sentimiento de ira, indig-
nación y miedo respecto a ese actor, lo cual permitía movilizar la 
intención de voto hacia la desaprobación. Así, el Acuerdo de Paz 
se convirtió en el objeto de la disputa con una cruzada para en-
torpecerlo a través del uso deliberado de información desvirtuada 
e incompleta sobre lo que estos pactos proponían, con el fin de 
generar disposiciones afectivas políticas de temor, indignación y 
rechazo, relacionando el proceso de pacificación con elementos 
como el castrochavismo, la paz sin impunidad, la resistencia civil, 
el “No más Santos” y la ideología de género (Gómez-Suárez, 2017). 

El gerente de la campaña por el No por parte del Centro De-
mocrático, Juan Carlos Vélez, indicó que el objetivo de ésta había 
sido “hacer que la gente saliera a votar verraca”.7 De acuerdo con 
él, la idea no era explicar los acuerdos, sino movilizar el senti-
miento de indignación, partiendo de la base de un público social-
mente estratificado y acentuando para cada uno de esos niveles 
los elementos del acuerdo que los indignaban. Para las capas altas 
y medias, la campaña alentó el enojo por el tema de la impunidad, 
la elegibilidad y la reforma tributaria, mientras que en los estratos 
bajos se concentró en la cuestión de los subsidios que recibirían 
los excombatientes (Ramírez Prado, 2016).

Los resultados del plebiscito produjeron indignación, enojo, 
tristeza y llanto en una parte de la población, y celebración y 
sensación de triunfalismo en la otra. Mostraron a una sociedad 
fragmentada ante la idea de construir un camino democrático de 
pacificación. Considerando que los 11 intentos de negociaciones 
previos se habían realizado sólo entre las élites, el Gobierno y los 
grupos alzados en armas (Montoya Rivera, 2016), este acuerdo 
apostó por la participación de la sociedad en el proceso y fue ésta 
misma la que, a través de la consulta, lo dejó en el limbo, sin que se 
pudiera implementar, con lo que obligó a las partes a renegociar 
incluyendo las propuestas de los voceros del No. Todo lo anterior 

7	 Expresión coloquial colombiana para señalar un enojo muy fuerte.
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“minó la confianza, alimentó la estigmatización y condicionó el 
proceso de reincorporación política, económica y social de los 
excombatientes” (Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, 
la Convivencia y la No Repetición, 2022, p. 227). Además, como 
señala la Comisión de la Verdad, la división interna de las FARC-EP 
y sus disidencias profundizó el recelo y desbarató el escenario 
esperanzador planteado por los pactos. 

El plebiscito obligó a las partes firmantes a reabrir un proceso 
de negociación, ahora con los dirigentes de la campaña del No, 
con el fin de revisar e incorporar sus propuestas. El documento con 
las incorporaciones sugeridas finalmente fue firmado y aproba-
do esta vez vía Congreso de la República. Tras su aceptación, las 
FARC-EP se desmovilizaron y lo que se vio después fue una falta de 
voluntad política por parte del presidente en turno, Iván Duque, 
quien durante sus cuatro años de gobierno hizo muy poco por 
implementar el acuerdo. 

Conclusiones

Como he señalado en este trabajo, la vida política y social de 
Colombia ha devenido en clave violenta: una violencia que ha 
marcado distintas generaciones, que no ha sido la misma duran-
te estos largos años, pero que ha impactado enormemente en la 
sociedad y la democracia colombianas. En este largo periodo se 
ha experimentado una violencia política atroz, que ha construido 
y profundizado la dicotomía amigo-enemigo, de la cual se des-
prenden las iniciativas de los gobiernos para buscar la salida a 
dicho conflicto. Este problema ha dejado huellas en la memoria, 
como los temores a los magnicidios, que se reactivan durante las 
campañas presidenciales y locales en relación con los candidatos 
más cercanos a la izquierda en el espectro ideológico. 

En los años más recientes, la agudización de la idea de la 
guerrilla como el gran enemigo a derrotar por la fuerza, creada 
durante el periodo uribista, significó ampliar el rango de quienes 
eran considerados cercanos a los grupos guerrilleros y tratados 
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como tales dentro de esta comunidad política. Lo anterior, al cabo, 
ayudó a impulsar la campaña del No durante el proceso de con-
sulta por el Acuerdo de Paz, aduciendo una traición a la Patria al 
permitir una negociación que, según los opositores, rayaba en la 
impunidad. 

Con un acuerdo a cuestas, una implementación sin voluntad 
política y una historia violenta, observamos importantes mo-
mentos de definición de una enemistad política cuya superación 
sólo será posible con su eliminación. Éste ha sido tanto el trán-
sito histórico como contemporáneo de la democracia en Colom-
bia, que se mueve en una lógica dicotómica de bien vs. mal, de 
amigo-enemigo, que no ha permitido transitar hacia la paz y, por 
el contrario, ha radicalizado las posiciones respecto al conflicto y 
las formas en que éste se trata, todo lo cual afecta la configuración 
y el ejercicio democrático en ese país. 

Al cierre de este capítulo, Colombia logró elegir por primera vez 
en su historia a un candidato proveniente de la izquierda, Gustavo 
Petro, quien había formado parte de la guerrilla Movimiento 19 
de Abril y en los albores de la década de los noventa se sujetó al 
proceso de paz del gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), ejer-
ciendo desde entonces un rol en el Congreso de la República. Este 
hecho abrió la oportunidad de pensar un camino de democracia 
electoral diferente —por lo menos a nivel presidencial—, en el 
cual el riesgo de la eliminación de la vida del oponente fue supe-
rado, aunque su espectro estuvo presente. Algunos aducen que la 
pandemia de COVID-19 y su desastrosa administración por parte 
de Iván Duque resultaron fundamentales para que, asfixiada por 
la crítica situación, se diera un cambio en el voto presidencial. 
Este hito demanda ser revisado y estudiado para entender de qué 
manera ha configurado un horizonte distinto en la vida democrá-
tica colombiana. Para ello, considero indispensable el desarrollo 
de líneas de investigación que involucren el estudio del papel que 
juegan las emociones políticas, cómo éstas han cambiado en los 
últimos años y de qué manera las nuevas formas de orientar la 
disputa política a través de ellas y de su influencia en el electorado 
están abriendo posibilidades de asumir una lógica de tratamiento 
de la diferencia distinto a la violencia armada. 
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Introducción 

Según Robert Dahl (1989), la característica más fundamental de 
la democracia es que “los políticos se guíen por la voluntad del 
pueblo y respondan a las demandas de los ciudadanos”. Sin em-
bargo, es difícil sostener, aun en las democracias representativas 
—nuestra forma de gobierno—, que la relación entre los intere-
ses de los políticos y las respuestas a las necesidades del pueblo 
es suficientemente clara y que por encima de cualquier precepto 
se encuentra el beneficio de los ciudadanos. Lo anterior sintetiza 
un problema central relacionado con la representación política, 
en tanto que las y los representantes se eligen y después no tie-
nen ninguna obligación institucional o voluntad propia de rendir 
cuentas a las y los ciudadanos y, por otra parte, todavía es un 
acertijo la comprensión sobre la forma en que actúan las y los 
representados cuando deciden utilizar su voto a la hora de escoger 
entre quienes serán sus representantes. 

Uno de los argumentos clásicos sobre esta relación entre repre-
sentantes y representados señala que “un gobierno es representa-
tivo cuando sus acciones satisfacen del mejor modo posible a los 
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intereses ciudadanos” (Pitkin, 1967), sin embargo, a lo largo del 
tiempo se ha distorsionado la forma en que las y los representan-
tes actúan después de que son electos, especialmente en modelos 
de democracia defectuosos, en donde los diseños instituciona-
les no son garantía para hacer que ellas y ellos trabajen en mejoras 
de las condiciones de las y los representados, propiciando lo que 
se ha llamado una crisis de la representación política. Es el caso 
de México, que es el objeto de estudio en este capítulo.

Para mostrar alguna evidencia sobre los problemas de la re-
presentación política en México se utiliza la Encuesta Nacional 
de Cultura Cívica 2020 (en adelante Encuci 2020), elaborada por 
el Instituto Nacional Electoral (INE) y el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI),1 instrumento que forma parte 
de los trabajos para la elaboración del Informe País 2020.2 A tra-
vés de ella se busca responder la pregunta: ¿Cómo se configura 
la mirada de la ciudadanía sobre el tema de la representación 
política? Específicamente, ponemos en observación una de las 
conclusiones del grupo de redactores del informe3 (Aziz Nassif 
et al., 2020).

Quizá la mayor debilidad de la democracia mexicana, a los ojos de la 
ciudadanía, es la baja calidad de la representación. Las personas no 
se sienten representadas, en especial por las instituciones creadas 
para realizar esta función: las y los legisladores (federales y estatales) 
y los partidos políticos son las instituciones que las personas indican 

1	 “La captación de la información de la encuesta se realizó del 17 de agosto al 
18 de septiembre de 2020 a una muestra de 25,113 viviendas, para obtener 
información de personas de 15 años y más, con una cobertura geográfica 
nacional urbana y rural. Los resultados se publicaron el 24 de marzo de 2021 
y el 14 de junio de 2021” (Aziz Nassif et al., 2020).

2	 Existen otros instrumentos demoscópicos recientes que abordan el tema 
de ciudadanía y democracia, por ejemplo, la Encuesta Nacional de Culturas 
Políticas y Democracia que pertenece al Programa Universitario de Estudios 
sobre Democracia, Justicia y Sociedad de la UNAM. Sin embargo, para los 
propósitos de este capítulo solamente se utilizan datos de la Encuci 2020.

3	 Alberto Aziz Nassif (CIESAS), Ernesto Insuza Vera (CIESAS), María Fernanda 
Somuano Ventura (Colmex), Ricardo de la Peña (ISA), Rodrigo Salvador 
Castro Cornejo (CIDE), Karolina Monika Gilas (UNAM). Con la asistencia de 
Meztli Elena Moncada Sánchez.
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con menor frecuencia como aquellas que las representan. Hay una 
mejor percepción de la Presidencia de la República —es decir, más 
personas se sienten representadas por el Presidente— aun cuan- 
do esta siga siendo limitada. En términos generales, la ciudadanía no 
se siente representada y no cree que la actividad legislativa refleje sus 
intereses, sino que, por el contrario, responde a intereses partidistas 
o particulares (p. 162).

En concreto, se hace un análisis de los datos que se presentan 
en la sección IX de la Encuci 2020 dedicada al tema sobre repre-
sentación política y, posteriormente, se revisan algunos argumen-
tos contemporáneos que provienen de la teoría de la democracia 
sobre las razones que explican la crisis de la representación po-
lítica más allá de las elecciones periódicas. El capítulo se estruc-
tura, después de la presente introducción, con un apartado en el 
que se plantean algunas perspectivas teóricas sobre el tema de la 
representación política, posteriormente se presentan los datos 
que surgen de la encuesta y, finalmente, se presentan algunos 
planteamientos que se retoman de la nueva literatura sobre la 
representación política, buscando vincular algunas explicaciones 
sobre la condición que guarda este tema en México.

1. Los problemas de la representación política: la 
visión teórica

La representación política ha sido un tema clásico que al paso 
de los siglos sigue mostrando vigencia por razones no muy positi-
vas: los problemas asociados a la figura del Estado moderno como 
depositario del uso legítimo de la fuerza en donde algunas o algu-
nos representantes políticos han utilizado este instrumento con 
fines de represión; la incapacidad de las burocracias (élites) en el 
momento de gobernar, con lo que se ha promovido la idea de una 
crisis de la representación política; el deterioro de los mecanis- 
mos de selección de las y los representantes a través de elecciones 
periódicas cuestionables y algunas visiones teóricas que se acer-
can a la idea de una democracia global que se encuentra en crisis.
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En el caso de las elecciones periódicas, éstas son el principal 
componente para elegir a las y los representantes. Sin embargo, 
este mecanismo se encuentra permeado por varios dilemas que 
la literatura especializada ha venido documentando cuando se 
trata de comprender si la relación representantes-representados 
es eficaz para resolver las necesidades de la ciudadanía. Uno de 
los problemas se relaciona con el rol que juegan los procesos elec-
torales para hacer que las y los representantes, después de ser 
electos por la ciudadanía, respondan cabalmente a las necesida-
des de sus representadas y representados. Otro más se relaciona 
con el papel que juegan las y los votantes para hacer entender a 
las candidaturas ganadoras que deben cumplir con sus prome- 
sas de campaña o, en el mejor de los casos, trabajar en alternativas 
vinculadas con el bienestar de la sociedad y no en sus intereses 
personales. 

Si estos supuestos en lugar de ser problemas se cumplieran, 
entonces podríamos tener un tipo de democracia que gozara de 
buena salud y muy seguramente la gran mayoría de las y los ciu-
dadanos estaría satisfecha con el desempeño de su democracia 
y, en consecuencia, con sus gobiernos y/o representantes. Sin 
embargo, sabemos, porque la evidencia así lo indica,4 que en la 
actualidad existen países con democracias defectuosas o híbridas 
(no consolidadas) debido a la poca conexión que tienen las y los 
representantes con la ciudadanía cuando se trata de trabajar en 
los asuntos públicos de mayor necesidad (Economist Intelligence, 
2023).

Sin embargo, pese a lo anterior, todavía no existe en el futuro 
inmediato la fórmula que supla a la representación política por 
una que se acerque, en contextos de acción colectiva, a una de-
mocracia con representación directa como sucedió en tiempos 
de la antigua Grecia. Por ello es importante continuar estudiando 
y promoviendo, primero, formas de mayor comprensión sobre 
los problemas de la representación política y, posteriormente, 
nuevas propuestas de mejoras a los mecanismos de representa-
ción. En ese sentido se escribe este capítulo.

4	 Ver el reporte Democracy Index 2022. Frontline democracy and the battle for 
Ukraine, https://www.eiu.com/
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1.1. El enfoque de control

Hace tiempo Brennan y Hamlin (2000) señalaron que “las ideas 
sobre representación en teoría política son notoriamente difusas”. 
Pese a esa complejidad en las interpretaciones, la preocupación 
fundamental de alguna literatura sobre democracia y representa-
ción se ha fincado en los mecanismos por los cuales las elecciones 
inducen a las y los representantes a actuar en beneficio de sus 
electores. Desde esta perspectiva, las elecciones periódicas juegan 
un rol importante porque en teoría, o más bien a través de una 
ecuación relacional sencilla, los procesos de elección hacen que 
las y los representantes estén sujetos al control de las y los votan-
tes y que además busquen acercar sus propuestas, al menos en 
campañas electorales, a las necesidades de las y los ciudadanos.

En la perspectiva del mandato, a fin de garantizar la repre-
sentación, el electorado puede utilizar el voto como un mecanis-
mo útil para forzar a las y los gobernantes a que cumplan con su 
obligación política (Manzano, 2002).5 En este caso, el objetivo de 
las y los votantes es colaborar en la propia acción del Gobierno, 
ser partícipes en la conducción de las políticas concretas que se 
ponen en marcha. El politólogo Valdimer Orlando Key (1964) fue 
el primero en formular este mecanismo y subrayar su relevancia. 
El instrumento “sofisticado” que usan los ciudadanos es el voto 
en un formato “retrospectivo”, en donde teóricamente “obser-
van y evalúan” la actuación del Gobierno en el pasado y después 
“deciden” en las urnas. A su vez, las y los políticos atentos a las 
evaluaciones del electorado intentan realizar todo lo necesario 
para satisfacer estas exigencias a fin de lograr la victoria electoral 
o, en su caso, la reelección. De esa manera se plantea hipotética-
mente que las elecciones empujan a que haya representatividad 
de los gobiernos a través del modelo convencional del control 
“en donde los políticos anticipan evaluaciones del electorado y 
tratan de hacer todo lo necesario para satisfacer estas exigencias 
y lograr la reelección” (Key, 1964). 

5	 Es importante reconocer que gran parte de este apartado de revisión teórica 
se basa en el trabajo realizado (introducción, compilación y traducción de 
textos) por parte de Dulce Manzano. La ficha completa se encuentra en la 
bibliografía.
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Más tarde Morris Fiorina (1981) señaló “que un electorado que 
vota de manera retrospectiva, atendiendo tan sólo a las conse-
cuencias de la acción pasada de gobierno, forzará el control elec-
toral dado que los políticos tendrán incentivos para anticipar la 
reacción pública a sus políticas con objeto de permanecer en el 
cargo” (p. 23).

1.2. El enfoque del cumplimiento

Por otra parte, en el centro de la perspectiva de la teoría del cum-
plimiento se encuentra el argumento de buscar inducir a las y los 
gobernantes a considerar que tendrán que rendir cuentas por sus 
acciones pasadas. En esta propuesta también el voto puede ser 
utilizado por la ciudadanía para presionar a las y los políticos a que 
cumplan con sus propuestas de campaña. Para Manin et al. (1999), 
“Las elecciones sirven para hacer responsables a los gobiernos de 
los resultados de sus acciones pasadas. Como prevén la evaluación 
de los votantes, los gobiernos son inducidos a escoger las políticas 
que, a su juicio, los ciudadanos evaluarán positivamente en el 
momento de las siguientes elecciones” (p.15).

Bajo esa idea, el cumplimiento se presenta tomando en con-
sideración los objetivos de las y los políticos, pero en particular 
lo que esperan los electores. Las y los políticos pueden pretender 
en sus acciones de gobierno hacer el bien para la ciudadanía, pero 
es posible también que hagan acciones que no les convengan, 
ocasionando que las evaluaciones hacia el trabajo de las y los re-
presentantes sean críticas agudas. Anthony Down (2001) fue uno 
de los primeros en ofrecer elementos que (de)mostraban que las 
y los votantes prefieren a políticos que les puedan traer mayores 
beneficios en el futuro y votan por propuestas que se acercan 
a las de ellas y ellos (como electores). Define su posición de la 
siguiente manera:

Cada ciudadano estima la utilidad o renta que obtendría de las accio-
nes que espera de cada partido si estuviera en el poder en el siguiente 
período electivo, es decir, primero evalúa la utilidad-renta que le pro-
porcionaría el partido A, después la que le proporcionaría el partido B 
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y así sucesivamente. Votará por el que considere que le proporcionará 
la mayor utilidad con su acción gubernamental (Down, 2001, p. 97).

Sin embargo, aun cuando estas perspectivas son plausibles y 
coherentes se han identificado algunos fallos que es pertinente 
señalar. Manin et al. (1999) también refieren que ambos enfoques 
presentan el problema de que la representación es problemática 
porque las y los políticos tienen sus propios objetivos, intereses y 
valores, y poseen información y emprenden acciones que las y los 
ciudadanos no pueden vigilar ni pueden controlar. La siguiente 
cita resume el problema: 

Aun cuando los políticos en el gobierno pretendan nada más que 
servir al público, para ser elegidos es posible que previamente tengan 
que satisfacer intereses particulares. Y una vez elegidos, quizá pre-
fieran seguir sus metas privadas o algunos fines públicos distintos de 
los del electorado […] Y los votantes no saben todo lo que necesitan 
saber ni para decidir de forma prospectiva lo que han de hacer los 
políticos ni para juzgar retrospectivamente si éstos actuaron como 
debieron (p. 20).

En concreto, señalan que el control y cumplimiento son li-
mitados, por tanto, ni las elecciones periódicas ni tampoco la 
democracia pueden garantizar la representación. Sin embargo, 
pese a todas estas premisas donde la representación política es 
demasiado cuestionada, quizá habría que explorar más a fondo 
el argumento de Giovanni Sartori (1999), que subraya que “la re-
presentación está necesitada de defensa” aludiendo a que ésta es 
necesaria y está limitada a lo que en realidad puede ofrecer.

2. La mirada ciudadana sobre la representación 
política en México

Desde la breve mirada teórica anotada anteriormente, en este 
apartado se analiza la sección dedicada a la representación po-
lítica en la Encuci 2020. La pregunta que se busca responder es: 
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¿Cómo se configura la mirada de la ciudadanía mexicana sobre el 
tema de la representación política? En concreto, en este apartado 
se muestra la evidencia que sostiene el argumento de los redac-
tores del Informe País 2020 (Aziz Nassif et al., 2020) (en adelante 
redactores del Informe) cuando señalan, de acuerdo con lo que 
se citó en la introducción de este capítulo, que “quizá la mayor 
debilidad de la democracia mexicana, a los ojos de la ciudada-
nía, es la baja calidad de la representación. Las personas no se 
sienten representadas, en especial por las instituciones creadas 
para realizar esta función” (p. 162). El análisis consiste en describir 
y analizar qué significa este argumento y cuáles podrían ser las 
explicaciones sobre la baja calidad de la representación. 

Para iniciar y posicionar la reflexión sobre la representación 
política en torno a los problemas estructurales de México, de 
acuerdo con los datos que presenta la Encuci 2020, una de las 
preguntas centrales en el diseño de esta encuesta busca rastrear 
la percepción sobre la importancia que tienen para las y los ciu-
dadanos entrevistados los principales problemas en el país. En la 
gráfica 1 se presenta la distribución de los porcentajes en donde 
puede observarse que, en orden de importancia, los dos principa- 
les problemas que preocupan a las y los mexicanos son tener un 
país con menos pobreza y un país más justo. Paradójicamente, 
después les siguen el tema de la inseguridad y, en seguida, el de 
la igualdad.

Gráfica 1
¿Para usted como ciudadano qué es lo más importante?
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuci 2020.
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Esta distribución de datos se relaciona con la tipología de pro-
blemas de fondo que la ciudadanía en México, desde hace algu-
nas décadas, resiente y que de alguna manera ya forma parte de 
una normalidad estructural que ha echado raíces en zonas con 
alta marginación, entre otras. Ciertamente, no es nuevo pensar 
en los problemas sobre la pobreza y la desigualdad que existen en el 
México de hoy, incluyendo las brechas que también existen en 
el tema de justicia, sin embargo, lo que destaca como tema no-
vedoso que afecta a la democracia, pese a que no es el principal 
asunto en la percepción de los ciudadanos entrevistados, es la 
violencia criminal que perciben los mexicanos desde tiempos 
del expresidente Felipe Calderón Hinojosa, durante el sexenio 
de Enrique Peña Nieto y en el sexenio a punto de culminar de 
Andrés Manuel López Obrador. 

Por ello, si el objetivo de este capítulo se relaciona con los pro- 
blemas que enfrenta la representación política, se torna importan-
te retomar la riqueza de información que proporciona la Encuci 
2020 sobre los problemas que preocupan (y ocupan) a la ciuda-
danía, en el entendido de que normativamente la representación 
política juega un papel importante en las distintas alternativas 
que pueden ofrecerse desde las posiciones de poder para atender 
los asuntos o problemas de fondo. 

En la gráfica 2 se presenta la distribución de porcentajes de 
una de las preguntas clave que dotan de evidencia al argumento 
planteado en el apartado teórico respecto a los mecanismos de 
control de las elecciones periódicas. 

Recordemos que ambos enfoques, de control y de cum-
plimiento, parten de la idea de que las elecciones tienen un rol 
fundamental para hacer que la representación política funcio-
ne, que la utilidad social que implica el trabajo de ésta ampare a 
un mayor número de ciudadanas y ciudadanos, especialmente, 
que puedan atenderse las necesidades ciudadanas por encima 
de los intereses particulares o los de los partidos políticos que 
impulsan las candidaturas. La información que se despliega en 
el gráfico se asocia a la probable comprensión que la ciudadanía 
ha adquirido sobre el valor del voto como mecanismo de control 
y cumplimiento de los representantes. Sin embargo, también es 
importante destacar los porcentajes de ciudadanas y ciudadanos 
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que respondieron “estar algo” o “muy en desacuerdo” con que el 
voto es la única manera que la gente tiene para opinar sobre lo 
que hace el Gobierno. 

Gráfica 2
¿El voto es la única manera que las personas como usted tienen 
para opinar sobre lo que hace el Gobierno?
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuci 2020.

Este último bloque de respuestas puede significar que hay una 
visión más amplia de la ciudadanía sobre cómo evaluar los tra-
bajos de las y los representantes vía voto y, en consecuencia, vía 
elecciones periódicas. Teóricamente puede afirmarse que existen 
otras formas de opinar sobre lo que hace el Gobierno, pensando en 
un contexto de uso amplio de redes sociales y plataformas digita-
les en donde puede exponerse lo que piensan las y los ciudadanos 
sobre sus gobiernos o representantes, el tema es encontrar mayor 
evidencia de cómo hacer posible que las y los representantes cum-
plan con las obligaciones que les encarga la ciudadanía a través 
del voto.

Después de estos datos, en los gráficos siguientes se presenta 
evidencia que respalda el argumento de los expertos que elabo-
raron el Informe País 2020 (Aziz Nassif et al., 2020), relacionado 
con que las y los ciudadanos entrevistados no se sienten repre-
sentados por sus legisladores. En la gráfica 3 se muestran los por-
centajes de la distribución de los intereses de las y los legisladores. 
Efectivamente, la teoría sobre la representación política abona 
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a la idea de que las y los representantes tienen intereses perso-
nales, especialmente, cuando buscan seguir una carrera política 
de largo aliento; también, en el caso de México, la elaboración de 
leyes se relaciona con prácticas asociadas a los efectos perversos 
de los procesos de cabildeo que realizan grupos de presión o em-
presas trasnacionales con los grupos parlamentarios o liderazgos 
influyentes, por tanto, una de las consecuencias de estas prácti-
cas que se presentaron especialmente en el pasado inmediato se 
relaciona con posibles actos de corrupción.

Por otra parte, no debe descartarse el porcentaje de entrevis-
tados y entrevistadas que piensa o cree que las y los legisladores 
tienen en mente los intereses de la población. Ésta debe ser una 
verdad que desafortunadamente es superada por su contraparte, 
la idea del beneficio personal de las y los representantes, tal como 
lo indican los datos.

Gráfica 3
¿Qué toman más en cuenta los legisladores para elaborar leyes?
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuci 2020.

Para completar la información y proceder a un análisis sobre 
el desapego de las y los representantes respecto a las y los ciuda-
danos, en la gráfica 4 se presenta la distribución de porcentajes 
de ciudadanas y ciudadanos que respondieron a la pregunta “¿Los 
partidos políticos no sirven para nada?”.
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Gráfica 4
¿Los partidos políticos no sirven para nada?
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuci 2020.

Al analizar las gráficas 3 y 4 es posible inferir sobre la compli-
cada situación de la representación política en México en el mo-
mento en que se levantó la encuesta. Se vuelve necesario retomar 
la observación de las y los autores del Informe (Aziz Nassif et al., 
2020) porque justo se indica que la percepción de la ciudadanía 
es que las y los legisladores no trabajan por los intereses de la ciu-
dadanía, por ello prevalece un mayor porcentaje de entrevistados 
que señalan que las y los legisladores trabajan por sus intereses 
individuales y los de sus partidos políticos. 

En realidad, lo anterior no es una novedad, más bien se trata 
de la confirmación de un asunto en el cual hay muy poco alcance 
por parte de las y los ciudadanos para hacer que la representa-
ción funcione. A este aspecto se puede sumar la percepción que 
se tiene sobre los partidos políticos, en especial tal como fue el 
sentido de la pregunta diseñada en la encuesta sobre la afirmación 
de que éstos “no sirven para nada”. En una ecuación simple, el 
mayor porcentaje corresponde a los ciudadanos que opinan que 
están “muy de acuerdo” y “algo de acuerdo” con dicha afirmación. 
Sin embargo, también hay un porcentaje importante de ciudada-
nos que respondieron que están “algo en desacuerdo” o “muy en 
desacuerdo” ante esta aseveración que se plantea en formato de 
pregunta. Es decir, que este porcentaje de ciudadanas y ciudada-
nos es probable que considere que los partidos políticos sí sirven 
para las funciones para las que fueron creados.
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Ambos temas, por una parte, el del desapego de los represen-
tantes para con las necesidades ciudadanas, y por otra, el descré-
dito de los partidos políticos, son asuntos viejos que tienen como 
característica ser actuales en un momento en que la baja cali-
dad de la representación política abona a la incertidumbre sobre 
la democracia. La literatura especializada de un tiempo a la fe-
cha acuñó el concepto crisis de la representación política, justo 
para sintetizar estos problemas en donde la ciudadanía cuando se 
manifiesta o tiene oportunidad de hacerlo por las vías modernas 
de comunicación, como son las redes sociales, lo hace matizando 
las críticas sobre los trabajos de las y los legisladores; especial-
mente, no son pocas las veces que reitera o busca recordarles a 
los partidos políticos sobre el pobre rol que juegan en un sistema 
de partidos que debe(ría) ser competitivo.

Hasta este punto llega el momento de buscar la evidencia de 
otro aspecto que los autores del Informe (Aziz Nassif et al., 2020) 
señalan dentro del mar de información de los datos de la Encuci 
2020. Se señala en la misma cita, ya anotada en la introducción de 
este trabajo, que “[…] Hay una mejor percepción de la Presidencia 
de la República —es decir, más personas se sienten representadas 
por el Presidente— aun cuando esta siga siendo limitada” (p. 162). 
¿Qué significado tiene en estos momentos en el país esta novedad 
encontrada en los datos?

En la gráfica 5 se muestra la distribución de porcentajes desde 
donde se retoma el argumento que presentan los redactores del 
Informe (Aziz Nassif et al., 2020). Es importante matizar que efec-
tivamente es una novedad en el curso de la democracia en México 
que un porcentaje importante de ciudadanas y ciudadanos no 
se sientan representados por los legisladores ni tampoco por los 
partidos políticos y, ante la pregunta “¿quién representa mejor sus 
intereses?”, un porcentaje con mayoría simple responda que la 
figura del presidente de la República los representa mejor, seguido 
de un controversial porcentaje de ciudadanos que respondieron 
que ninguno, y en una tercera posición, la figura del presidente 
municipal o alcalde. Es posible pensar que quizá resulte un atre-
vimiento decir que se trata de una novedad que la figura presi-
dencial tenga hoy un significado importante para ciudadanos en 
el marco de la crisis de representación política. Sin embargo, los 
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redactores del Informe (Aziz Nassif et al., 2020) subrayan este 
asunto como elemento que forma parte del curso de la democracia 
en México, sobre el cual es importante hacer algunas reflexiones. 

Gráfica 5
¿Quién representa mejor los intereses de usted?
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuci 2020.

En primer lugar, debe precisarse que, desde la victoria electoral 
de Andrés Manuel López Obrador en el verano de 2018 hasta el 
momento en que se levantó la información de la encuesta, del 17 
de agosto al 18 de septiembre de 2020, la inercia de su candida-
tura todavía se encontraba en un momento idóneo por el cual los 
resultados de la victoria electoral podían relacionarse con la per-
cepción ciudadana sobre la figura presidencial. Fueron tiempos 
en los que también los programas sociales emprendidos por este 
Gobierno iniciaron un proceso de consolidación, especialmente, 
las transferencias de recursos para adultos mayores y los progra-
mas de becas. 

Por otra parte, de la misma forma en que los redactores (Aziz 
Nassif et al., 2020) señalan, en este apartado es importante re-
cordar el pasado inmediato del ejercicio de poder tanto de las 
dos administraciones del PAN, 2000-2012, en donde la figura 
presidencial de Felipe Calderón Hinojosa fue en declive después 
de los resultados de la lucha con las organizaciones criminales; 
pero, especialmente, lo que significó el regreso del PRI, 2012-2018, 
en donde dos eventos clave fueron parte del efecto en la caída 
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de legitimidad de ese Gobierno: Ayotzinapa y el affaire conocido 
como la Casa Blanca. Puede incluirse que el movimiento sociopolí- 
tico que impulsó el mismo presidente desde que fundó al partido 
político Movimiento Regeneración Nacional (Morena), con el que 
logró la victoria electoral, gozaba de sus mejores momentos antes 
de que los efectos de la pandemia pudieran cuantificarse. En ese 
sentido, no puede negarse que desde hacía mucho tiempo la figura 
de un presidente del país no tenía tal porcentaje de aceptación 
frente a la ciudadanía. Por ello, será importante en el futuro re-
tomar este tema como objeto de estudio para problematizar sus 
alcances en tanto se despeje el final del sexenio 2018-2024.

Finalmente, con estas ideas, en este apartado se tiene como 
propósito apoyar con datos originales de la encuesta los argumen-
tos que presentan los redactores del Informe (Aziz Nassif et al., 
2020), y acercar alguna respuesta a la pregunta que se formuló 
respecto a la configuración de la mirada ciudadana sobre la re-
presentación política en México, a través de las gráficas que se 
han presentado. De nueva cuenta, es importante señalar que la 
evidencia que se está mostrando sostiene los argumentos sobre 
los problemas que enfrenta la representación política en el país. 
En el apartado siguiente, se pretende también, desde la visión 
de alguna literatura especializada contemporánea, retomar ar-
gumentos que pueden ayudar a responder por qué las y los ciu-
dadanos no se sienten representados por las instancias formales 
que existen en el país. Especialmente, las explicaciones se centran 
en intentar exponer las posturas innovadoras que ha presentado 
esta literatura.

3. La representación política más allá de las 
elecciones periódicas

Algunos de los problemas manifestados en la arena política en 
México, con el paso del tiempo, se han convertido en dilemas que 
no tienen una respuesta fácil, mucho menos soluciones de cor-
to plazo. Por ello es importante retomar esos viejos problemas, 
actualizarlos y continuar replanteando vías o alternativas de 
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respuestas para enfrentar las causas que han llevado a que des-
pués de largas décadas el conflicto siga vigente, es el caso de los 
problemas asociados a la representación política.

Para explicar algunas de las razones sobre por qué la represen-
tación política en México se encuentra desprestigiada ante una 
ciudadanía crítica y cada vez más informada, una nueva literatura 
ha surgido como alternativa al argumento tradicional del man-
dato y control electoral, se trata de posicionamientos reflexivos 
que van más allá del aparente control que pudieran tener las elec-
ciones periódicas. Jacob S. Hacker y Paul Pierson (2013) plantean 
que ha existido un periodo de amplia inequidad económica en 
Estado Unidos, entonces, se preguntan “¿Por qué la democracia 
electoral no ha ofrecido resultados compensatorios de redistri-
bución que podrían beneficiar a una gran mayoría?”.  La respuesta 
que ofrecen es sumamente relevante, pensando que se trata de 
un país desarrollado y con una democracia antigua. Señalan que, 
desde los años setenta, grupos de lobbying, think tanks y otras 
organizaciones representan los intereses económicos (business) 
antes que los comités legislativos, agencias ejecutivas, cortes y 
otras organizaciones que deberían encontrar en la representa-
ción política una vinculación más estrecha. Los autores (Hacker 
y Pierson, 2013) sostienen que 

en un clima político generado unilateralmente por una organización 
pro empresarial, no es probable que los votantes seleccionen o elijan 
candidatos, que los representantes electos promulguen políticas, y 
que las agencias ejecutivas y los tribunales interpreten o administren 
las leyes de forma que den prioridad a la reducción de la desigualdad 
económica en lugar de a su aumento (p. 140).6

Este argumento es plausible de aplicar y verificar para el caso 
mexicano. En una arena política compleja, por los intereses par-
ticulares y de grupos de élites empresariales, y esto incluye a 
las cúpulas de los partidos políticos mexicanos, es poco proba-
ble que la ciudadanía tenga acceso a participar en la selección de 
candidaturas para su postulación. Mucho menos es probable que 

6	 La traducción es del autor.
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los grupos en el poder político tengan prioridad de atender las 
agendas relacionadas con los problemas de las y los ciudadanos, 
por encima de las de los grupos que los postularon. En ese sentido, 
el desencanto ciudadano por las y los legisladores y los partidos 
políticos se hace evidente y refleja la realidad que se presenta en 
la información de la Encuci 2020 en México. 

En otro argumento innovador sobre las razones que explican 
la percepción negativa que tienen los ciudadanos sobre la repre-
sentación política, Pradeep Chhibber y Susan Ostermann (2013) 
sostienen que

la verdadera democracia representativa requiere una burocracia que 
funcione bien, una burocracia que administre las políticas públicas 
de forma que se cierre el círculo entre los votantes, los represen-
tantes electos y el Estado, proporcionando realmente a los votantes 
los beneficios y servicios que autorizaron a sus representantes a 
promulgar. Cuando las burocracias funcionan bien, el resultado es 
una conexión simpática entre los votantes y sus representantes que 
es crucial para que una democracia representativa pueda cumplir 
sus promesas (p. 170).7

En ese mismo sentido, los autores (Chhibber y Ostermann, 
2013) también proponen que los partidos políticos deben repre-
sentar los intereses de grupos sociales, no sólo aquellos de polí-
ticos individuales o dinastías de familias. Estos argumentos los 
observan en India, en donde prevalece una democracia empobre-
cida porque los partidos políticos realmente representan intereses 
individuales o de familias y suelen impulsar burocracias que apli-
can políticas de manera sesgada, mientras que los partidos que 
representan a otros grupos sociales no pueden hacerlo con éxito a 
menos que exista una burocracia que aplique sus políticas de for-
ma fiable, imparcial y competente (Chhibber y Ostermann, 2013).

Estas ideas son muy cercanas a lo que sucede en México. Las 
burocracias que han ejercido las funciones administrativas del 
Estado, junto con las facultades omnipotentes del jefe del Ejecu-
tivo durante el periodo de hegemonía del Partido Revolucionario 

7	 La traducción es del autor.
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Institucional (PRI), pusieron un sello específico sobre la forma en 
que se gobernó en el país. Con ello se logró posicionar a la clase 
política por encima de los intereses ciudadanos. Estas burocracias 
con el paso del tiempo fueron enriqueciéndose económicamente 
de tal manera que dentro del mismo PRI la lucha por buscar ser 
parte de una burocracia dorada se consignó como una carrera 
a seguir, porque el esquema significaba estatus y una posición 
social reconocida. Incluso, ese mismo partido político, que en los 
hechos aglutinaba a los sectores obrero, campesino, laboral, entre 
otros, signaba en sus discursos el impulso de una política de cerca-
nía con la ciudadanía, pero en los hechos gran parte de su misión 
fue afianzar a una clase política fuerte y privilegiada, muy alejada 
de las necesidades de la ciudadanía. Por ello, no es un tema nuevo 
señalar en estos momentos en que se presenta la Encuci 2020 el 
desprestigio que tienen los partidos políticos, pues el inicio de 
esta crítica ciudadana que hoy se visualiza se inició durante el 
periodo de su hegemonía en el sistema de partidos en México.

Un tercer y último argumento que en este capítulo se retoma 
para explicar algunos de los problemas de la representación po-
lítica se relaciona con lo que Matthew Hindmand (2013) anota 
cuando habla de las repercusiones de la revolución moderna de 
la tecnología, de la información en los procesos de comunicación 
y la acción colectiva que sustentan la eficacia de la democracia.

 
Sostiene que se está alcanzando un nuevo equilibrio más rápida-
mente de lo que muchos preveían, pero no es uno muy propicio para 
la igualdad de representación de todos los ciudadanos. El impacto 
económico de Internet ya ha mermado considerablemente la oferta 
de periodismo de investigación, debido a que los periódicos tradicio-
nales se han hundido o han recortado drásticamente sus plantillas 
en una lucha desesperada por sobrevivir (p. 194). 

Además, sostiene el mismo autor (Hindman, 2013) que los 
observadores esperan que la proliferación de blogueros ciuda-
danos sirva de sustituto nuevo y más igualitario al periodismo 
de rendición de cuentas, y que la blogosfera ya está muy concen-
trada y dominada por las élites, reproduciendo así los problemas 
de los medios de comunicación tradicionales, pero con una base 
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informativa muy reducida, especialmente a nivel estatal y local,8 
afectando a la democracia.

En este tema y bajo la lectura de este argumento también re-
sulta plausible observar lo que sucede en el caso mexicano con el 
impacto de las nuevas tecnologías (redes sociales) y su efecto en 
el vínculo entre representación política y ciudadanía. Aunque 
este argumento puede parecer separado de los propósitos que 
se indagan en este capítulo, queda claro que el uso e impacto 
de las nuevas tecnologías en democracias defectuosas se asocia 
también con los problemas de la democracia misma. En este caso, 
Hindman (2013) pone atención en un asunto de baja representa-
ción ciudadana frente a los usos igualitarios de las nuevas tecno-
logías. Por supuesto, este tema queda como agenda pendiente de 
explorar más profundamente.

Conclusiones

De acuerdo con la Encuci 2020, se ponen en contexto los argu-
mentos que presentaron los redactores del Informe País 2020. 
El curso de la democracia en México (Aziz Nassif et al., 2020). Los 
datos que muestran el desaliento que percibe la ciudadanía sobre 
la representación política mexicana, formalizada en los partidos 
políticos y los legisladores, en el caso de este capítulo se obser- 
varon a partir del enfoque teórico del mandato y el cumplimiento 
como mecanismos de control de la representación política.

De nueva cuenta queda claro que el rol de las y los legisladores 
y de los partidos políticos, en cuanto a su desempeño, continúa 
valorado negativamente por una ciudadanía que en estos tiempos 
tiene mayor información y, en el mejor de los casos, comprende 
la situación de pobreza, desigualdad e injusticia que, según los 
datos de la Encuci, percibe que enfrenta el país.

Frente a este panorama, la mirada teórica desde el mandato y 
el cumplimiento parece que cumple con la idea clásica propuesta 
por los profesores Key (1964), Fiorina (1981) y Down (2001), en 

8	 La traducción es del autor.
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torno al papel de las elecciones periódicas como mecanismos 
para premiar o castigar a la representación política, aunque pa-
reciera que al paso de los años sigue acumulando algunas difi-
cultades para aterrizar en democracias defectuosas como las 
latinoamericanas y, especialmente, en la de México. Sin embargo, 
como se anota al final del apartado teórico desarrollado en este 
capítulo, podemos coincidir con Sartori (1999) en que se tiene que 
defender a la representación política.

En ese sentido, el tercer apartado de este capítulo se encamina 
a plantear de manera general, esperando en una nueva oportu-
nidad desarrollar el tema de forma específica, tres argumen- 
tos que surgen de una nueva literatura que va más allá del control 
que pueden ejercer las elecciones sobre los representantes políti-
cos. Se trata de la visión de Jacob S. Hacker y Paul Pierson (2013) 
respecto a lo pernicioso que resulta el rol que juegan los grupos 
proempresariales por encima de los intereses sociales. Se trata de 
una situación que ha venido abonando, incluso en democracias 
avanzadas, a que temas como la desigualdad social tengan un 
impacto en la mirada negativa sobre la representación política.

Por otra parte, Pradeep Chhibber y Susan Ostermann (2013) 
abordan el tema de la importancia de las burocracias. Señalan 
que la verdadera democracia representativa requiere una burocra- 
cia que funcione bien. Como ya se mencionó párrafos atrás, plan-
tean que cuando las burocracias funcionan bien el resultado es 
una conexión simpática entre los votantes y sus representantes 
que es crucial para que una democracia representativa pueda 
cumplir sus promesas. En este caso, si probamos este argumento 
en gobiernos subnacionales en México (por supuesto, también en  
el Gobierno federal), puede encontrarse evidencia sobre algunos 
de los fallos que prevalecen en el trabajo ordinario de los gobier-
nos, específicamente en temas de corrupción y manejo de finan-
zas, mismos que impactan en la imagen negativa que se tiene en 
la representación política.

Por último, la mirada de Matthew Hindmand (2013) sobre el 
impacto que tiene el uso de las tecnologías en las sociedades po-
líticas también hace una diferencia en cuanto a la desigualdad, 
especialmente cuando se trata del uso del internet y la forma en 
que ha ido desapareciendo a medios tradicionales impresos y se  
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ha abierto una esfera que él denomina blogosfera, asociada, la-
mentablemente, a grupos de élites, y que por tanto reproducen los 
viejos contenidos de información que han alentado el desencanto 
de la ciudadanía sobre la representación política.
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Introducción

“La característica que distingue a Argentina es la fragilidad y fu-
gacidad de toda forma de autoridad” (Huntington, 1968, citado 
en Mainwaring y Pérez Liñán, 2013, p. 135). En 1968, Samuel 
Huntington definió de ese modo peculiar la evolución del régi-
men político en el país sudamericano. La inestabilidad institu-
cional experimentada desde 1930 hasta 1983, periodo en el que se 

Volatilidad económica  
y estabilidad institucional. 
La economía política de la 
democracia argentina a cuatro 
décadas de la transición 

José del Tronco Paganelli*

La democracia sólo prospera cuando la derrota electoral 
no constituye una desgracia social ni un delito. 

Adam Przeworski, 1995

Si uno se va de Argentina por una semana,  
cuando vuelve no entiende nada… 

Si se va por 20 años, al volver todo sigue igual.
Dicho popular

*	 Profesor-investigador de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-
sede México. Correo electrónico: jdeltronco@flacso.edu.mx
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sucedieron 22 presidentes1 y durante el cual ningún gobernante 
electo democráticamente pudo terminar su mandato,2 no fue más 
que un síntoma de aquella dolorosa, pero precisa definición.3

¿Cómo es posible que, con esos antecedentes, la democracia 
argentina iniciada el 10 de diciembre de 1983 esté cumpliendo 40 
años de vigencia ininterrumpida? ¿Cómo explicar que un país en 
el que durante las cinco décadas previas a la transición democrá-
tica la duración promedio de los gobiernos fue de 29 meses (cuando 
constitucionalmente el mandato presidencial duraba seis años 
—72 meses—), haya logrado una continuidad institucional de 
cuatro décadas? Si, como pretende demostrarse aquí, el empate 
hegemónico entre dos alianzas socioeconómicas o “coaliciones 
de clase” ha persistido (Wainer, 2018) y ello explica la crónica ines-
tabilidad macroeconómica que padece la Argentina, ¿cómo logró 
la democracia dejar de ser un “juego imposible” (O´Donnell, 1972) 
para convertirse en el “único juego aceptable” (Przeworski, 1995)?

Este capítulo argumenta que la estabilidad institucional ini-
ciada hace cuatro décadas obedece al compromiso de las élites 
partidarias y de los grupos de interés, tanto como al de la ciu- 
dadanía con la nueva democracia (Mainwaring y Pérez Liñán, 
2013; Quiroga, 2011). Pese a las diferencias en torno a los di-
versos proyectos de país vigentes, la lógica del juego político se 
transformó. Durante las décadas previas a 1983, la dinámica polí-
tica fue de suma-cero y los intereses de las élites económicas no 
encontraban una fácil penetración entre las opciones partidistas 
mayoritarias. A partir de 1916, durante la vigencia de gobiernos 

1	 Se cuenta una sola vez la presidencia de Juan Domingo Perón entre 1946  
y 1955 (si bien incluye dos mandatos, el segundo de ellos interrumpido), se 
agrega como uno más su último mandato presidencial entre el 12 de octubre 
de 1973 y el 1o de julio de 1974.

2	 La única excepción fue el primer gobierno de Juan Domingo Perón  
(1946-1952), quien en 1949 promovió una reforma constitucional que  
hiciera posible un segundo mandato consecutivo (hasta antes no estaba 
permitido por la ley) y fue derrocado por un golpe militar, por lo que 
concluyó su segundo gobierno en 1955.

3	 Entre 1951 y 2000, Argentina fue el país con mayor cantidad de transiciones 
desde y hacia la democracia en todo el mundo, con un total de ocho  
(Gervasoni, 2014).
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electos a partir del voto popular, los actores políticos opositores 
(en particular aquellos que no contaban con una representación 
política suficiente como para vetar las aspiraciones redistribu-
tivas de las mayorías) consideraban que quienes estaban en el 
poder ponían en riesgo su propia supervivencia. En ese contexto, 
el congreso no podía jugar un papel relevante como espacio insti-
tucional para la transformación pacífica del conflicto político y la 
construcción de un acuerdo político intertemporal se dificultaba 
(Stein y Tommasi, 2006; Romero, 2013). Fue así como el carácter 
incompleto de la competencia por el desplazamiento político de 
las élites (Wainer, 2018) aumentó la polarización, dificultó el plu-
ralismo y motivó a dichos sectores a tomar el poder por asalto, 
lo que hizo inviable la estabilidad de un régimen democrático.

En tal sentido, la profunda huella establecida por el presidente 
Raúl Alfonsín (1983-1989), tanto desde lo discursivo como desde 
el ejercicio del gobierno, fue fundamental para encaramar a los 
partidos de oposición, grupos de presión y ciudadanía detrás del 
proyecto democrático. Alfonsín marcó una nueva pauta de con-
ducta según la cual: 1) no hay autoridad más importante que la 
del gobierno constitucionalmente electo, pero, además, 2) es en 
el seno de las instituciones representativas donde se procesan 
los conflictos. Cuando ello no ocurrió, 3) la ciudadanía insatisfe-
cha ejerció su control a través del voto (1989, 1999, 2015, 2019), 
y cuando éste resultó inefectivo, 4) fueron las manifestaciones 
callejeras las que ejercieron su voz de protesta y marcaron la pauta 
de lo que podía o debía ser (2001-2002) (Mustapic, 2002; Ollier, 
2008). Dicho en otros términos, es la efectividad de la account-
ability —en sus diversos formatos y expresiones—, mucho más 
que la responsiveness, lo que ha sostenido y mantenido vigente  
a las instituciones democráticas en Argentina desde 1983. 

El documento se estructura como sigue: primero se define bre-
vemente el marco analítico del trabajo. Se fundamenta la impor-
tancia que tiene el análisis de las coyunturas críticas para el estudio 
comparativo y la comprensión de los sucesos históricos desde una 
perspectiva politológica (Collier y Collier, 1991). Posteriormente, 
se realiza un recorrido histórico que inicia con la promulgación de 
la Constitución de la Nación Argentina (1853-1860) y continúa con 
el proceso de construcción del Estado nacional (1861-1880). En la 
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sección siguiente, se analizan las condiciones que hicieron posi-
ble el advenimiento de la democracia a partir de 1916, así como la 
inestabilidad institucional crónica experimentada por Argentina 
entre 1930 y 1983 que fue el resultado de la imposibilidad de llegar 
a un acuerdo político de largo plazo entre quienes detentaban el 
poder económico e institucional y quienes obtenían los votos para 
gobernar (Stein y Tommasi, 2006). Esta dinámica caracterizó la 
política argentina durante más de cinco décadas y desembocó en 
una dictadura militar cruenta a partir de 1976, que condujo al país 
a la penosa derrota en la Guerra de Malvinas de 1982, luego de la 
cual la movilización social y partidista promovió una liberaliza-
ción acelerada del régimen político y la convocatoria a elecciones 
para el año siguiente (O´Donnell y Schmitter, 1986). En la sección 
cuarta, a través de la descripción de las decisiones de los gobier-
nos democráticos, se analiza por qué pese a la recurrencia de las 
crisis macroeconómicas y al deterioro relativo del nivel de vida de 
la ciudadanía, la democracia instaurada en 1983 se mantuvo relati-
vamente inmune a la alta conflictividad política y social derivada 
de aquélla. En la sección final, se analiza el futuro inmediato a la 
luz de los posibles cambios (no necesariamente halagüeños) que 
presuponen la polarización creciente de las opciones partidarias 
y la transformación generacional del electorado, cuya valoración 
de la democracia ha caído significativamente en los últimos años.

1. Las coyunturas críticas en el estudio  
de la historia política argentina

La idea de coyunturas críticas —y sus efectos— es un concepto 
valioso para el análisis histórico comparado. El argumento sub-
yacente detrás de esta noción es que dichas transiciones4 son 
momentos clave en los que puede (re)direccionarse el curso de 

4	 Si bien a menudo crisis es un concepto que tiene una carga negativa al 
hacer referencia a procesos de deterioro, o cuestionamientos generales del 
orden vigente, lo cierto es que los momentos críticos son oportunidades 
para cambiar aquello que ha presentado anomalías significativas. Por ello es 
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los eventos, provocando cambios sustantivos en las trayectorias  
e inercias políticas y sociales previas. En tal sentido, las coyun-
turas críticas son, por lo general, periodos históricos breves,5 en 
los cuales se deciden las trayectorias por venir. Las coyunturas 
críticas deben ser identificadas como momentos en los que es 
posible (aunque no siempre ocurre) hacer “toda la diferencia” 
(Collier y Collier, 1991, p. 35).

Para quienes estudian la historia desde un enfoque compa-
rativo suele haber un acuerdo: es posible identificar patrones de 
cambio y continuidad a través del tiempo (Weber, 1985). Dichos 
patrones son, en buena medida, el resultado de lo ocurrido 
durante las coyunturas o transiciones críticas (Cirone y Pepinsky, 
2022).6 Mientras que la continuidad es resultado del manteni-
miento del path-dependence vigente, el cambio es producto del 
establecimiento de trayectoria(s) diferente(s) que modifican el 
path-dependence previo y crean uno nuevo.7

En el caso de la historia política argentina, en el periodo de 1853 
a 1983 se sucedieron diversas coyunturas críticas. Algunas deri-
varon en cambios en el equilibro de poder entre fuerzas políticas 
mientras que otras reforzaron los mecanismos de continuidad. El 
argumento de este artículo es que el periodo —que inicia con la 
derrota en Malvinas en 1982 y culmina en 1989 con la transferencia 

que las coyunturas críticas pueden, aunque no siempre, desembocar en el 
cambio del patrón cuya vigencia ha entrado en crisis.

5	 El periodo temporal al que hace referencia una coyuntura crítica no 
puede ser definido de antemano ni con exactitud. Depende más bien del 
fenómeno a ser analizado, y de la duración de la transición que determina  
a) el nuevo patrón de acontecimientos derivados del cambio producido en 
la coyuntura o b) la continuidad del patrón anterior.

6	 El concepto de persistencia histórica refiere a efectos causales que operan 
a través del tiempo, por décadas, y ayudan a explicar variaciones (y su 
ausencia) en fenómenos políticos, sociales y económicos.

7	 Un nuevo patrón en el cual las cosas se suceden con una cierta lógica. 
Cuando queremos explicar qué es un path-dependence una buena manera de 
decirlo es la de que para entender lo que está ocurriendo en el presente  
no hay nada más preciso ni más valioso que conocer lo que acaba de ocurrir 
en el pasado cercano. Para profundizar en el concepto ver North (1993).
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del mandato de un partido a otro por primera vez desde 1916—8 es 
una coyuntura crítica que determina una dinámica novedosa, di-
ferente a todo lo ocurrido previamente. Con el advenimiento de la 
democracia y la llegada de Alfonsín al poder en diciembre de 1983, 
se instaura un patrón según el cual las nuevas élites partidistas se 
embarcan en una misma nave, convencidas de que su naufragio 
pone en peligro a toda la clase política (no sólo al Gobierno) y con 
ello a la democracia. El presidente Raúl Alfonsín es una figura 
clave en esta coyuntura, dado que establece con fuerza una nue- 
va huella institucional que, con sus vaivenes y problemáticas, 
logró la regularización de un nuevo patrón de relacionamiento 
entre los actores políticos, sociales e institucionales, en el que 
el desencuentro ideológico entre sectores populares y élites no 
condujo —como sí lo había hecho en las décadas previas— al 
quiebre de la democracia (Quiroga, 2011; Linz, 1994). Dicho de otro 
modo, a partir de 1983, el régimen político democrático dejó de ser 
la variable de ajuste de los clivajes políticos, económicos y sociales 
en el país.9 Incluso con fuertes turbulencias, esa conciencia se ha 
mantenido relativamente inalterada durante el viaje democrático 
que en 2023 cumplió ya 40 años.

1.1. El origen: de la constitución formal a la construcción  
del Estado-nación

Luego de proclamada la Constitución de la Confederación Argen- 
tina, en 1853, el país vivió una década de conflictos políticos entre 
(lo que hoy son) las provincias del interior y la provincia de Bue-
nos Aires, que incluía lo que hoy es la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. La negativa de Buenos Aires a ser parte de la Confederación 

8	 Con la salvedad de que en 1916 se dieron las primeras elecciones 
democráticas, por lo que el Partido Autonomista Nacional (PAN) que 
entregó el poder a la Unión Cívica Radical fue un partido que gobernó en un 
régimen no competitivo. Es decir, la transferencia del mandato se da entre 
dos partidos diferentes, pero el primero de ellos no había sido electo por el 
voto popular en elecciones libres.

9	 Haber encapsulado el poder de los militares es una decisión fundamental 
para hacer posible esta nueva trayectoria histórica.
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Argentina mantuvo a aquélla en una situación de autonomía po-
lítica hasta la firma del Pacto de San José del Flores, en 1859. Sin 
embargo, la situación privilegiada de Buenos Aires, dada la ubi-
cación del puerto que conectaba a la hoy capital del país con el 
resto del mundo, hizo insostenible una situación política en la que 
tuviera un papel subordinado a las provincias en la organización 
política del país. Así fue que, luego de la batalla de Pavón entre 
los ejércitos de la Confederación y de Buenos Aires, esta última 
pudo prevalecer (1862) y se logró un nuevo acuerdo institucional 
según el cual Buenos Aires se constituía en la cabeza política de 
la Nación Argentina, término adoptado como el nuevo nombre 
oficial del país.10

Una vez vencidas las resistencias y consumada la unidad, en 
el año 1880 llega al poder el general Julio Argentino Roca, un líder 
militar proveniente de la provincia de Tucumán que fue, de algu-
na manera, quien terminó de poner los cimientos de la Argentina 
moderna. El legado de Roca es múltiple y está expuesto a diversos 
claroscuros. Sus partidarios destacan su papel en la consolida-
ción definitiva del Estado argentino, en su expansión territorial11  

10	 Bartolomé Mitre fue el primer líder bonaerense responsable de iniciar un 
proceso de unificación política (también llamado reducción a la unidad) 
para lograr convencer a las provincias gobernadas por líderes federales 
opositores a esta nueva configuración política e institucional, luego de 
diversas campañas militares contra los líderes provinciales recalcitrantes. 
La hegemonía de las autoridades nacionales con asiento en Buenos Aires 
terminó de consumarse a fines de la década, en 1879. Este proceso incluyó, 
además, una guerra internacional contra Paraguay, país que contaba entre 
sus aliados a varios líderes federales que gobernaban provincias reacias  
a los deseos de los porteños de unificar al país bajo su rectoría política y una 
conquista de los territorios en manos de poblaciones originarias del sur  
del país.

11	 El recién estructurado Estado centralista decidió asumir el desafío de 
conquistar y consolidar sus fronteras interiores. Estas fronteras internas, 
eufemísticamente llamadas el desierto, estaban constituidas por las 
extensas áreas que desde la época colonial permanecían bajo el control de 
los grupos indígenas. La llamada Campaña del desierto, llevada adelante por 
Julio Argentino Roca en su condición de general de la nación (antes de llegar 
a la presidencia), respondió a la necesidad de ocupar efectivamente las 
fronteras nominales con los países limítrofes, las demandas de  
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y en el elevado y persistente crecimiento económico alcanzado en  
aquellos años que condujo al país a situarse entre las naciones más 
ricas del mundo. En términos económicos, las inversiones extran-
jeras, la expansión ferroviaria y las diversas oleadas migratorias, 
fundamentalmente desde el sur y el este de Europa, contribu-
yeron a hacer de Argentina uno de los principales exportadores 
de materias primas agropecuarias a principios del siglo XX.12 
Políticamente, Roca fue el artífice de múltiples alianzas con las 
élites provinciales, que dieron por resultado lo que el historiador 
Natalio Botana (2005) definió como el orden conservador, un en-
tramado de acuerdos políticos y económicos,13 con afanes hege-
mónicos,14 por medio de los cuales se garantizaba la permanencia 
del Partido Autonomista Nacional (PAN) en la Presidencia de la 
Nación, más allá de las crecientes disidencias políticas. Así fue 
como, a pesar del surgimiento de la Unión Cívica Radical como 
principal partido de oposición en 1890, diversas formas de fraude 
e intimidación (en aquel momento el voto no sólo era restringido, 
ni siquiera era secreto) garantizaron la permanencia del PAN en 
el Gobierno hasta 1916. 

tierra por parte de los hacendados para incrementar la ya altamente 
significativa producción de carnes y granos destinados a la exportación,  
y la voluntad de acabar con la llamada amenaza india, que supuestamente 
impedía la configuración nacional en términos de un Estado moderno 
(Bartolomé, 2004).

12	 Argentina era conocida en aquella época como el granero del mundo, por ser 
uno de los tres principales productores de maíz y trigo —junto con Estados 
Unidos y Rusia—, además de especializarse en las exportaciones de carne, 
cuyo principal mercado era Europa, continente que le proveía de bienes de 
capital, manufacturas y mano de obra, en lo que llegó a conocerse como el 
modelo agroexportador (Del Tronco Paganelli, 1998).

13	 Entre 1876 y 1903, a raíz de la obtención de los territorios luego de la 
Conquista del desierto, el Gobierno nacional otorgó un total de 41 millones 
787,000 hectáreas a sólo 1,843 hacendados, vinculados estrechamente por 
lazos económicos y familiares a los diferentes gobiernos que se sucedieron 
en aquel periodo, principalmente a la familia Roca.

14	 Algo similar a lo que estructuró Porfirio Díaz en México, aunque menos 
personalista, porque en Argentina al terminar los mandatos se elegían 
nuevos presidentes que representaban la continuidad del proyecto de la 
luego llamada Generación del 80.
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1.2. El nacimiento de la democracia y su baja esperanza  
de vida (1916 a 1930) 

Desde principios del 1900, la conflictividad creció en derredor de 
los centros urbanos del país. Las tasas de crecimiento demográfi-
co de Buenos Aires eran tan altas que, a nivel mundial, sólo Nueva 
York y Hamburgo las superaban. En tal sentido, el crecimiento 
económico y poblacional —que parecían no tener límites— iban 
de la mano de una mayor movilidad, una creciente desigualdad 
y el surgimiento de nuevas demandas sociales.

En ese contexto, la apertura electoral fue concebida por la éli-
te conservadora como una forma de abrir el régimen y a su vez 
encapsular los conflictos derivados del acelerado cambio social 
(Przeworski, 1995). Es por ello por lo que, desde sus orígenes, la 
democracia en Argentina fue concebida por las mayorías ciuda-
danas como una oportunidad para acceder a la representación 
política y obtener así mejores condiciones de vida. De todos mo-
dos, si bien Roque Sáenz Peña —ideólogo de la democratización 
electoral— era de los políticos más progresistas de la élite con-
servadora, es probable que no imaginara el impacto político de 
la ley cuya sanción hizo posible. Cuatro años después de la pro-
mulgación de la Ley Sáenz Peña, en 1912, llegó al poder el primer 
presidente surgido de elecciones libres, secretas y universales.15 
Hipólito Yrigoyen, líder del partido Unión Cívica Radical (UCR), 
que había combatido el carácter fraudulento del orden conserva-
dor instaurado durante el último cuarto del siglo XIX, puede ser 
considerado el primer político popular de la nación argentina. 
La adhesión a su figura provenía fundamentalmente de sectores  
medios y obreros, especialmente rurales, pero también de aque-
llos que se desempeñaban en las fábricas y talleres de la incipien-
te industria urbana y periurbana (Romero, 2013). 

15	 Es importante señalar que el carácter universal del voto es relativo, puesto 
que sólo refiere al voto masculino. El voto femenino fue instaurado recién 
en 1947 y fue ejercido por primera vez hasta 1952.
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El gobierno de Yrigoyen, de seis años, termina en 1922, pero 
en 1928 el Caudillo es electo nuevamente.16 Durante su primer 
mandato Yrigoyen enfrenta las dificultades propias de la Gran 
Guerra que obstaculizaba el comercio con Europa (principal mer-
cado de las exportaciones agropecuarias), así como la creciente 
conflictividad social provocada por las condiciones en las que 
trabajaban los sectores obreros. Con respecto al papel del país en 
el conflicto bélico, Yrigoyen defendió la neutralidad frente a las 
grandes potencias. En política interna, por su parte, promovió 
la jornada legal de trabajo de ocho horas, anticipó la ley de jubi-
lación y generalizó el uso de un delantal blanco por parte de los 
estudiantes en las escuelas públicas, para evitar la discriminación 
propia de la diversidad de orígenes sociales de las y los estudian-
tes. Adicionalmente, Yrigoyen promulgó la reforma universitaria 
(1918) para hacer posible la masificación de la educación terciaria y  
atender los reclamos del movimiento estudiantil, y en 1921 creó 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), empresa pública conce-
bida para la exploración y refinamiento de productos derivados 
del petróleo (Rock, 1992).17

16	 En aquella época, la reelección presidencial no estaba permitida. 
Por ello, de 1922 a 1928 el Gobierno recae en manos de Marcelo T. De 
Alvear, correligionario de Yrigoyen (ambos integrantes de la UCR), pero 
proveniente de una familia tradicional. Su gobierno se caracteriza por ser 
más centrista que el de Yrigoyen, dada su buena relación con las élites, 
representadas por el Partido Conservador, quienes encarnaban la oposición 
política del Gobierno radical. El partido conservador concentraba a los 
herederos de la Generación del 80, como se conoció a la élite terrateniente 
que gobernó el país entre 1880 y 1916, e introdujo exitosamente a Argentina 
en la división internacional del trabajo como país productor y exportador 
de materias primas (inserción internacional sostenida en la amplia 
disponibilidad del factor tierra), e importador de bienes de capital y trabajo 
humano que llegaba desde Europa a través de diversas oleadas migratorias. 
La famosa frase de Juan B. Alberdi —ideólogo de la Constitución Argentina 
promulgada en 1853—, “gobernar es poblar”, fue uno de los sellos 
distintivos de aquel periodo.

17	 En 1928, durante su segundo mandato, Yrigoyen intentó —como lo 
hizo Cárdenas en México una década después— la expropiación y 
nacionalización de la industria petrolera, pero la oposición conservadora 
en el Congreso se lo impidió. Según testimonios y documentos históricos, 
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Durante su primer gobierno Yrigoyen fue un presidente que no 
confió demasiado en la labor legislativa del Congreso. La ausencia 
de una mayoría oficialista en el seno del parlamento, así como la 
sensibilidad de muchos de los temas políticos y sociales que debió 
enfrentar, llevaron al Caudillo (como se le conocía) a concentrar 
el poder de decisión en su persona, hecho que caracterizó como 
ningún otro su primer mandato (Romero, 2013).

Luego del interregno alvearista (Marcelo T. de Alvear, quien, 
pese a estar afiliado al Partido Radical, era un hombre proveniente 
de una familia perteneciente a la élite gobernante hasta 1916), 
Yrigoyen regresó al poder en 1928. A sus 76 años, fue electo por 
una mayoría del 62% de los votos. La segunda fuerza electoral, el 
Frente Único, aglutinaba a radicales disidentes (antipersonalistas 
para contrastar su proyecto con la figura del Caudillo) y conserva-
dores, quienes se unieron detrás de la candidatura de Leopoldo 
Melo, que obtuvo apenas un 31% de los sufragios totales.18

Pese al masivo entusiasmo popular por el regreso del Caudillo, 
la deslealtad de la oposición conservadora y un contexto inter-
nacional poco propicio para las democracias liberales atentaron 
contra el éxito y la estabilidad de su gobierno. La crisis económica 
internacional que estalló con el crac de Wall Street fue el deto-
nante, pero la desconfianza de los sectores conservadores en el 
personalismo de Yrigoyen generó la convicción de que sería difícil 
para ellos incidir de manera efectiva en el rumbo del Gobierno en 
una coyuntura crítica como la que atravesaba la economía argen-
tina. El deterioro de los indicadores sociales y económicos y la 
avanzada edad del presidente (a la que se le atribuía su incapaci-
dad para afrontar la crisis) fueron argumentos esgrimidos por la 
oposición para justificar su destitución. Las élites terratenientes 
agrupadas en el partido conservador junto con un sector de las 

las empresas extranjeras del sector petrolero fueron actores clave para 
financiar el golpe de Estado que derrocó a Yrigoyen en 1930.

18	 El diario La Prensa de Buenos Aires, favorable al Frente Único, era en ese 
momento el principal medio difusor de la oposición y uno de los mayores 
medios de comunicación del país. En un artículo publicado el 18 de marzo 
de 1928, el diario retrató duramente al radicalismo como un populismo 
desenfrenado.
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Fuerzas Armadas promovieron un golpe de Estado, que se llevó  
a cabo con éxito el 6 de septiembre de 1930. 

Esa fecha es relevante, puesto que ese día se instauró un nuevo 
path-dependence19 en la historia política del país. La coyuntura 
crítica abierta con el advenimiento de la democracia se cerraba 
abruptamente con el golpe militar. El mensaje era claro: los go-
biernos populares electos democráticamente serían posibles, pero 
su estabilidad resultaba inviable si pretendían gobernar exclusi-
vamente para las mayorías que los habían votado. Los gobiernos 
populares podrían llegar al poder, pero mantenerse en el mismo 
dependería de defender o de no tocar los intereses de los actores 
con veto, especialmente de la élite agroexportadora, de cuya acti-
vidad económica dependían fuertemente los ingresos de divisas 
al país. Todo proyecto que pusiera en peligro la preeminencia de 
estos sectores era percibido como una amenaza a su superviven-
cia y activaba las alarmas de una posible destitución. Los derro-
camientos de Perón (1955), Frondizi (1962) o Illia (1966), pese a sus 
diversos factores explicativos, pueden considerarse ejemplos, con  
matices, de dicho patrón, como se muestra en la gráfica 1.

2. El inicio de un nuevo patrón en la dinámica 
político-institucional. Los golpes de 
Estado moderadores de las expectativas 
redistributivas de los sectores subalternos

Parafraseando al historiador Eric Hobsbawm (1999), podríamos 
decir que en términos políticos el siglo XX en Argentina también 
fue corto. Empieza en 1916 y termina en 1983. Su característica 
fundamental es la inviabilidad de una democracia que nace como 
un intento por mejorar la vida de los sectores más desfavoreci-
dos. Dichas aspiraciones llegan al poder con Yrigoyen, pero son 

19	 Concepto que hace referencia a un sendero o patrón que determina 
el comportamiento de los agentes. Puesto en términos simples, una 
dependencia del patrón supone que “el factor con mayor poder explicativo 
de lo que va a pasar, es lo que acaba de suceder” (North, 1993).
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interrumpidas en 1930. La coyuntura crítica que se abre a partir 
de la democratización electoral y la llegada al poder de una op-
ción política mayoritaria no definen, como era esperado, una 
trayectoria democrática sino, por el contrario, un sendero de 
conflictividad e inestabilidad institucional sin parangón a nivel 
mundial en ese periodo. 

El golpe militar de 1930 representó un giro de timón de conse-
cuencias perdurables para la dinámica institucional de la política 
argentina. Los sectores conservadores, que habían perdido el po-
der político con la llegada de la democracia, pero que mantenían 
su poder sobre los resortes de la economía, debían recuperar el 
manejo del Gobierno y/o hacer inviable cualquier proyecto de 
cambio. Los asuntos públicos no podían quedar en manos de la 
chusma yrigoyenista ni del pueblo de Perón. La economía política 
no estaba lista aún, y no lo estuvo por mucho tiempo —como lo 
demuestran las coyunturas críticas descritas a continuación y 
los sucesivos golpes militares ocurridos durante el periodo—,20 
para una política económica democrática.21

20	 Probablemente, sigue sin estar lista a la luz del desempeño económico de 
la democracia en estas últimas cuatro décadas, pero la democracia sí está 
lista, al menos sus élites, para una política económica menos incluyente.

21	 Entiendo por política económica democrática aquella que está supuesta 
en el modelo de la o el votante mediano o, si se quiere, votante modal. Si 
la o el ciudadano más frecuente (el mayoritario) tiene un ingreso bajo, la 
llegada al Gobierno de un partido representativo de sus intereses supondrá 
una política económica redistributiva. Sin embargo, en sociedades 
desiguales, el poder político e institucional de las élites (cuantitativamente 
minoritarias, pero cualitativamente influyentes) será decisivo para imponer 
un veto a dichas aspiraciones. Frente a este conflicto, hay dos posibles 
salidas. Una negociación que conduzca a un acuerdo orientado a la 
moderación de las aspiraciones redistributivas que sea aceptable para las 
élites o un intento de imponer las preferencias de la mayoría, en contra 
de los intereses de las últimas. Esa segunda estrategia puede verse —y de 
hecho sucede— entorpecida por las élites económicas, que en economías 
con modelos de acumulación basados en activos móviles pueden retirar sus 
activos y provocar golpes de mercado, limitando la capacidad redistributiva 
de las políticas tributarias o, por el contrario, provocando la interrupción del 
Gobierno, fundamentalmente a través de golpes de Estado (Boix, 2003).
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Gráfica 1
Evolución de la democracia electoral y la igualdad 
socioeconómica*
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* El indicador utilizado para medir (des)igualdad es provisto por el estudio 
Varieties of Democracy (V-Dem, 2023). Su fuente es subjetiva (la opinión de 
expertos) y refiere a la variable “Igualdad entre clases sociales respecto al 
ejercicios de sus derechos civiles”.
Fuente: Elaboración propia con base en datos de V-DEM (2023).

La gráfica 1 presenta las múltiples transiciones hacia la demo-
cracia experimentadas en Argentina desde 1916 en adelante y su 
impacto sobre el nivel de igualdad en el ejercicio de los derechos 
entre los miembros de distintas clases sociales (V-Dem, 2023). Este 
dato, a menudo subestimado, no es de menor importancia para 
entender la inviabilidad de la democracia a largo plazo durante 
los años previos y posteriores a la Segunda Guerra. Si analizamos 
la performance de América Latina, no encontramos otro caso de 
un país en el que el advenimiento de la democracia represente un 
impacto tan inmediato sobre la ciudadanización de los sectores 
sociales subalternos. De hecho, probablemente la estabilidad de 
la democracia durante el periodo posterior al 83 haya sido posible 
porque el impacto redistributivo de los nuevos tiempos democrá-
ticos fue claramente regresivo (Altimir y Beccaria, 2000). Dicho 
de otra forma, los intereses de las élites económicas enfrentan 
un menor riesgo de confiscación o redistribución, puesto que la 
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moderación de la política democrática en los gobiernos de la ter-
cera ola es más favorable para el mantenimiento del statu quo. 

2.1. La década infame y la emergencia del peronismo  
(1930-1943)

Durante la década de 1930, los conservadores —agrupados en 
torno a la figura del general Agustín P. Justo y de la Unión Cívica 
Radical antiyrigoyenista— se sucedieron en el poder a través de 
elecciones fraudulentas. La llamada Década Infame, en la cual 
los ciudadanos “votaban mal, pero elegían bien”, se caracterizó 
por una reconversión de la economía de acuerdo con el nuevo 
contexto internacional, condicionado por el proteccionismo y el 
cierre de los mercados a las tradicionales exportaciones agrope-
cuarias del país (Rapoport, 2005). En esas condiciones, Argentina 
trató de reforzar su papel de país exportador de materias primas, 
aumentando su dependencia con el mercado británico y garan-
tizando así el beneficio de las élites agrícola-ganaderas. No obs-
tante, durante el gobierno del general Justo (1932-1938) se inició 
un proceso de reconversión económica basado en la promoción 
del mercado interno a través de ciertas actividades industriales, 
lo que provocó una movilidad horizontal significativa del campo 
a las ciudades. Así, la consolidación de un nuevo actor social, los 
obreros urbanos, y su creciente protagonismo en la economía del 
país serían el caldo de cultivo necesario para el surgimiento de 
una nueva fuerza política que desbordaría los estrechos límites 
del sistema político elitista emergido del golpe militar de 1930: el 
movimiento peronista (Murmis y Portantiero, 2018).

Luego de iniciada la Segunda Guerra Mundial, las grietas al 
interior de la coalición gobernante se hicieron indisimulables. 
Las denuncias de corrupción y venalidad en el manejo de la cosa 
pública son los argumentos centrales plasmados en la narrativa 
del Grupo de Oficiales Unidos (GOU) para justificar el golpe mili-
tar en 1943. A pesar de su carácter castrense, el nuevo régimen se 
proponía “buscar la unión del pueblo y restituirle sus derechos” 
(Rapoport, 2005, p. 285). Es en esta coyuntura que comienza a ad-
quirir mayor influencia uno de los militares más encumbrados del 
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nuevo Gobierno. Particularmente carismático y con una clara am-
bición de poder (que se manifestaría rápidamente), Juan Domingo 
Perón es nombrado secretario de Trabajo y Previsión, y desde ese 
puesto —en principio inocuo y poco importante— comienza a 
tomar medidas que impactan directamente en las condiciones 
laborales de los sectores obreros (Romero, 2013). 

Dado su pragmatismo que lo mantiene equidistante de los di-
versos grupos que componen el Gobierno, un año después del gol-
pe, Perón es nombrado ministro de Guerra (además de mantener 
su puesto al frente de la Secretaría de Trabajo), y unos meses más 
tarde, vicepresidente de la Nación. A partir de ese momento, Perón 
desplegará su influencia en diversas ramas del Gobierno y tam- 
bién entre la oficialidad, lo que le ganó muchos adeptos, pero 
también importantes enemigos. Su mayor base de apoyo serán 
los sectores obreros, quienes para entonces ya estaban disfru-
tando de los efectos de las medidas adoptadas por Perón desde 
la Secretaría de Trabajo y Previsión.

Con el fin próximo de la Segunda Guerra, los partidos políticos, 
los sectores empresariales y especialmente las élites agroexporta-
doras —aliadas tradicionales de Inglaterra— comenzaron a cues-
tionar la legitimidad del Gobierno militar, así como sus medidas 
nacionalistas y su discurso antiliberal.22 Ante la presión opositora 
e internacional, el Gobierno militar declaró la guerra a Alemania 
un mes antes del final del conflicto. Debido a la creciente tensión 
política interna, unos pocos meses después, el Gobierno anun-
ció la convocatoria a elecciones generales para fines de ese año 
(1945). Sin embargo, la polarización no disminuyó. La Marcha por 
la Constitución y la Libertad, realizada en septiembre, convocó a 
una multitud de ciudadanos opositores al régimen militar. Desde 
diversos ámbitos, periodísticos e institucionales, y gracias al apo-
yo de militares disidentes, fue aumentando la presión hacia el 
Gobierno para lograr la destitución de Perón, figura emblemática 
del régimen, quien finalmente renunció el 9 de octubre de 1945 
y fue detenido.

22	 Que se expresaba también en la ambigüedad de su política exterior frente  
a los bandos en combate en la Segunda Guerra Mundial.
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A raíz de estos sucesos, la Central de Trabajadores convocó a 
una huelga general para el día 18 de octubre en repudio a la deten-
ción de su líder político. Un día antes, el 17 (conocido y festejado 
a partir de allí como el día de la lealtad), una masa gigantesca de 
trabajadores fue movilizándose con el correr de las horas des-
de los suburbios —el cordón industrial donde se encontraban 
la mayor parte de las fábricas y talleres— hacia el centro de la 
capital del país. La muchedumbre se dio cita en la mítica Plaza 
de Mayo frente a la casa de Gobierno al grito de “Perón, Perón”, 
solicitando la liberación de su líder. El aluvión zoológico, como se 
llamó peyorativamente a la multitud obrera autoconvocada, hizo 
sonar las alarmas del Gobierno y logró finalmente su objetivo: la 
liberación del coronel arrestado. De tal manera, y gracias al apoyo 
popular, Perón recuperó su lugar en el Gobierno y desde aquel 
día quedó virtualmente definida su candidatura a las elecciones, 
concertadas para febrero de 1946.23

Las elecciones de 1946 fueron las más polarizadas de la histo-
ria hasta ese momento. Perón, candidato del Partido Laborista, 
se enfrentó a una coalición de partidos amplia y heterogénea 
(entre los cuales estaban conservadores, liberales, pero también 
un sector de la Unión Cívica Radical y los partidos Socialista y 
Comunista). La coalición se denominó Unión Democrática y contó 
con el apoyo explícito de buena parte de los medios de comu-
nicación, la Sociedad Rural y las organizaciones patronales. A 
ellos se unió también el Gobierno de Estados Unidos, a través del 
activismo de su embajador, Spruille Braden,24 cuya intervención 

23	 Aunque se considera que la campaña fue limpia, ocurrieron algunos 
incidentes violentos durante la misma que fueron provocados 
principalmente por la gran polarización. Hacia el final de la campaña 
electoral, sectores ligados a la tradicional Sociedad Rural, junto con 
partidarios de la UCR y el Partido Liberal de Corrientes, planearon un 
atentado contra la vida de Perón en dicha provincia, el 3 de febrero de 1946.

24	 La campaña de la Unión Democrática fue apoyada mayoritariamente por los 
medios de comunicación, las élites tradicionales y el embajador de Estados 
Unidos. Menos de dos semanas antes de las elecciones, el 11 de febrero  
de 1946, se dio a conocer públicamente una iniciativa oficial del Gobierno de  
Estados Unidos, identificada como el Libro Azul, en el que se proponía la 
ocupación de Argentina por fuerzas militares regionales encabezadas por 
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—paradójicamente— terminó inclinando la balanza a favor de 
Perón. El 26 de febrero de 1946, la fórmula Perón-Quijano ganó 
las elecciones con un 53.7% de los votos frente al 45.6% obtenido 
por el binomio Tamborini-Mosca. 

2.2. El peronismo en el poder. El segundo intento de una 
democracia plebeya 

Con la victoria de la fórmula Perón-Quijano para el periodo de 
1946-1952, en elecciones libres e íntegras (Romero, 2013), se abre 
una nueva coyuntura crítica, una nueva oportunidad de redirec-
cionar el path-dependence iniciado en 1930. Desde la llegada del 
peronismo al poder, el sistema político argentino vuelve a in-
cluir, como lo intentó Yrigoyen en su momento, los intereses y 
demandas de los sectores sociales más desfavorecidos. Como bien 
lo señalan Murmis y Portantiero (2018) en su estudio seminal, 
fueron los obreros, actores sociales emergentes de la incipiente 
industrialización, quienes hicieron posible la victoria y posterior 
consolidación del movimiento peronista.25

el país norteamericano, a la vez que se exigía la inhabilitación de Perón para 
ser candidato. La respuesta de Perón fue la publicación del Libro Azul y 
Blanco (en referencia a los colores de la bandera argentina) e hizo público 
un eslogan que establecía una disyuntiva contundente a la hora de votar: 
“Braden o Perón”. Se presume que este episodio tuvo una incidencia 
determinante en sectores de la ciudadanía que definieron el triunfo del  
líder militar.

25	 La sociedad argentina se había transformado en su conformación, en su 
estructura económica y en sus dinámicas de movilidad horizontal. Sin 
embargo, no fue sino hasta la llegada de Perón al frente del Estado que 
dichos cambios se tradujeron en leyes y medidas de gobierno. En términos de  
políticas públicas, el peronismo (que se puede situar específicamente 
en el momento en que Perón se hace cargo de la Secretaría de Trabajo y 
Previsión) representa un cambio significativo respecto de los gobiernos 
conservadores de la década previa y, por tanto, una amenaza para el estatus 
de los grupos acostumbrados a detentar el poder político y económico del 
país. Una amenaza similar, aunque más importante, la que representó el 
gobierno de Hipólito Yrigoyen unas décadas atrás.
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El peronismo representa un parteaguas en la historia polí-
tica y social de la Argentina contemporánea. En términos so-
cioeconómicos, Perón institucionalizó la idea de justicia social 
como objetivo primordial de su Gobierno. En primer lugar, con 
la incorporación de los derechos sociales a la Constitución, en la 
reforma de 1949. Seguidamente, con la creación de una amplia 
institucionalidad social, propia de países con estados de bienes-
tar y presupuestos públicos mucho más extensos que aquellos 
con los que cuenta un país en vías de desarrollo. Si bien Perón 
era un líder pragmático, deseoso de evitar conflictos innecesarios 
con los factores de poder,26 buena parte de su obra de gobierno 
estuvo orientada al reconocimiento y garantía de los derechos 
sociales para los sectores obreros. Más allá de sus convicciones y 
del empuje de Evita,27 quien fue la abanderada de muchas de las 
medidas y programas sociales, Perón entendió que la base de  
su apoyo electoral eran los asalariados y mantener ese apoyo re-
quería de políticas públicas orientadas a transformar sus necesi-
dades en derechos.28

26	 Así lo demuestran buena parte de sus discursos en reuniones con sectores 
empresariales, fundamentalmente.

27	 Eva Duarte, “Evita”, fue la segunda esposa de Perón, a quien conoció en  
1944 a raíz del terremoto ocurrido en la ciudad de Caucete, provincia  
de San Juan. Desde su trabajo en la Fundación Eva Perón, Evita, una joven de  
origen humilde que antes de conocer a Perón trabajaba como actriz de 
radionovelas, fue la abanderada de muchas de las estrategias diseñadas 
para atender las demandas y necesidades de las y los trabajadores. Se 
convirtió también en la imagen de lo que las élites tradicionales y ciertos 
sectores de la clase media consideraban el arribismo de quienes no tenían 
derecho a detentar el poder. Su temprana muerte a raíz de un cáncer, en 
1952, representó también un punto de quiebre en la orientación política del 
Gobierno, que adquirió un rumbo más moderado respecto de su trayectoria 
inicial (Navarro, 2009).

28	 La frase que pasó a la posteridad pertenece a Eva Perón, y dice “Allí donde 
hay una necesidad, nace un derecho”. Evita estaba a cargo de la Fundación 
Eva Perón, desde la cual llevó adelante múltiples programas asistenciales 
dirigidos a las mujeres y a los sectores obreros. Unos años antes del famoso 
estudio de Marshall, en el que se reconocía a los derechos sociales como 
una tercera dimensión de la ciudadanía, el Gobierno argentino creó una 
institucionalidad social que buscaba garantizar las condiciones para  
su ejercicio.
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Para poder construir y sostener este nuevo andamiaje social, 
Perón se aprovechó de una situación financiera benevolente, al 
menos durante sus primeros años en el Gobierno. Sin embargo, 
los conflictos de la posguerra no tardaron en poner a la econo-
mía argentina en aprietos (Rapoport, 2005; Romero, 2013). Por un 
lado, la inconvertibilidad de la libra esterlina impidió a Argentina 
cobrar la deuda que contrajo el Gobierno británico por la com-
pra de materias primas que sostuvieron a su población durante 
la guerra.29 Por el otro, las relaciones con el Gobierno de Estados 
Unidos se encontraban en un momento de franco deterioro. El 
país del norte estaba decidido a castigar la ambigüedad de la polí-
tica exterior argentina durante la guerra, intentaba debilitar a un 
Gobierno cuyo presidente postulaba una tercera posición en polí-
tica exterior, equidistante de los dos polos emergentes durante el 
nacimiento de la Guerra Fría.30 A partir de 1949, Estados Unidos 
implementa el Plan Marshall para el financiamiento de la recons-
trucción socioeconómica de los países de Europa Occidental,  
e impide a los países beneficiarios usar fondos del plan para com-
prar productos provenientes de Argentina. Como consecuencia 
de ello, los términos de intercambio se deterioraron, la inflación 
subió y el descontento entre los sectores disidentes —partidos 
de oposición, élites agroexportadoras y la opinión pública—  
comenzó a crecer. La respuesta de Perón, especialmente luego 
de la muerte de Evita en 1952,31 fue una mezcla de radicalización 
discursiva y moderación programática.

En los años siguientes, si bien la inflación disminuyó, los sig-
nos de agotamiento del modelo económico no tardaron en apa-
recer. La crítica opositora aumentó y Perón intervino medios de 

29	 La fórmula que encontró el gobierno de Perón para cobrar esa deuda 
fue la nacionalización de los ferrocarriles y empresas de servicios públicos, 
hasta ese momento en manos de compañías inglesas. Esta necesidad (que 
surgió por la imposibilidad de cobrar la deuda en efectivo) fue publicitada 
políticamente como una virtud del Gobierno y festejada por la ciudadanía 
en las calles.

30	 El lema era “Ni yanquis ni comunistas: peronistas”.
31	 En la reforma constitucional de 1949, el Congreso introdujo la posibilidad  

de la reelección del presidente, por lo que, en las elecciones de 1951, Perón 
es reelegido para el periodo 1952-1958.
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comunicación y neutralizó la disidencia política a través del en-
carcelamiento de líderes opositores (Mainwaring y Pérez Liñán, 
2013). En ese contexto, y gracias al apoyo de sectores de la clase 
media y de la élite agroexportadora, en 1955 se fraguan dos in-
tentos de golpe de Estado. El primero, ocurrido el 16 de junio, 
toma al Gobierno por sorpresa, pero es repelido por un sector leal 
del Ejército. El segundo tuvo lugar tres meses después y resultó 
exitoso. Perón termina en el exilio, donde permanecerá durante 
17 años. Durante ese tiempo, se proscribe a su partido, se impide 
su participación en toda competencia electoral y se prohíbe toda 
alusión al líder. El poder cambiaba de manos una vez más, pero 
la trayectoria iniciada en 1930 de polarización y falta de entendi-
miento entre los detentadores del poder económico y los posee-
dores de los votos se mantenía y agudizaba. 

2.3. 1955-1983: La democracia imposible. La dinámica 
centrífuga de la política argentina en la división 
peronismo-antiperonismo

Es difícil encontrar un periodo de la historia argentina al que se 
le hayan aplicado tantas metáforas como el iniciado en 1955 con 
el derrocamiento del presidente Perón. Si para sus protagonistas 
y las generaciones que los precedieron fue una “revolución liber-
tadora” o “fusiladora”, según el cristal con el que se miraba, para 
los estudiosos que intentaron comprenderla se abrió un nuevo 
periodo histórico que fue descrito en términos diversos: “semi-
democracia” (Mainwaring y Pérez Liñán, 2013) por la proscrip-
ción del peronismo; “parlamentarismo negro” por el ejercicio de 
la política fuera de los canales institucionales (Cavarozzi, 1985); 
“empate” porque cada uno de los actores tenía capacidad para 
bloquear los proyectos de sus adversarios pero era incapaz de 
realizar los suyos; o “juego imposible” (O´Donell, 1972) dadas las 
dificultades de ganar elecciones sin contar con el voto peronista, 
y/o de permanecer en el Gobierno sin el apoyo del Ejército que, 
en su rol garante de la legalidad constitucional, determinaba a su 
vez la prohibición del peronismo (Tcach, 2003, p. 19).
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La característica central de este periodo es la extrema polarización 
en torno a la división peronismo-antiperonismo y, por tanto, la  
imposibilidad de instaurar una democracia representativa  
estable. Luego del golpe militar que derrocó a Juan D. Perón inte-
rrumpiendo su segundo mandato en 1955, los militares a cargo del 
Gobierno buscaron erradicar de la faz de la tierra todo simbolismo 
y/o vestigio de identidad (incluyendo la censura al uso del lengua-
je) asociado al movimiento. En tal sentido, la proscripción política 
del Partido Justicialista, que impedía su participación en las elec-
ciones (tanto locales como federales), era una cláusula inviolable. 
No obstante, la alta adhesión que el peronismo mantenía entre la 
ciudadanía —y que fue creciendo en el imaginario social como 
consecuencia de la proscripción— corroía la legitimidad y, por  
tanto, la estabilidad de cualquier Gobierno surgido de elecciones 
en las que una proporción significativa de la población no podía 
votar a su primera preferencia política.32

A partir de la inestabilidad recurrente derivada del juego  
imposible ya descrito (sin el peronismo no hay legitimidad, pero 
con el peronismo se viola la legalidad), el sociólogo Torcuato Di 
Tella (1972) propuso que “en una estructura social compleja como 
la Argentina, se multiplicaban los centros de poder”. Puesto en 
términos de Dahl (1989), ello significaba una sociedad propicia a 
la poliarquía. Sin embargo, esto no ocurrió. El empate hegemónico 
entre quienes contaban con el apoyo popular y quienes maneja-
ban los resortes del poder económico estaba, a su vez, contamina-
do por una extrema desconfianza que dificultaba su coexistencia. 
La polarización afectiva mucho más que ideológica condujo a la 
formación de un sistema político caracterizado por una “plura-
lidad de centros de poder antagónicos” y por una “endeblez de 
las prácticas de convivencia institucional” (Dawyd, 2012a, p. 78). 

32	 “La concepción de ‘juego imposible’ hacía hincapié en que después de 
1955 la polarización política entre peronismo y antiperonismo, mientras 
proscribía al peronismo de las elecciones y los militares se reclamaban 
árbitros de las mismas, hizo imposible para los partidos no peronistas jugar 
un juego que sólo acentuaba sus premisas excluyentes, y que sólo llegó a su 
fin en 1966 cuando un actor, una vez más del sector militar, se asumió como 
única instancia con capacidad de veto, anulando a los viejos jugadores” 
(Dawyd, 2012a, p. 75).
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El juego imposible que caracterizó a la política desde 1955 
incluyó tres golpes de Estado (el de 1955 a Perón, un segundo  
a Arturo Frondizi en 1962, quien a raíz de su coqueteo con el pe-
ronismo como estrategia para ganar legitimidad, debió enfrentar 
32 planteamientos militares en cuatro años, y el tercero contra 
Arturo Illia en 1966, quien duró sólo tres años en el cargo) y pro-
vocó la radicalización de la disidencia social (especialmente de 
la juventud peronista y de quienes simpatizaban con la izquierda 
revolucionaria que proliferaba en América Latina). 

Un contexto mundial efervescente en el que la Revolución 
cubana, los procesos de descolonización y las crisis de legitimidad 
explicitadas por la ciudadanía en los centros de poder occidenta-
les fueron el marco propicio para la organización y crecimiento 
de la insurgencia. Así, en 1969, luego de una pueblada de grandes 
proporciones, conocida como el Cordobazo y encabezada por los 
sindicatos más poderosos del país, la solución militar instaura-
da en 196633 entró nuevamente en crisis. Frente a ello, en 1971, 
el presidente Lanusse, de origen militar, convoca a los partidos 
para la conformación de un Gran Acuerdo Nacional (GAN) que 
hiciera posible la liberalización del régimen político y una nueva 
convocatoria a elecciones, ahora sí con la participación legal del 
peronismo (Roldán, 2020).34

En 1972 comienza un proceso de apertura que da lugar a un 
mayor protagonismo por parte de los partidos políticos, y espe-
cíficamente a sus líderes más emblemáticos: Ricardo Balbín por 
la Unión Cívica Radical y Juan Domingo Perón. Transitar por el 

33	 El Gobierno militar de Juan Carlos Onganía, surgido del golpe de Estado 
contra el presidente Arturo Illia, había tenido como ejemplo el golpe 
ocurrido en Brasil en 1964 contra João Goulart, que se alejaba de la lógica 
moderadora y que asumía una propuesta restauradora de la sociedad 
desde sus cimientos. Sin embargo, la rebelión social liderada por sindicatos 
combativos mostró los límites de esa solución en el contexto argentino.

34	 El cambio generacional, el cuestionamiento de las opciones militares y el 
reconocimiento por parte de los dirigentes políticos no peronistas de la 
imposibilidad de consolidar una democracia que desconociera a un partido 
que representaba a casi la mitad del electorado abren las puertas para la 
legalización del Partido Justicialista (PJ) y, junto con ello, al regreso de Perón 
desde el exilio.
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cauce institucional de la democracia resultaba, sin embargo, una 
aspiración no exenta de complejidades. Dada la alta conflictivi-
dad social, de manera paradójica, durante este breve periodo las 
dinámicas se invirtieron. La moderación de las élites partidistas 
fue desbordada por el extremismo de los actores sociales (organi-
zaciones guerrilleras, sindicatos, grupos paramilitares).

En los cuatro años que van de 1972 a 1976 (fecha del último gol-
pe militar), la disposición y convicción mostrada por los partidos 
en torno a la necesidad de instaurar un juego democrático que 
favoreciera la moderación como principio de Gobierno era mi-
noritaria. La intransigencia de los grupos guerrilleros, sus actos 
de violencia política y sus consignas revolucionarias represen-
taban nuevamente una amenaza para los defensores del statu 
quo. No se trataba ya de un juego político excluyente, sino de una 
lucha armada cuya radicalidad ponía en peligro la vigencia del 
orden institucional. En ese contexto, las Fuerzas Armadas seguían 
siendo un actor con capacidad de veto y de modificar, por tanto, el 
rumbo de los acontecimientos (Mainwaring y Pérez Liñán, 2013). 

En 1973, y como resultado del proceso de apertura, el pero-
nismo (PJ) retornó al poder. En ese momento, terminaron de ex-
plicitarse las divisiones presentes al interior del movimiento. En 
un extremo, la juventud peronista abanderaba una postura de 
cambio radical frente al sistema político heredado. Por el otro, los 
sindicatos congregados en torno a la Confederación General del 
Trabajo (CGT) reclamaban su preponderancia en el movimiento 
por haber sido el actor social que concentró la representación de 
los intereses de la clase obrera durante el exilio de Perón. En ese 
contexto, la presencia del líder era el único factor aglutinante que 
neutralizaba temporalmente la dinámica centrífuga promovida 
por ambos polos. La muerte de Perón, el 1o de julio de 1974, fue 
el detonante de un proceso de radicalización que hizo inviable, 
una vez más, el procesamiento institucional de los conflictos. El 
descontrol de la economía a partir de 1975 hizo el resto. El 24 de 
marzo de 1976, una vez más los militares entraban en escena. 
La dictadura más cruenta (por sus métodos de represión de la 
disidencia) y más profunda (por los efectos duraderos de sus po-
líticas) de la historia argentina se hacía con el poder. Una vez más, 
aunque de modo diferente a las anteriores, las Fuerzas Armadas 
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llegaban a restaurar el orden político en el país, ante la aquiescen-
cia resignada de la clase política y de un sector no desdeñable 
de la ciudadanía (Franco, 2015). Argentina sería un país diferente, 
lacerado, endeudado y debilitado en su tejido social y productivo 
hacia el final de la dictadura. 

3. La democracia como un nuevo equilibrio, 
1983-2023

La sangrienta dictadura militar instaurada en 1976 fue el co-
rolario de una época, pero su inevitable fracaso representó el 
puente con la era democrática por venir. Durante los siete años 
y medio que duró el Gobierno de facto, se prohibió toda actividad 
político-partidista, se cometieron graves abusos y violaciones 
a los derechos humanos (entre los cuales figura la desaparición 
de miles de personas), se endeudó al país como nunca antes y el 
promedio anual de inflación fue el más alto del que se tuviera regis-
tro hasta el momento. Como si aquello fuera poco, la junta militar 
condujo al país a una derrota bélica humillante y evitable en la que 
murieron centenares de jóvenes que fueron enviados a pelear sin 
la mínima preparación a un territorio inhóspito del Atlántico Sur 
(las Islas Malvinas), que dinamitó además los enormes avances 
que la diplomacia argentina había alcanzado durante la década 
previa en el Comité de Descolonización de Naciones Unidas.

Luego de la guerra, el agotamiento social fue transformán-
dose paulatinamente en apertura, proactividad de los partidos 
políticos y organización ciudadana. Tal como había pasado una 
década atrás, el mismo Gobierno militar fue quien se compro-
metió a generar las condiciones para una transición política hacia 
un régimen competitivo. 

La democracia instaurada a fines de 1983 es el inicio de un nue-
vo equilibrio en la política argentina. Los conflictos, especialmente 
los distributivos, no acabaron con la democracia y por momentos 
se agudizaron, pero su resolución adquirió —incluso en momen-
tos de crisis agudas de gobernabilidad— una lógica diferente a 
partir de ese momento. 
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Gráfica 2
Polarización política y democracia liberal en  
Argentina 1900-2023
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de V-Dem (2023).

Tal como lo plantea Linz (1994), el régimen democrático es, 
primero que nada, el resultado del compromiso de los actores po-
líticos relevantes con la adopción y respeto de reglas creadas para 
encapsular y resolver pacíficamente sus conflictos (Mainwaring 
y Pérez Liñán, 2013). En democracia, el acuerdo intertemporal 
que gobierna el conflicto político se basa en la posibilidad real que 
tienen diversos actores políticos de ganar en el siguiente turno 
electoral. En tal sentido, la derrota ya no es un drama ni la vic-
toria es un delito (Przeworski, 1995). Un indicador de ello para el 
caso argentino es la disminución significativa de los niveles de 
polarización expresados a partir de 1983 con respecto a las épocas 
previas (gráfica 2).

Tal como lo muestra la gráfica 2, la polarización política (línea 
superior) presenta una trayectoria contrastante con la evolución 
de la democracia electoral. Mientras que los breves interregnos 
democráticos suponen una moderación del conflicto político (ex-
cepto en los años de proscripción del peronismo), las interrup-
ciones o golpes militares produjeron en Argentina una mayor 
radicalización. En 1930, luego del golpe a Hipólito Yrigoyen, la 
polarización aumenta de manera significativa y, salvo un breve 
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periodo —que coincide con el primer gobierno de Perón—, no 
volverá a disminuir y de hecho aumentará de forma extrema hasta 
la implosión del régimen autoritario y la llegada del actual régi-
men democrático. 

Si tal como fue analizado durante el documento, la polariza-
ción extrema que hizo imposible el procesamiento de demandas 
e intereses por vías institucionales puede explicarse, en buena me-
dida, a partir de la imposibilidad de coexistencia entre actores cuya 
presencia amenazaba la supervivencia de los otros, los motivos 
detrás de la caída de la polarización asociada a la vigencia de la 
democracia liberal a partir de 1983 deben ser aún constatados 
(Mainwaring y Pérez Liñán, 2013; Gervasoni, 2014).

3.1. Un juego político centrípeto. El compromiso de Alfonsín 
con la democracia y la cooperación del peronismo

“Iniciamos todos hoy una etapa nueva de la Argentina”. Éstas fue-
ron las palabras de Raúl Alfonsín luego de tomar protesta como 
presidente constitucional del país, el 10 de diciembre de 1983. 
Y fueron premonitorias, al menos en términos institucionales. 
Exactamente a cuatro décadas de ese discurso, Argentina sigue 
siendo un país democrático y los gobiernos de facto (que estuvie-
ron en el poder 34 de los 53 años previos a 1983) son parte de un 
pasado al que el país, en su mayoría, no quiere regresar. 

Alfonsín tuvo, como mínimo, tres grandes logros políticos du-
rante su gestión de casi seis años. El primero fue la subordinación 
de las Fuerzas Armadas a la autoridad del Gobierno democrático. 
Ello se logró tanto a través del inédito juicio a las juntas militares, 
ocurrido en 1985 —por el que se procesó y sancionó penalmente a 
los comandantes de las fuerzas responsables de las violaciones 
a los derechos humanos ocurridos durante la dictadura (1976-
1983)—, como a través de la negociación política de las leyes de 
Punto Final, en 1986, y Obediencia Debida, en 1987. Estas leyes 
fueron, entre otras cosas, concesiones que debió hacer el presi-
dente frente a los planteamientos militares que intentaban poner 
en jaque y, en algún caso, destituir a su Gobierno. Si bien al interior 
de la corporación militar seguirían teniendo cierto protagonismo 
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los sectores rebeldes, el precedente establecido por Alfonsín fue 
determinante para la emergencia de una oficialidad leal a la de-
mocracia, cuya preeminencia terminó de plasmarse durante el go-
bierno del sucesor de Alfonsín, Carlos Menem (Jaunarena, 2011).

El segundo logro del primer Gobierno democrático fue haber 
estimulado y encolumnado a la sociedad civil detrás de su lide-
razgo. Durante las tres sublevaciones militares que Alfonsín debió 
enfrentar durante su mandato (abril de 1987, enero y diciembre 
de 1988), la sociedad civil llenó la Plaza de Mayo en la primera y 
repudió a los militares rebeldes frente a sus cuarteles en las otras 
dos. Con su liderazgo, Alfonsín transformó la antigua aquiescen-
cia de la ciudadanía a los golpes militares en un rechazo explícito 
a cualquier planteamiento que pusiera en peligro la democracia 
(Jaunarena, 2011). 

El tercer gran logro de Alfonsín fue su exitosa apuesta por la 
construcción de consensos al interior del Poder Legislativo. Si 
bien su mayoría inicial en la Cámara de Diputados era insuficiente 
para imponer su agenda dado el predominio del peronismo en el 
Senado, este periodo fue probablemente el primero de la historia 
contemporánea en el que el debate parlamentario se transformó 
en fuente de mejores iniciativas, leyes y también vetos cuando las 
primeras resultaban inaceptables para la mayoría: 

La democracia aspira a la coexistencia de las diversas clases y actores 
sociales, de las diversas ideologías y de diferentes concepciones de 
la vida. Es pluralista, lo que presupone la aceptación de un sistema 
que deja cierto espacio a cada uno de los factores y hace posible así 
la renovación de los partidos y la transformación progresiva de la 
sociedad (Alfonsín, 1983, citado en Vitale y Dagatti, 2016, p. 77).

Esta impronta contribuyó a una mayor profesionalización de 
la labor política, y especialmente de la parlamentaria, al interior 
de los dos principales partidos políticos: la Unión Cívica Radical  
(radicalismo) y el Partido Justicialista (peronismo). Si bien en si-
tuaciones de crisis una parte de la ciudadanía ha rechazado abier-
ta y masivamente lo que considera una distancia excesiva de esa 
clase política respecto de los problemas cotidianos de la gente, 
fue, de hecho, ese mismo Congreso el que tomó las riendas del 
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país en las coyunturas más críticas, especialmente luego de la re-
nuncia de Fernando de la Rúa, a finales de 2001 (Di Marco, 2003). 

No obstante la importancia —en especial de largo plazo— de 
estos pilares que sostuvieron el proceso de construcción del edi-
ficio democrático argentino, el gobierno de Alfonsín no fue nada 
fácil. A su llegada al poder, Argentina debía encarar múltiples de-
safíos, luego de años de vaivenes institucionales y económicos. 
En particular, el peso de la deuda externa heredada fue una loza 
muy difícil de sobrellevar.

Al igual que en el mito de Sísifo, Alfonsín debía fortalecer  
la democracia satisfaciendo las demandas ciudadanas (cargar la 
piedra hasta la cima), mientras que las penurias económicas35 
y la resistencia de las corporaciones —especialmente la empre-
sarial, la eclesiástica y la militar, que fueron la coalición social 
de la dictadura— arrastraban la piedra hacia abajo, obligándolo 
a descender y subir una y otra vez. Mientras que la democracia 
implicaba un aumento en las expectativas de redistribución y ga-
rantía de derechos, la deuda externa y la inflación (componente 
distintivo de la economía argentina) lo obligaban a extremar las 
medidas de austeridad. El gobierno de Alfonsín fue presa de esta 
contradicción hasta el final de su mandato. 

Según datos del Centro de Población, Empleo y Desarrollo de 
la Universidad de Buenos Aires (CEPED-UBA), en octubre de 1982 
(14 meses antes de la asunción de Alfonsín) la pobreza en el Gran 
Buenos Aires (la zona de mayor densidad poblacional del país, 
donde vive poco menos de la tercera parte del país) llegaba a casi 
el 22% de los hogares, mientras que en el mismo mes de 1985  
(a menos de dos años de iniciado el mandato), había bajado al 
14%. Sin embargo, tanto el Plan Austral como el Plan Primavera, 
diseñados para contener la inflación y motorizar la actividad 
productiva, fracasaron (Roldán, 2020). Luego de la derrota en las 
elecciones intermedias de 1987 frente a una oposición peronista 
en ascenso, el último tramo del gobierno de Alfonsín —sin apoyo 

35	 Derivadas de la crisis de la deuda que afectó a los países de América Latina 
a partir de 1982 y de un sistema productivo debilitado por el modelo 
neoliberal de la dictadura militar.
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electoral, sindical ni empresarial, y con los militares cuestionando 
al poder civil— fue propio de un presidente sin autoridad.

Gráfica 3 
Evolución de la inflación durante el gobierno  
de Alfonsín (1983-1990)
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Gráfica 4 
Evolución del porcentaje de hogares en pobreza durante el 
gobierno de Alfonsín
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A raíz del deterioro de los indicadores económicos y del agota-
miento resultante de la conflictividad sindical (por la pérdida del 
salario) y militar (por las cada vez más frecuentes sublevaciones 
de un sector de la oficialidad), el 14 mayo de 1989 la Unión Cívica 
Radical (partido en el poder) perdió las elecciones presidencia-
les frente al peronismo (PJ). El candidato Carlos Saúl Menem, 
gobernador de la provincia de La Rioja, obtuvo el 47.5% de los  
votos, aventajando por 10 puntos al candidato oficialista Eduardo 
Angeloz. Si bien el traspaso de mando estaba programado para  
diciembre de 1989, los eventos económicos aceleraron los proce-
sos. A finales de mayo el deterioro de los salarios reales provocado 
por una inflación descontrolada del 114% mensual provocó sa-
queos a supermercados y enfrentamientos de la gente con la  
policía. El saldo fue de una veintena de personas muertas. En ese 
contexto, Alfonsín afirmaba: “ningún presidente tiene derecho 
a reclamar indefinidamente el sacrificio de su pueblo, si su con-
ciencia le indica que puede atemperarlo con el suyo personal” 
(Televisión pública, 2015, min. 2:50).

El 8 de julio de 1989, cinco meses antes de lo previsto, Raúl 
Alfonsín anticipaba el traspaso y entregaba el gobierno al nuevo 
presidente, Carlos Menem.

3.2. La reconversión neoliberal.  
Indulto a las Fuerzas Armadas y convertibilidad 
cambiaria durante los gobiernos de Carlos Menem  
y Fernando de la Rúa (1989-2001)

Menem fue el primer presidente democrático investido por otro 
presidente de su igual condición desde el año 1928 y el prime- 
ro en la historia en recibir el poder de manos de un político de otro 
partido. Asimismo, fue el mandatario que más tiempo ha deten-
tado la Presidencia de la Nación Argentina de manera continua: 
10 años, cinco meses y dos días.

Menem asumió la presidencia en medio de una crisis económi-
ca y de gobernabilidad. Por un lado, debía reducir la conflictividad 
social derivada de la escalada inflacionaria que acabó ese año con 
un aumento del 3,000% en el índice de precios al consumidor. Por 
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el otro, desarrollar instrumentos de política económica para dete-
ner la inflación y conducir al país por el camino del crecimiento, 
la revolución productiva y el salariazo, como lo había prometido 
en campaña. En el horizonte, quedaba también latente la cuestión 
militar.

Frente a este último reto, Menem optó por preservar la go-
bernabilidad con una estrategia opuesta a la de su predecesor. 
Lejos de implantar su autoridad a través de la profundización de 
la política de “Memoria, verdad y justicia”, el nuevo mandatario 
decretó un indulto que alcanzaba a los máximos responsables 
de la dictadura y que los eximió por los siguientes 15 años de las 
condenas establecidas en el juicio de 1985. Como resultado de 
ello, Menem “se gana” la lealtad de buena parte de la corpora-
ción militar. De tal manera, ante una nueva y última sublevación 
emprendida en diciembre de 1990 por un minoritario sector re-
belde (autodenominados carapintadas) del ejército, fueron los 
propios mandos militares quienes combatieron y redujeron a 
los sediciosos. Como resultado de ello y de la trágica muerte de un 
conscripto tres años después, Menem enviará al Congreso una ley 
para erradicar el servicio militar obligatorio, vigente desde 1901. 
Con su promulgación se reduce significativamente el presupuesto 
público destinado a las Fuerzas Armadas, que se transforman en 
un ejército mínimo y con poca capacidad de sublevarse (Roldán, 
2020, p. 45).

En términos económicos, a pesar de llegar al poder con discur-
sos productivistas y redistributivos, Menem fue, probablemente, 
el mayor representante de lo que Susan Stokes (2001) denominó 
neoliberalismo por sorpresa en América Latina. Consciente de las 
condicionalidades generadas por la deuda externa sobre la econo-
mía, y en el marco de un contexto internacional caracterizado por 
el fin de la Guerra Fría y la emergencia de Estados Unidos como 
nuevo poder hegemónico, Menem llevó adelante una estrategia 
doble: 1. En el ámbito externo, un alineamiento incondicional con 
Estados Unidos (al que su canciller Guido Di Tella llamó jocosa-
mente relaciones carnales) y 2. Una reforma profunda del Estado 
(a la que caracterizó como una cirugía mayor sin anestesia), de 
acuerdo con los lineamientos del Consenso de Washington (llama-
do así por ser la ciudad sede no sólo del Gobierno norteamericano, 
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sino también de los organismos financieros internacionales de 
crédito).36 La reforma implicaba la renuncia del Estado a áreas 
tradicionales de intervención que incluyeron a la seguridad social, 
la infraestructura y los servicios públicos, entre otras. La privati-
zación de cientos de empresas estatales tuvo un impacto positivo 
en los ingresos corrientes del Estado, así como sobre la calidad en 
la provisión de ciertos servicios, esto último a costa de un au-
mento de tarifas que afectaba de forma significativa el poder 
adquisitivo de los usuarios (Stuhldreher, 2003). 

Gráfica 5
Crecimiento del producto durante el gobierno de Menem
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Para cerrar el círculo del modelo neoliberal, el gobierno de 
Menem desreguló el mercado financiero y abrió la economía a 
los productos importados y a la inversión extranjera. El régimen 
monetario de convertibilidad instaurado en 1991, que establecía 
la paridad cambiaria entre el peso y el dólar, tuvo un impacto 
casi inmediato y la economía mejoró notablemente. Se redujo la 

36	 El Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM) y el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID).
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inflación a mínimos históricos y el ingreso per cápita pasó de 8,473 
dólares en 1989 a 10,880 dólares en 1999.

Si el recuerdo de la dictadura había entusiasmado a la ciuda-
danía con la democracia, la memoria de la reciente hiperinflación 
había reorientado las expectativas hacia lo que pudiera obtenerse 
en el mercado. Durante buena parte de la década de los noven-
ta, la satisfacción de las mayorías era provista por el consumo y 
no por la representación política. La resolución de los problemas 
públicos se transformó en responsabilidad de los particulares 
(Romero, 2013).

La primera etapa del gobierno de Menem reflejó una preemi-
nencia casi absoluta del Poder Ejecutivo sobre el Parlamento. La 
necesidad (publicitada como imperiosa) de sancionar instrumen-
tos jurídicos que redefinieron estructuralmente las relaciones so-
ciales y las pautas de acción de los actores económicos y sociales37 
implicaba necesariamente la concentración del poder de decisión 
en el presidente y sus ministros.38

Dado el impacto positivo de las políticas de privatización y 
convertibilidad sobre el crecimiento y la inflación, la legitimidad 
del gobierno de Menem llego a ser alta durante sus primeros años. 
Por tal motivo, y dada la buena relación vigente con Raúl Alfonsín,  
líder de la Unión Cívica Radical, Menem buscó modificar la Cons-
titución para introducir la reelección. En lo que se llamó el Pacto 
de Olivos, ambos líderes acuerdan los términos de la reforma. 
Además de la reelección (posible solamente para un segundo 
mandato), se introdujo la segunda vuelta electoral, se modificó 
el proceso de selección de los jueces —para lo que se introdujo un 
Consejo de la Magistratura—, se amplió la representación de los 

37	 La Ley de Reforma del Estado fue promulgada el 18 de agosto de 1989, 40 
días después de la llegada al poder, la Ley de Emergencia Económica fue 
sancionada el 15 de septiembre de 1989 y la Ley de Convertibilidad entró en 
vigor el 17 de febrero de 1991, luego de más de un año y medio de esfuerzos 
inútiles por controlar la inflación (Stuhldreher, 2003, p. 85).

38	 A este fenómeno, que tuvo lugar también en Brasil durante la presidencia de 
Collor de Melo, en Perú con Fujimori, O’Donnell (1994) le llamó democracias 
delegativas, puesto que la ciudadanía y sus representantes (legisladores) 
delegaban en la figura presidencial el poder de hablar y tomar decisiones en 
su nombre, en favor del (supuesto) bien de la nación.
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partidos minoritarios en las provincias con la introducción de 
un tercer senador (representante de la minoría) y se promulgó la 
autonomía de la ciudad de Buenos Aires, que dejó de ser territorio 
federal. 

Una vez votada la nueva Constitución en 1994, Menem tuvo 
el camino abierto para su reelección. La consiguió sin mayores 
problemas en las elecciones del año siguiente, venciendo por un 
margen de 20 puntos porcentuales a Octavio Bordón, candidato 
del Frente País Solidario (Frepaso), nueva fuerza política de corte 
progresista conformada fundamentalmente por peronistas disi-
dentes, descontentos con el giro neoliberal del menemismo.

Durante el segundo mandato de Menem, la política partidis-
ta —aletargada durante las reformas estructurales publicitadas 
como inevitables y promovidas en un clima delegativo— recobró 
nuevos bríos. Demandas de larga data que el menemismo no logró 
resolver y algunas otras que fueron surgiendo como consecuencia 
de las privatizaciones y la apertura de la economía comenzaron 
a ser parte de la agenda pública. En 1997, antes de las elecciones 
intermedias, la Unión Cívica Radical y el Frepaso constituyeron la 
Alianza, una coalición electoral de centro-izquierda constitui-
da para obtener el voto de los sectores de clase media y media 
baja, a quienes el deterioro y/o reemplazo de lo público había 
recortado empleos, inducido al cuentapropismo y aumentado su 
vulnerabilidad. Para estos grupos, el lujo y la ostentación de un 
Gobierno que había erosionado lo público, pero contaba con múl-
tiples denuncias de corrupción sin ningún culpable, representaba 
una (inaceptable) vulgaridad.39

Con un discurso basado en la transformación moral del Gobier-
no y en el regreso a formas republicanas propias de los primeros 
tiempos democráticos, pero que no cuestionaba la vigencia del 

39	 Carlos “El Indio” Solari es el líder de la banda musical Los Redonditos de 
Ricota. Su canción “Un poco de amor francés”, en una de las estrofas dice 
“el lujo es vulgaridad”. Si bien la frase se atribuye a la autoría de Solari,  
lo cierto es que hay dos cuentos de autores argentinos en los que  
aparece dicha frase: “Clave para un amor”, de Adolfo Bioy Casares (1954),  
y “Utopía de un hombre que está cansado”, de Jorge Luis Borges (1975)  
(Andújar, 2012).
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modelo económico sostenido por la convertibilidad, la fórmula 
De la Rúa-Álvarez se impuso por casi 20 puntos porcentuales en 
las elecciones presidenciales de octubre de 1999. El peronismo, 
sin embargo, hizo valer su penetración territorial, mantuvo su 
predominio en el Senado y en la gubernatura de la provincia de 
Buenos Aires (PBA), específicamente en el llamado Gran Buenos 
Aires (GBA), la zona conurbada a la Ciudad Autónoma de Bue- 
nos Aires (CABA) pero perteneciente a la provincia. Suele decirse 
que quien controla el Gran Buenos Aires (casi un tercio del total 
de los votos nacionales) controla la política nacional,40 y el pe-
ronismo controlaba a buena parte de las intendencias (alcaldías) 
del GBA. El desenlace del gobierno de De la Rúa puso a prueba la 
veracidad de dicha afirmación. 

3.3. La crisis del modelo neoliberal: debilitamiento  
de la democracia y movilización popular

Durante su segundo mandato, el gobierno de Menem empezó a 
sentir los coletazos de las diversas crisis financieras ocurridas 
en mercados emergentes similares al argentino. México en 1995, 
Indonesia en 1997, Rusia en 1998 y Brasil en 1999 vieron cómo sus 
monedas se devaluaban al ritmo que los inversores extranjeros 
retiraban los capitales de sus mercados. La caída de Argentina, 
salvo por un milagro, era cuestión de tiempo. 

Los datos económicos así lo avizoraban. Durante los años del 
menemismo la deuda externa se triplicó (de 65,000 a 151,000 
millones de dólares) y la producción industrial se redujo de un 
42% a un 26% del producto interno bruto (PIB). Durante este 
periodo, Argentina se enfrentó por primera vez en su historia a 
un fenómeno inédito: la desocupación masiva. Según la Encuesta 
Permanente de Hogares del INDEC, entre 1989 y 1995, el porcen-
taje de trabajadores desocupados paso del 5% al 17% (Tarricone, 
2015). En términos sociales, los movimientos de desocupados 

40	 El peronismo hizo del GBA un bastión a lo largo de su historia y sólo perdió 
la gubernatura de la provincia (PBA) en dos ocasiones: 1983 y 2015. En 
ambas ocasiones, volvió al poder en las siguientes elecciones.
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(llamados piqueteros) tuvieron su bautizo en el espacio público en 
zonas del país otrora prósperas y ahora empobrecidas a raíz de la 
privatización, la desindustrialización y la pérdida de puestos de 
trabajo (Di Marco, 2003). Las exclusiones del mercado de trabajo 
junto con el crecimiento de la informalidad laboral se tradu- 
jeron en un crecimiento de la pobreza (gráfica 6) y en un aumento 
exponencial de la criminalidad, pues se duplicó el número de 
delitos registrados entre 1990 y 1999. 

Pese a esa evidencia, el nuevo presidente, Fernando de la Rúa, 
se propuso mantener el régimen de convertibilidad de la moneda. 
La apuesta era arriesgada, pero la memoria de las devaluaciones 
y de la inflación encolumnaba a la sociedad detrás de esta conti-
nuidad. Más por temor que por convicción, el rumbo económico 
del menemismo permanecía intocable.

Si para sostener la paridad cambiaria se necesitaba una canti-
dad de dólares igual a la cantidad de pesos, la caída en las reservas 
de divisas sólo podía equilibrarse de dos maneras: ajustando el 
gasto público (y quitando pesos de circulación)41 o con endeuda-
miento. El gobierno de De la Rúa intentó un poco de cada cosa, sin 
éxito en ninguna. Inició con una reforma laboral para flexibilizar 
los requisitos y bajar los costos de contratación, que derivó en la 
renuncia del vicepresidente Chacho Álvarez. Redujo drásticamen-
te el gasto público afectando salarios de funcionarios y recortando 
jubilaciones. Acudió al Fondo Monetario Internacional (FMI) para 
solicitar un préstamo de 40,000 millones de dólares, denominado 
blindaje, que diera confianza a los inversores. Lejos de aumentar 
la tranquilidad, el drenaje de dólares continuó. En ese contexto, un 
nuevo término se hizo presente en el debate cotidiano y colonizó 
el interés de la opinión pública: el riesgo país42 (Scaletta, 2019). 

41	 Hecho que tuvo un impacto destructivo sobre la actividad económica, 
aumentando el desempleo y reduciendo el consumo, lo que tornaba más 
vulnerable la situación y promovía una fuga más acelerada.

42	 El riesgo país es una medida que indica el monto de interés adicional a la 
tasa de mercado que un país debe comprometerse a pagar para poder 
obtener préstamos en el mercado internacional. Un mayor índice de riesgo 
país indica una menor confianza de los inversores en la capacidad del país 
para generar los dólares con los que tendrá que pagar la deuda que solicita. 
De forma poco razonable el interés aumenta cuanto menor es la capacidad 
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La gente se agolpaba frente a las pantallas de bares y confiterías 
para ver a cuánto había llegado el nivel del riesgo país en ese día. 
Cuando los eufemismos se apoderan de la discusión pública, la 
tragedia está cercana. Sin embargo, la Argentina menemista se 
negaba a desaparecer.

En un último intento por conjurar la situación, el presidente 
convocó a su gabinete a Domingo Cavallo, ideólogo de la conver-
tibilidad y ministro de Economía de Carlos Menem entre 1991 y 
1996. “Nadie mejor que aquel que nos metió en esto para ayu-
darnos a salir” parece haber sido su apuesta. Desde un principio, 
Cavallo trató de convencer a propios y extraños de que existían 
los instrumentos para mantener la convertibilidad. Sin embargo, 
con el atentado terrorista a las Torres Gemelas en Nueva York el 
11 de septiembre de 2001, se aceleran los tiempos y las esperanzas 
de lograr un nuevo acuerdo con el FMI se evaporan. En las elec-
ciones intermedias de octubre, el gran ganador es el peronismo y 
en especial Eduardo Duhalde, senador por la provincia de Buenos 
Aires, cuyo principal capital político está, precisamente, en el 
Gran Buenos Aires, zona de gran densidad poblacional, donde se 
concentra buena parte de la población de origen obrero dada su 
tradición industrial. Un indicador que reflejaba la profundidad 
de la crisis fue la magnitud del denominado voto bronca, casi un 
cuarto del electorado decidió anular su voto de forma consciente 
para demostrar la crisis de representación que afectaba al sistema 
político en su conjunto y especialmente al gobierno de la Alianza 
(Roldán, 2020).43 

de pago. Cuando un agente económico incurre en una conducta de este 
tipo, en la que se arriesga a una pérdida (en este caso a no cobrar) porque 
sabe que la recompensa puede ser muy elevada en caso de poder hacerlo, 
incurre en lo que el lenguaje económico denomina riesgo moral y que fue 
uno de los argumentos del FMI para no prestar dinero al gobierno de De la 
Rúa (no motivar el riesgo moral de los prestamistas) y, a su vez, el que usó el 
Gobierno durante la gestión de Néstor Kirchner en el proceso renegociación 
de la deuda pública argentina, gracias al cual logró la quita de capital e 
intereses más grande de la historia.

43	 El revés electoral, sumado a la incapacidad de reducir el déficit y la 
imposibilidad de ajustar nominalmente, devaluando su moneda, generaba 
perspectivas sombrías para el Gobierno. El efecto dominó generado por 
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Gráfica 6
Evolución de la pobreza durante la convertibilidad (1992-2002)
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En términos políticos, la búsqueda de consensos se hizo difí-
cil por la posición irreductible de ambos partidos mayoritarios. 
Mientras De la Rúa buscó —no con demasiado ahínco— la for-
mación de un gobierno de concertación o unidad nacional con 
el peronismo para dotar de legitimidad y cierto apoyo popular a 
su mandato y para reconducir la crisis, la oposición respondió 
—no con demasiado entusiasmo— que la única manera de for-
mar un Gobierno de coalición era con la renuncia del ministro de 
Economía. No fue posible. Días después, a principios de diciem-
bre de 2001 y ante la cada vez más acelerada salida de ahorros 
del sistema financiero, el ministro Domingo Cavallo decide la con-
fiscación de los ahorros —de pequeños y medianos ahorristas— 
para sostener la convertibilidad, a este evento se le conoce como 
el Corralito. La radicalidad de la postura desata el reclamo de los 
ahorristas que se agolpan frente a los bancos en búsqueda de 

las crisis en otros mercados emergentes llevó a los grandes inversionistas 
externos (y los internos también) a dudar de la capacidad del Gobierno 
para sostener el 1 a 1. La consiguiente “fuga de capitales” inició en el primer 
semestre del 2000 y no se detendría hasta fines de 2001, cuando la crisis se 
volvió múltiple, más compleja y más aguda.
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su dinero y de respuestas que nunca van a llegar. A partir de ese 
día, la suerte del Gobierno estaba echada. Si la coyuntura que 
motivó la entrada a la era neoliberal fue trágica (hiperinflación y 
saqueos en 1989), la salida lo sería aún más. La tarde del 20 de di-
ciembre de 2001, después de días de manifestaciones ciudadanas, 
protestas masivas y decenas de muertos a causa de la represión 
policial, Fernando de la Rúa renuncia. Es el principio del fin. 

La renuncia del presidente abre un paréntesis de casi dos sema-
nas en la evolución política de la democracia argentina. El estado 
de movilización popular y la acefalia en el Poder Ejecutivo au-
mentan la incertidumbre respecto del futuro inmediato. Vacante 
la presidencia, y sin vicepresidente, la responsabilidad recayó 
en el presidente del Senado, el peronista Ramón Puerta. Al igual 
que en los regímenes parlamentarios, le toca a la mayoría parla-
mentaria formar el Gobierno. El designado es Adolfo Rodríguez 
Saá, experimentado político que gobernaba la provincia de San 
Luis. El acuerdo es administrar la crisis y llamar a elecciones en 
un plazo de 90 días, permitiendo múltiples candidaturas de un 
mismo partido, a partir de la llamada Ley de Lemas. Son varios los 
líderes al interior del peronismo que quieren competir. Mientras 
los dirigentes políticos negocian, especulan y exploran sus alter- 
nativas en la opacidad de los espacios de poder, en las calles, a 
plena luz del día, las multitudes expresan su descontento frente 
a los bancos y los edificios públicos: “¡Que se vayan todos… que 
no quede ni uno solo!”, es el grito de guerra. El fin de una época 
se respira en el aire (Di Marco, 2003; Roldán, 2020).

Rodríguez Saá asume el día 22 de diciembre de 2001. En su 
discurso inaugural declara la cesación de pagos. En sus primeros 
días, gobierna como si fuera a quedarse mucho tiempo. Abre las 
puertas del Gobierno a diversos actores sociales y toma decisiones 
que van más allá de la mera administración de los problemas, 
como le habían encomendado. Aunque disruptivo, su accionar 
es comprensible: no había mucho que administrar. Sin embargo, 
el nuevo presidente da la sensación de que “se corta solo” (se va 
por la libre) y ello es inaceptable. Al igual que en los regímenes 
parlamentarios, pierde la confianza de su coalición (informal) y 
es orillado a renunciar seis días después de asumir el cargo, el 29 
de diciembre. El 2 de enero de 2002, el presidente de la Cámara 
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de Diputados, Eduardo Camaño le entrega el bastón presidencial 
a Eduardo Duhalde, senador por la provincia de Buenos Aires y 
verdadero hombre fuerte del peronismo. Su mandato dura hasta 
mayo de 2003, y contribuye a sostener la democracia y superar el 
clima de disolución de fines de 2001. 

Cinco presidentes en menos de dos semanas son un indicador 
de la extensión y gravedad de una crisis detonada por motivos 
económicos, pero que se extendía al funcionamiento del régimen 
democrático. El sistema representativo se había vaciado de con-
tenido y la gente lo manifestaba, con ira y hartazgo, en las calles 
de todo el país. El “que se vayan todos”, expresado como canción 
popular, fue el símbolo de aquel momento.

3.4. Reequilibramiento institucional y salida de la crisis.  
El gobierno de Eduardo Duhalde (2002-2003)

Suele ubicarse el proceso de reequilibramiento político, económi-
co e institucional de la democracia argentina a partir de la llegada 
al poder de Néstor Kirchner. Sin embargo, aquél empezó con su 
antecesor, Eduardo Duhalde. Si bien Duhalde asume en medio de 
y para conjurar la crisis de gobernabilidad manifiesta que derivó 
en la renuncia de su antecesor, Fernando de la Rúa, su año y medio 
al frente del Gobierno marcó una impronta y generó condiciones 
que fueron luego aprovechadas por Néstor Kirchner, su sucesor.

Uno de los principales problemas que enfrentaba Duhalde  
al asumir fue el no contar con una legitimidad popular de origen. 
Al ser designado por el Congreso, los riesgos se multiplicaban en 
un contexto de desconfianza generalizada de la ciudadanía hacia 
la clase política (gráfica 7). Pese a ello, Duhalde tiene en el hori-
zonte inmediato un conjunto de decisiones cruciales, tanto para la 
suerte de su Gobierno como para el futuro del país: la devaluación 
de la moneda (con la consiguiente ruptura de contratos estable-
cidos durante el régimen de convertibilidad), la negociación con 
los acreedores externos (en especial con el FMI para postergar el 
pago de las obligaciones de deuda más cercanas) (Amadeo, 2003) 
y finalmente, y relacionado con todo aquello, tratar de enfrentar 
el dramático aumento de la pobreza que había alcanzado ya a más 
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de la mitad de la población, en un marco de persistente conflicto 
social (Di Marco, 2003).

El proceso de reequilibramiento institucional encarado por 
Duhalde tuvo dos aristas. En términos económicos, Duhalde fue 
quien asumió la responsabilidad de devaluar el peso para salir de 
la convertibilidad. Este sinceramiento, en el marco de la cesación 
de pagos a acreedores privados declarada a finales de 2001, repre-
sentó el punto de partida de un proceso que, con claroscuros, le 
permitió al país ir saliendo de la crisis. En un primer momento  
el ajuste fue brutal, pero pasó en buena medida desapercibido 
porque permitió poner en marcha una economía totalmente de-
tenida (Romero, 2013, p. 99).44 

En términos políticos, Duhalde buscó encauzar la protesta 
social y propiciar espacios de diálogo intersectorial, en los cua-
les comprometió a los partidos y corporaciones más relevantes a 
cooperar para atender la gravedad de la problemática social. La 
Iglesia tuvo un papel destacado durante este proceso.45 Duhalde 
gobernó durante el momento más duro de la crisis, pero también 

44	 De acuerdo con el testimonio del primer ministro de Economía de Duhalde, 
Remes Lenicov, durante los primeros meses del gobierno la gente sacó del 
colchón entre 15 y 20 mil millones de dólares, que había resguardado por 
seguridad durante la corrida previa al Corralito y esa situación espontánea 
colaboró de manera decisiva en la reactivación (Infobae, 2022). Lentamente, 
aumentó la rentabilidad empresarial y se generaron incentivos para el 
crecimiento en los niveles de ocupación. Con respecto a la negociación 
con los acreedores, la llegada de Roberto Lavagna al Ministerio de 
Economía comenzó a desactivar la bomba de tiempo. El Gobierno 
negoció férreamente con el Fondo Monetario y sentó las bases para la 
renegociación de la deuda en poder de los acreedores externos que terminó 
de completarse en 2005, durante el gobierno de Kirchner (Amadeo, 2003). 
Finalmente, se contó también con una dosis de fortuna. El súbito aumento 
de la demanda internacional (proveniente de China e India) de materias 
primas, convirtieron a las exportaciones agropecuarias en la locomotora 
de la recuperación. Gracias al establecimiento de impuestos diferenciales 
a la exportación (llamados coloquialmente retenciones), el Gobierno pudo 
ordenar las cuentas fiscales y sostener una amplia estrategia de asistencia 
social que mitigó en buena medida el aumento de la pobreza.

45	 En ese contexto, investigadores de la Universidad Católica Argentina crean 
el Observatorio de la Deuda Social, vigente hasta hoy, que mide la evolución 
de los indicadores sociales más relevantes.
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aquél en el que la conflictividad social, aun lentamente, fue dis- 
minuyendo. En marzo de 2002, la desocupación en el Gran Bue-
nos Aires superó el 20%. Frente a ello, los comedores populares 
y los clubes de trueque (ante la falta de dinero circulante) proli-
feraron exponencialmente. A la vez que la situación empeoraba, 
el florecimiento de la energía social concentrada en los sectores 
populares contribuyó a refundar el mercado. La recuperación de 
empresas en situación de quiebra por parte de los trabajadores 
dinamizó la actividad económica allí donde fue posible. Por un 
periodo breve, se estimularon el intercambio, la sociabilidad y la 
solidaridad (Roldán, 2020, p. 54).

Gráfica 7 
Valoración de la democracia, satisfacción con su funcionamiento 
y confianza en el Gobierno (1995-2006)*
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (1995-2020).
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Gráfica 8
Índice de desocupación en Argentina (1980-2022)
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Fuente: Elaboración propia con base en Encuesta Permanente de Hogares 
(INDEC) y FMI.

Pese a los diversos esfuerzos que establecieron los cimientos 
de la recuperación en el peor momento de la crisis, el gobierno de 
Duhalde no tiene un lugar privilegiado en el imaginario popular. 
La muerte de dos jóvenes manifestantes a manos de la policía de 
la provincia de Buenos Aires, en un contexto de efervescencia 
popular, aceleró los tiempos y obligó a anticipar las elecciones y, 
por tanto, el traspaso al nuevo presidente.46

 

46	 Durante su mandato Duhalde enunció algunas predicciones 
desafortunadas. La más recordada fue: “quien depositó dólares, recibirá 
dólares”, aludiendo a los ahorros confiscados durante el Corralito. 
Adicionalmente, la muerte Maximiliano Kosteki y Darío Santillán 
condicionó negativamente la memoria colectiva. Si bien el gobierno de 
Duhalde no será recordado con afecto, fue durante su mandato que se inició 
la expansión económica y la recuperación de la autoridad presidencial, una 
visión en perspectiva debería ser más comprensiva con esta parte de su 
legado.
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3.5. El kirchnerismo o una nueva coalición  
nacional-popular en el gobierno de la democracia.  
Redistribución, polarización y concentración  
del poder en la figura presidencial (2003-2015)

La llegada del Néstor Kirchner (2003-2007) al poder y su conti-
nuidad con los dos mandatos consecutivos de su esposa, Cristina 
Fernández de Kirchner (2007-2015), representan (la búsqueda de) 
un cambio de época en la política argentina. Este cambio se expli-
cita, fundamentalmente, en dos dimensiones: la procedimental 
o político-institucional, y la sustantiva, asociada con el proyecto 
de país que se pretende poner en marcha.

En términos político-institucionales, el cambio se manifiesta 
como un tema de procedimientos y estilo de gobernar. Los 12 
años de kirchnerismo son una revalorización de la política como 
actividad orientada a la resolución de conflictos distributivos, y 
en tal sentido, una recuperación de la rectoría del Estado sobre 
los asuntos públicos más importantes en los que tales conflic-
tos se manifiestan (Busso, 2016). De acuerdo con la visión del 
nuevo presidente, la crisis de 2001 había sido un parteaguas en 
la política argentina. No era posible ya regresar a una situación 
en la que la actividad política se había convertido en mera admi-
nistración de los intereses de los grupos con poder económico, a 
espaldas de la ciudadanía. El kirchnerismo es, por tanto, una épo-
ca de creciente concentración del poder de decisión en manos 
del Poder Ejecutivo. Si bien, ello no significa necesariamente la 
erosión definitiva de las instancias de control, representa un 
límite para la política deliberativa y los mecanismos de rendi-
ción de cuentas. Si toca negociar, se negocia; si toca acelerar 
e ir por todo, se acelera y se va por todo. Si una estrategia más 
radical tensa la relación con los sectores opositores y aumenta 
la polarización, ello no representa, necesariamente, un proble-
ma. La convicción de que se cuenta con la autoridad política y 
moral relativiza la legitimidad de los criterios técnicos o de los 
argumentos políticos de los actores disidentes (Romero, 2013,  
p. 121; Mainwaring y Pérez Liñán, 2013, p. 151; Lucca, 2015). 

Desde un principio, el gobierno de Néstor Kirchner fue un 
gobierno de hechos, pero también de símbolos y de palabras. 
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Kirchner reafirmó la política de “Memoria, verdad y justicia” y pro-
movió la reapertura de los juicios por crímenes de lesa humanidad 
a los militares que habían sido indultados por Menem. Asimismo, 
Kirchner recurrió a gestos públicos de alto contenido simbólico, 
como hacer bajar los cuadros de los dictadores colgados todavía 
en la Escuela de Mecánica de la Armada (que fue un centro de 
detención clandestina durante la dictadura), pero también rea-
firmó su postura con decisiones como la derogación de las leyes 
de Obediencia Debida y Punto Final promulgadas por Alfonsín.

Gráfica 9
Crecimiento del PIB durante el kirchnerismo (2003-2015)
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Fuente: Elaboración propia con base en datos del Banco Mundial.

En términos sustantivos, el cambio se materializa en los objeti-
vos de política y en los intereses de los actores sociales a satisfacer. 
El kirchnerismo representa a una coalición de clase diferente de 
aquella que había decidido el devenir de los asuntos económicos 
en Argentina, con mínimas variaciones, desde 1976. La situación 
imperante tras el abandono del régimen de convertibilidad (am-
plia capacidad ociosa, precios internacionales crecientes, salarios 
bajos, tipo de cambio alto, entre otras) le permitió al gobierno 
de Néstor Kirchner desplegar una política económica orientada 
a fortalecer el consumo y promover el empleo, en la que los 

150 José del Tronco Paganelli •



principales beneficiarios fueron —además de los sectores expor-
tadores beneficiados por el boom en la demanda y en los precios 
de los commodities— el capital productivo y comercial orientado 
al mercado (Gerchunoff y Rapetti, 2016). Por su parte, tanto los 
acreedores externos como las empresas privatizadas de servicios 
perdieron capacidad para obtener prebendas extraordinarias y, 
más importante aún, para imponer los lineamientos generales 
de la política económica (Wainer, 2018, p. 329).

El cambio del modelo económico vigente desde la dictadu-
ra militar no sólo modificó la identidad de la coalición de clase 
ganadora. Mientras las restricciones externas lo permitieron, 
ese cambio produjo un aumento del producto interno bruto que 
repercutió en un significativo incremento en los niveles de ocu-
pación, y una disminución importante en los niveles de pobreza, 
indigencia y desigualdad.

Gráfica 10
Desequilibrios fiscales en Argentina (2000-2022)
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Fuente: Banco Central de la República Argentina.

Durante los cuatro años del gobierno de Néstor Kirchner, los 
superávits gemelos (fiscal y de cuenta corriente) mantuvieron la 
tan deseada autonomía (gráfica 10). No obstante, la crisis inter-
nacional detonada en Estados Unidos, como consecuencia de la 
explosión de la burbuja inmobiliaria, activó las alarmas durante 
los primeros meses del gobierno de Cristina Fernández. En ese 
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contexto, desde el Ministerio de Economía se emitió la Resolución 
125 —conocida coloquialmente como la 125— que establecía que 
las retenciones a las exportaciones agropecuarias fueran móviles, 
en función del precio internacional. Si el precio aumentaba, como 
estaba ocurriendo a raíz de la crisis internacional, proporcional-
mente la retención subía y viceversa. De esta manera, una mayor 
captación de la renta en divisas permitiría contener la inflación 
sin tener que recurrir, en un contexto de altos precios de las ma-
terias primas, a una apreciación cambiaria nominal, tal como lo 
había hecho la mayor parte de los países de la región (Wainer, 
2018, p. 329). 

Dado el rechazo inicial de los sectores agroexportadores a la 
resolución del Gobierno, éste buscó transformarla en ley, como 
una estrategia para ganar legitimidad social e institucionalizarla. 
Aunque, en estricto sentido, este paso no era necesario, el Go-
bierno buscaba fortalecer el apoyo a la misma incorporando como 
soporte los votos del Congreso. 

La respuesta, sin embargo, no se hizo esperar. El conflicto dis-
tributivo con el campo movilizó detrás de este heterogéneo sector 
(que incluye tanto a pequeños productores como a grandes co-
mercializadoras transnacionales) a todos los actores inconformes, 
incluyendo a los conglomerados mediáticos, buena parte de la 
clase media (tan antikirchnerista como antiperonista había sido 
en su momento) y a la opinión pública en general. 

El conflicto con el campo reprodujo una imagen propia de la 
polarización política social surgida en tiempos del primer pero-
nismo: el complejo agroexportador era el ganador económico del 
modelo, pero sufría su condición de desplazado político (Wainer, 
2018). A partir de 2008, y prácticamente hasta hoy en día, la pola-
rización en torno al kirchnerismo (autodefinirse como K o anti-K) 
popularizada en el lenguaje cotidiano como la grieta, se transfor-
mó nuevamente en la dinámica característica de la política (y la 
sociedad) en Argentina (Romero, 2013, p. 117).

Fue tal el nivel de oposición encolumnada detrás del reclamo 
del campo, que el Gobierno no logró la aprobación parlamentaria 
de la 125. En un hecho inédito, el vicepresidente de la nación, Julio 
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Cobos, en su carácter de presidente del Senado debió desempatar 
la votación47 y lo hizo en contra de la resolución.48

La inercia del conflicto con el campo y la caída en la actividad 
económica implicaron un revés electoral para el Gobierno en las 
elecciones de medio término de 2009. El golpe político fue duro, 
pero el Gobierno pareció captar el mensaje. Con el impulso de 
Néstor Kirchner, que se transformó en el primer asesor presiden-
cial, el gobierno de Cristina siguió adelante. Su respuesta no fue 
cerrar el Congreso ni erosionar los mecanismos de control, pero sí 
se embarcó en una pelea interminable con los conglomerados me-
diáticos que perdura hasta hoy (Lodola y Kritzberg, 2017). Fuera 
de ello, el kirchnerismo avanzó tal y como era su costumbre, sobre 
aquellas demandas y arenas en los que los vetos eran menores y 
ofrecían oportunidades para imponer la agenda gubernamental. 

En un intento por recuperar la iniciativa perdida, el Gobierno 
adoptó medidas rupturistas, que le garantizaron no sólo un au-
mento en su popularidad, sino fundamentalmente una mayor 
disponibilidad de recursos financieros. Se renacionalizaron em-
presas como Aerolíneas Argentinas y Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales (YPF), privatizadas durante el gobierno de Menem, y 
el Estado recuperó —a través de la Administración Nacional de 
Seguridad Social (Anses)— el manejo de los fondos de las admi-
nistradoras privadas de jubilaciones y pensiones (que se habían 
dejado en manos de bancos y empresas privadas especialmente 
creadas con ese fin). Asimismo, se promulgó la ley según la cual se 
reconoce el derecho a recibir una pensión del Estado a las mujeres 
que por ser amas de casa u ocuparse en el mercado informal no 
habían realizado contribuciones a la seguridad social. De igual 
forma, en medio de la batalla contra los conglomerados mediá-
ticos, se aprobó la Ley de Medios, que instauró el principio de la 
comunicación como un derecho humano, puso límites a la con-
centración de propiedad y dio la posibilidad de acceder a licencias 

47	 Previamente la Cámara de Diputados había dado media sanción a la misma 
y su promulgación dependía de la aprobación en la Cámara de Senadores.

48	 Al emitir su voto, el vicepresidente que es originario de Mendoza, una 
provincia vitivinícola, dijo: “Lo siento si me equivoco, pero mi voto… no es 
positivo. Mi voto es en contra”.

Miradas actuales sobre América Latina: democracia, violencia y pandemia 153•



a medios comunitarios, reconociendo además del derecho de las 
audiencias (Pulleiro, 2021; Lodola y Kritzberg, 2017). 

El primer gobierno de Cristina Fernández de Kirchner (2007-
2011) fue el inicio de la etapa de profundización de un proyecto 
de país nacional y popular, como los mismos integrantes de la 
coalición gobernante lo denominaron. Sin embargo, ello se hizo 
a costa de ciertos pilares del proyecto original más virtuoso y sos-
tenido por cuentas nacionales ordenadas en lo económico y por 
una mayor apertura al disenso, en lo político. En palabras de Luis 
Alberto Romero (2013, p. 120), a partir de 2009, ya era otro modelo.

En octubre de 2010, Néstor Kirchner murió sorpresivamente 
víctima de un paro cardiaco. La noticia, inesperada, generó un 
cimbronazo en el sistema político y sacudió a la sociedad argen-
tina en pleno, más allá de sus simpatías políticas. El fallecimiento 
del expresidente pareció cerrar momentáneamente la grieta polí-
tica que dividía de modo cada vez más marcado a la ciudadanía. 
Al año siguiente, y frente a una oposición debilitada y disgregada, 
que había perdido el impulso de la coyuntura habilitada por el 
conflicto con el campo, Cristina Fernández fue reelecta con 
el 54% de los votos, asegurando así el tercer mandato consecuti- 
vo del kirchnerismo en el poder.

Los años del último gobierno de Cristina Fernández de Kir-
chner fueron los más difíciles del periodo. El crecimiento eco-
nómico fue casi nulo (0.4% anual respecto del 8.8% del periodo 
2003-2007 y del 3.6% de su primera presidencia, 2008-2011), y 
su mínima variación (al igual que en el caso del empleo) estuvo 
apoyado en la expansión del gasto público (e implicó la reapari-
ción del déficit fiscal), con altos niveles de inflación, apreciación 
del tipo de cambio real y un deterioro paulatino de la posición 
externa (Wainer, 2018, p. 330).49

49	 A raíz de ello, los últimos años del kirchnerismo estuvieron marcados por 
dos tipos de restricciones que redujeron la exposición económica del país 
y que fueron vividos como atentatorios de los derechos de propiedad, tanto 
para los agentes económicos individuales como para las empresas. A fines 
de 2011 se introdujeron restricciones a la adquisición de divisas, debiendo 
solicitarse un permiso ante la autoridad fiscal que había establecido un 
límite mensual acorde al nivel de ingreso del adquiriente. (Gaggero, et 
al., 2013). En 2012, por su parte, se aprobó la Ley 26.831, que reguló la 
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A los magros resultados económicos se sumó una radicaliza-
ción discursiva que aumentó la polarización, proceso en el que 
los medios masivos —definitivamente opositores al Gobierno— 
jugaron un papel central (Lodola y Kritzberg, 2017). La explosión 
mediática de diversos hechos de corrupción, algunos de los cua-
les tuvieron como consecuencia víctimas fatales, sacudieron al 
Gobierno. Frente a ello la presidenta buscó redoblar la apuesta 
y radicalizó el relato a costa del debilitamiento de su coalición 
política. La muerte de Néstor y su actitud cada vez menos propen-
sa al diálogo y a la negociación, le fue restando apoyos valiosos. 
Específicamente, los líderes sindicales y ciertos gobernadores y 
excolaboradores se alejaron, adoptando una actitud crítica ha-
cia Cristina. Su estilo de liderazgo, más personalista, jerárquico y 
menos negociador no era bien recibido en un mundo patriarcal 
como el de la política. El pueblo kirchnerista, los legisladores que 
respondían a su liderazgo, la burocracia y la militancia juvenil 
agrupada en torno a La Cámpora,50 fueron el sostén político de 
Cristina y la esperanza del kirchnerismo de cara a las elecciones 
de 2015. Pese a los logros alcanzados durante los 12 años previos, 
para más de la mitad de los argentinos era el momento de cambiar. 
El ajustado triunfo en segunda vuelta de Mauricio Macri, candida-
to de la centroderechista alianza Cambiemos, así lo demostraba.51 

salida de divisas por parte de las empresas extranjeras. Esta norma fue 
complementada en 2013 por la Modificación del Impuesto a las Ganancias, 
que dispuso el pago de esta contribución por la distribución de dividendos 
y utilidades de las empresas y las transacciones de acciones, bonos y otros 
valores, antes exentas (Wainer, 2018). A raíz de ello, volvió a manifestarse un 
hecho conocido en la historia argentina: dos precios para un mismo bien. El 
dólar oficial, cuyo precio era fijado por el Gobierno, comenzó a convivir con 
el dólar blue (nombre puesto como contraposición al color verde de la divisa 
estadounidense) que es el que hasta hoy la gente puede comprar y vender 
libremente (aunque ilegal en estricto sentido) a un precio mayor que el  
del oficial.

50	 Agrupación encabezada por jóvenes militantes en el que jugaba un papel 
central Máximo Kirchner, el hijo varón de la presidenta.

51	 Macri obtuvo el segundo lugar en la primera vuelta electoral, detrás de 
Daniel Scioli, el candidato oficialista del Frente para la Justicia, pero en 
segunda vuelta se recuperó y ganó la presidencia obteniendo el 51.3% de 
los votos frente al 48.7% de Scioli
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Pese a la grieta, característica del espíritu y la cultura política 
argentinas, pero que alimentó la presidenta, la democracia se re-
novaba. Con Macri, por primera vez en la historia, un candidato de 
un partido diferente de la UCR o el PJ llegaba al Gobierno gracias 
al voto popular.

3.6. La centro-derecha partidista en el Gobierno.  
La consolidación institucional de una democracia 
económicamente inestable

En términos de economía política, los gobiernos de Néstor y 
Cristina Kirchner representaron el proyecto político más ambicio-
so para satisfacer los intereses de una renovada coalición nacional 
y popular, desde los años del primer peronismo. Tras la crisis con 
el campo y el cambio en el contexto internacional, las restriccio-
nes externas hicieron cada vez menos sostenible el proyecto, dada 
la ausencia de un empresariado capaz de generar divisas a partir 
de formas de agregación de valor basadas en el trabajo nacional, 
y, en particular, del ensimismamiento de la presidenta para cons-
truir un Gobierno más amplio y menos sectario. La alternativa de 
constituir al Estado en el proveedor de empleo y asistencia social 
para los sectores excluidos generaba otros problemas (inflación 
y déficit fiscal) insostenibles en el largo plazo. Debido a ello, para 
buena parte de la ciudadanía, el recuerdo del kirchnerismo es el de 
la última etapa; una época en la que al concentrar excesivamente 
el poder de decisión y manipular en exceso los instrumentos 
de política económica se crearon condiciones para la ineficiencia 
administrativa y la corrupción (Lucca, 2015).

La llegada de Mauricio Macri a la presidencia52 representó 
entonces la expectativa de un Gobierno que pudiera combinar 
la garantía de las conquistas sociales previas con una mayor 

52	 Mauricio Macri llegó a la presidencia como candidato de una coalición 
en la que el principal partido era el Propuesta Republicana (PRO), una 
organización relativamente reciente, cuya base de apoyo electoral eran las 
clases medias y altas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, distrito que 
Macri gobernó de 2008 a 2015.
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transparencia e institucionalidad en el ejercicio del Gobierno.53 Si 
bien no contaba con la mayoría en el Congreso, Macri si dispuso de 
la buena voluntad de cierto sector del peronismo, los principales 
líderes sindicales y la aquiescencia de buena parte de la ciuda-
danía. En ese sentido, había cierta expectativa de que la alian-
za Cambiemos pudiera aprovechar la oportunidad de gobernar 
como una derecha moderna; respetuosa de los contrapesos54 y 
con una orientación económica promercado que no desmantelara 
la institucionalidad social, especialmente el sistema previsional, la 
educación y la salud públicas (Casullo, 2016).

Si bien era posible imaginar que la orientación ideológica del 
macrismo sería más liberal en el aspecto económico, lo cierto es 
que su campaña estuvo más basada en la crítica de la etapa kirch-
nerista que en la publicidad de un proyecto propio (Adamovsky, 
2016). Tal como lo definió Casullo (2016), al inicio de su mandato 
el plan de gobierno de Macri era una incógnita para la mayoría de 
los argentinos, pero algo estaba claro: este Gobierno venía a lu-
char contra el populismo, al que calificaba como una “patología 
que había que erradicar”. 

Un primer elemento que ayudó rápidamente a entender la ló-
gica de esta nueva etapa fue el despido masivo de funcionarios 
públicos, por el prejuicio de haber trabajado durante el Gobierno 
anterior y su reemplazo por perfiles profesionales muy diferen-
tes a los cuadros políticos característicos del kirchnerismo. Estos 
últimos podrían ser descritos en términos genéricos como una 
burocracia plebeya (Perelmiter, 2019) no exenta de conocimiento 
legal y técnico. El gobierno de Mauricio Macri por su parte fue 
conformándose con la presencia significativa de ejecutivos de 

53	 Para un sector más duro de su coalición, el Gobierno debía convertirse en 
una respuesta al personalismo excesivo y las denuncias de corrupción que 
habían envuelto a diversos funcionarios del gobierno de Cristina Kirchner 
(y a ella misma) durante su último mandato, a la vez que desarticulaba los 
esquemas de asistencia social y clientelismo que aumentaban el déficit 
fiscal e impedían el crecimiento sostenido de la economía.

54	 Que respetara la independencia de los poderes, que garantizara los 
derechos sociales, que no reprimiera la protesta social y que aceptara  
la pluralidad política (Casullo, 2016) en un país en el que poco menos de la 
mitad del electorado no lo había votado.
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empresas (CEO), principalmente transnacionales y financieras, 
algunas de las cuales eran parte del grupo Socma,55 propiedad 
de su familia.56 La importante presencia de ejecutivos del sector 
bancario, a su vez, reforzaba la importancia de lo financiero por 
sobre lo productivo, pero su principal característica es un discur-
so empresarial que considera la discusión y el conflicto político 
como un ruido a eliminar. Dicho de otro modo, para el presidente 
los asuntos públicos pueden y deben gestionarse de acuerdo con 
criterios de eficiencia y productividad, de forma similar a como 
ocurre en los ámbitos empresariales (Friggeri, 2019).

Desde un principio, sin embargo, quedó claro que la coalición 
nacional y popular ya no gobernaba. El principal apoyo de Macri 
eran los sectores agroexportadores, a los que el presidente había 
prometido disminuir las retenciones (impuestos a la exportación) 
que eran en buena medida la base de sustentación del presupues- 
to gubernamental. Si bien al llegar al poder, Macri se encuentra 
con un déficit fiscal mayor a 4% del PIB y un nivel de reservas 
netas de divisas en el Banco Central muy bajo, la decisión política 
de eliminar las retenciones obligó al Gobierno a encontrar una 
fuente de divisas sustituta para hacer frente un gasto público di-
fícil de reducir en el corto plazo.57

La decisión del Gobierno (poco original y por demás riesgosa) 
fue sostener el déficit público con endeudamiento.58 Fue así como, 

55	 Sociedad Macri.
56	 En altos cargos de los Ministerios del Interior y de Modernización 

superaban el 65% (Canelo y Castellani, 2017, pp. 24-25).
57	 Durante el gobierno de Cristina, dichas cuentas eran equilibradas con los 

ingresos fiscales generados por las retenciones impositivas a la exportación. 
Sin embargo, la eliminación progresiva de las retenciones (que Macri 
había comprometido en campaña) aunque liberaba a este sector de una 
carga impositiva significativa, ponía al Gobierno en una situación de 
mucha debilidad. En este contexto, redistribuir, sostener la asistencia y la 
institucionalidad social se hacía extremadamente complejo.

58	 Si bien esta alternativa de política había fracasado durante la época de la 
convertibilidad y había llevado al sistema político al borde de la disolución 
en 2001, su elección no debe entenderse sólo a partir de una lógica 
económica, sino fundamentalmente de la representación política. Endeudar 
al Estado supone distribuir la deuda entre quienes pagan impuestos (todos 
los ciudadanos). Se quita el peso del gasto de los sectores más dinámicos de 
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entre febrero de 2016 y mayo de 2018, Argentina se convirtió en 
el campeón mundial de emisión de deuda pública (60 mil millo-
nes de dólares), que triplicaba el endeudamiento de México, que 
ocupó el segundo lugar a nivel global durante ese mismo periodo. 
En principio, la emisión de deuda es un recurso válido en el corto 
plazo para sostener los equilibrios fiscales, siempre y cuando, la 
economía genere los excedentes susceptibles de ser usados para 
el pago de la deuda. En el caso del modelo económico de Macri, 
se esperaba que dichos excedentes llegaran, fundamentalmente, 
a partir de la captación de inversión extranjera directa y que ésta 
sería abundante, porque de acuerdo con la visión del presidente, 
desde su llegada al Gobierno, Argentina era nuevamente un país 
jurídicamente seguro y confiable para los inversores.

Si bien los números de la inversión extranjera directa (IED) 
indican que los años 2017 y 2018 fueron relativamente buenos, 
la mayor parte de esta inversión fue de corto plazo y por tanto in-
capaz de generar los excedentes necesarios para pagar los déficits 
de la balanza de cuenta corriente, que durante esos primeros años 
se hizo insostenible (gráfica 11).

Cuando, en 2018, los títulos de deuda argentinos dejaron de 
ser atractivos en el mercado financiero internacional (es decir, 
no podía ya tomarse deuda para pagar la deuda), el gobierno de 
Mauricio Macri se vio en una situación similar a la de la admi-
nistración de Fernando de la Rúa. Tuvo que recurrir al Fondo 
Monetario, para que su préstamo “de última instancia” evitara 
la cesación de pagos con los fondos tenedores de títulos de deu-
da. Gracias a la intervención de Donald Trump, presidente de 
Estados Unidos y amigo personal de Macri, el Consejo Directivo 
del Fondo Monetario Internacional accedió a otorgar un préstamo 
de 57,000 millones de dólares al Estado argentino59 para cumplir 

la economía y se distribuye por igual a toda la nación. Cuando se 
demuestre la insustentabilidad del modelo en un escenario de recesión 
y caída en la recaudación, tocará el turno del ajuste, los recortes a la 
institucionalidad social y la mercantilización. Todo aquello que menos de 
dos décadas antes había fracasado estrepitosamente (Scaletta, 2019).

59	 De los cuales sólo se recibieron poco más de 44 mil millones (Cantamutto 
y Schorr, 2021).
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los vencimientos de deuda de ese año. Una vez más, la autonomía 
relativa era asunto del pasado y el estrangulamiento externo de 
la economía con el consecuente endeudamiento pasaban a ser 
parte renovada de la cíclica realidad nacional.

Ya entrado 2019, y con cifras de inflación y devaluación que 
superaban largamente la herencia recibida, la oportunidad de una 
reelección se había malogrado.60 Sólo cuatro años después de  
dejar el poder, el kirchnerismo —remozado y con Cristina Fer-
nández como candidata a vicepresidenta— regresaba al Gobierno. 

Gráfica 11
Saldos de cuenta corriente en Argentina por Gobierno (1983-2022)
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Fuente: Elaboración propia con base en datos del Banco Mundial (2023).

60	 Es importante hacer notar que, tras la derrota electoral, el gobierno de 
Macri debió deshacer varias de las políticas que había puesto en práctica  
al inicio de su mandato. En particular, en el frente externo se reintrodujo  
la regulación del mercado de cambios que limitó las compras de dólares  
(la liberación había sido una de las primeras medidas de Macri, en diciembre 
de 2015), la suba (aumento) en las retenciones a las exportaciones 
agropecuarias y la obligación de liquidar las divisas en el mercado único y 
libre de cambios local de manera oportuna (Cantamutto y Schorr, 2021,  
p. 70).
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3.7. Kirchnerismo 2.0.  
Las segundas partes nunca fueron buenas

Durante el último año del gobierno de Macri, las alternativas eran 
inciertas. Buena parte de la ciudadanía que le había otorgado su 
voto de confianza estaba decepcionada. No encontraba, pese a 
ello, una opción satisfactoria. Cristina Fernández de Kirchner 
seguía siendo la figura más popular de la oposición, pero su figu-
ra tenía también demasiados aspectos negativos y eso le restaba 
oportunidades de triunfo.

A pocos meses de las elecciones, la expresidenta se reunió con 
Alberto Fernández (exjefe de Gabinete de Néstor Kirchner) para 
ofrecerle la candidatura. Alberto era un político avezado, pero 
casi retirado de la función pública. Sus diferencias con Cristina 
Fernández de Kirchner eran públicas y la relación entre ellos pa-
recía muy deteriorada. Sin embargo, luego de la reunión, Alberto 
se convertiría en el candidato a presidente del Frente de Todos 
y Cristina Fernández en su compañera de fórmula. La dupla 
Fernández-Fernández, una combinación invertida de modera-
ción y energía, ganaría en primera vuelta las elecciones presi-
denciales en octubre de 2019. 

El inicio del mandato de Alberto despertó expectativas, pero 
estuvo marcado por el signo de una “doble crisis”. Por un lado, el 
endeudamiento externo comprometido por su predecesor, que 
dejaba al país en una situación muy desventajosa para enfrentar 
múltiples desafíos económicos y sociales: inflación, devalua-
ción de la moneda y crecimiento del desempleo y de la pobreza. 
Por el otro, la pandemia de COVID-19, con la necesidad de dar 
respuesta no sólo a la emergencia sanitaria sino también a una 
coyuntura extraordinaria como la del confinamiento obligado, 
que incidía negativamente sobre la actividad económica e impe-
día que esta última se transformara en el motor de la recuperación 
(Cantamutto y Schorr, 2021).

A raíz del desmantelamiento institucional que sufrió el sis-
tema de salud durante el gobierno de Macri, que degradó el 
Ministerio de Salud a rango de Secretaría, aquél se encontraba 
en una situación de desventaja para enfrentar la emergencia sani-
taria. Por ello, en un principio, el presidente Fernández promovió 
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el confinamiento como una forma de ganar tiempo y preparar al 
sistema de salud para la coyuntura (aún incierta, pero posible) de 
contagios masivos. En aquellos primeros momentos, la medida 
fue recibida con aceptación por parte de la ciudadanía y la ima-
gen del presidente era muy alta entre la población (CNN Radio 
Argentina, 2020). 

Sin embargo, la ampliación del “aislamiento preventivo 
obligatorio” comenzó a impactar sobre la situación económica 
y con ello el clima social también comenzó a cambiar. Si bien, 
en términos de la estrategia económica, la receta del gobierno 
del Frente de Todos (como se llamó la coalición) era cercana al 
neodesarrollismo61 (y el Gobierno avanzó en la sanción de leyes 
orientadas a mejorar la situación de las mayorías, promoviendo la 
producción, la competencia, la recuperación del poder de compra 
y el fortalecimiento del mercado interno), los impactos de dichas 
medidas no llegaron nunca a plasmarse de forma tangible para la 
gente. Los coletazos del confinamiento que provocaron una caída 
del PIB del 10% en 2020 (la mayor desde la crisis de 2001-2002), 
así como ciertos escándalos62 que involucraron a funcionarios y 
personajes cercanos al presidente, aumentaron el rechazo social 
hacia su figura.

En diciembre de 2021, se abriría un flanco interno que fue el 
escollo más difícil de enfrentar y el que terminó de debilitar la 
figura del presidente: el decidido rechazo del ala kirchnerista del 
Gobierno a aceptar los términos del acuerdo propuesto por el mi-
nistro de Economía. A partir de allí, el presidente se fue quedando 
solo, aislado de su propia coalición y la incertidumbre se apoderó 
del ambiente. 

61	 Dejar a un lado el ajuste, limitar el endeudamiento y promover políticas 
productivas.

62	 La fiesta que hizo el presidente con su esposa y algunos allegados en la 
residencia presidencial en pleno confinamiento o la noticia de que un grupo 
de personajes cercanos al ministro de Salud tuvieron un lugar privilegiado 
en la fila de la vacunación (Vacunatorio VIP) fueron combustible para el 
enojo ciudadano.

162 José del Tronco Paganelli •



Gráfica 12
Índice de precios al consumidor (2015-2023)
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de INDEC. El dato de 2023 es de 
agosto (interanual).

Alberto Fernández es un político moderado, con una propen-
sión a la búsqueda de amplios consensos en torno a sus políti-
cas.63 Si bien éste es un atributo deseable desde una perspectiva 
democrática, en un contexto de emergencia como el de la eco-
nomía argentina postpandemia, con altos niveles de inflación, 
corridas cambiarias contra el valor del peso y la necesidad de 
negociar con el Fondo Monetario Internacional, los liderazgos 
fuertes —y especialmente en la cultura política argentina— son 
muy valorados.

Hay pocas cosas que los argentinos rechacen más que la pu-
silanimidad y la traición, y Alberto Fernández es visto por pro-
pios y extraños como alguna de esas dos cosas. Pusilánime para 
quienes deseaban que hubiera impuesto su autoridad a la de la 

63	 Desde un principio, buscó apoyos en diversos espectros del sistema 
político (la mayoría de raigambre peronista, incluyendo agrupaciones 
sociales vinculadas a la Confederación de Trabajadores de la Economía 
Popular (CTEP), así como en cuadros técnicos, como su primer ministro 
de Economía, Martin Guzmán, discípulo de Joseph Stiglitz y profesor en la 
Universidad de Columbia.
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vicepresidenta y traidor para aquellos que consideran que le fal-
tó convicción (o valentía) para tomar decisiones más arriesgadas 
(como las que hubiera tomado Cristina) que contribuyeran a limi-
tar la influencia de actores poderosos, cuyos intereses se perciben 
inconciliables con una mejora de la situación económica y social 
de las mayorías. El último año de Alberto Fernández es casi el de 
una presidencia vacante. Y en ese vacío (de poder) se cuelan los 
más vivos o los más fuertes. En democracia, los más populares. 

4. A modo de epílogo. ¿Es la democracia 
argentina un régimen a prueba de todo?  
Los riesgos actuales y los futuros

En ese contexto, se abre un nuevo interrogante para la democra-
cia argentina de cara al triunfo de Javier Milei, que ocurrió en la 
segunda vuelta de las elecciones presidenciales el 19 de noviem-
bre de 2023. Milei es un economista que se autodefine como 
anarcocapitalista (Alonso, 2023) y que se presenta como un  
outsider de la política, que devino famoso gracias a su participa-
ción en medios masivos, especialmente en la TV. Con un discurso 
de rechazo directo y total a lo que él denomina la casta (la clase 
política que ha gobernado en democracia durante las últimas dé-
cadas, y que salvo en coyunturas extraordinarias, no ha logrado 
mejorar el nivel de vida de la ciudadanía), Milei logró posicionarse 
en el electorado. Primero en sectores más jóvenes y luego en ca-
pas más amplias de la ciudadanía. Para Milei, el Estado y quienes 
viven de él son parásitos; ladrones que a través de un sistema 
tributario expoliador impiden que los laburantes64 puedan vivir 
dignamente de su esfuerzo. Eliminar los privilegios de la casta 
es el punto de partida, según Milei, para empezar a resolver los 
problemas de la sociedad, o de quienes viven en ella (Ramírez, 
2023). Su triunfo es un nuevo emergente de las crisis constantes 
y ya descritas que ha experimentado la democracia argentina. Sin 

64	  Término con el que se suele llamar coloquialmente a la gente que vive de su 
trabajo. 
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embargo, tiene también implicaciones y significados que exce-
den las fronteras geográficas de aquel país. La elección argentina 
refleja en buena medida un clivaje que se está consolidando en 
diversos sistemas democráticos a nivel mundial. En un contexto 
de cambio cultural y sociodemográfico, las nuevas generaciones 
se sienten interpeladas por las formas irreverentes y el contenido 
disruptivo de discursos como el de Milei, que cuestionan a las 
élites progresistas y privilegiadas, a quienes ven más como un 
obstáculo para su desarrollo personal que como un aliado con 
el cual podrán acceder a mejores oportunidades educativas y la-
borales. Entre los seguidores de Milei, así como en su momento 
entre los de Trump en Estados Unidos, o los defensores del Brexit 
en Gran Bretaña, hay una mayoría que trabaja en empleos infor-
males, por cuenta propia, o sin prestaciones ni seguridad social 
y sus ingresos —cuando los tienen— no les permiten una vida 
digna. En esas condiciones, lo público como espacio de encuentro 
y ejercicio de derechos les resulta una entelequia que tiene más 
para negarles que para ofrecerles. Sin embargo, su esperanza es 
genuina, aunque su mirada es parcial, en su gran mayoría no han 
vivido el fracaso reiterado de las recetas a las que se adhieren con 
entusiasmo. 

En sus primeros dos meses de gobierno, Milei ha demostrado 
iniciativa para realizar cambios estructurales, tanto en las for-
mas como en lo sustantivo. En términos formales, su discurso 
de asunción de espaldas al Congreso y de frente a la ciudadanía 
parece un síntoma de su postura frente al Poder Legislativo, con-
siderado por Milei como el ámbito de la casta; la clase política 
que según el nuevo mandatario es la culpable “de la decaden- 
cia que afecta al país”.

En términos sustantivos, la primera medida relevante de su go-
bierno fue la publicación de un Decreto de Necesidad y Urgencia 
(DNU) por medio del cual se modifican pilares institucionales que 
estructuran al edificio normativo que regula la convivencia eco-
nómica, política y social de la Argentina. Como complemento de 
ello, y dada la posibilidad de que dicho DNU sea rechazado ya en 
lo general por alguna de las dos cámaras del Congreso o en lo par-
ticular por el Poder Judicial, el presidente envió al parlamento una 
ley (llamada Ómnibus por la cantidad de artículos que incluye, 
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más de 600) a través de la cual dichos cambios regulatorios al-
cancen estatus constitucional. Al tiempo de cerrarse este texto, 
la Cámara de Diputados argentina se encuentra tratando el dic-
tamen, con una alta probabilidad de recibir media sanción, dado 
el apoyo ofrecido por los legisladores de los partidos provinciales 
y de aquéllos que constituían la alianza Cambiemos (gobernante 
entre 2015 y 2019).

La coyuntura actual es crítica, una vez más, como tantas otras 
veces, pero el golpe de timón hacia recetas programáticas de dere- 
cha es inédito. La aceleración del nivel inflacionario ocurrida 
durante los dos primeros meses del gobierno de Milei ha genera-
do arrepentidos, pero su magnitud no parece lo suficientemente 
significativa como para que el Gobierno dé marcha atrás en su 
programa. La oposición más expresiva parece concentrarse en el 
espacio público, los movimientos ciudadanos y los actores socia-
les, principalmente los sindicatos, quienes ya han movilizado y 
llamado a la primera huelga general (de acatamiento relativo) 45 
días después del cambio de Gobierno. La respuesta oficial, hasta 
ahora, ha sido mayormente la descalificación y la amenaza de 
represión a toda clase de disidencia.

La democracia argentina, al igual que en otras partes del mun-
do, está siendo llamada a examen. Tanto en términos económi-
cos como institucionales. El deseo es que se haya aprendido lo 
suficiente de los errores del pasado (tanto de los que llevan al 
estancamiento económico como de aquéllos que ponen en riesgo 
a la democracia), para no volver a cometerlos. 
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Anexo

Tabla 1
Presidentes argentinos de 1853 a 2023. Origen, sucesión y 
duración del mandato

Nombre Periodo Origen 
mandato

Tipo de 
sucesión

Duración

1853: Promulgación de la Constitución Nacional  
de la Confederación Argentina

Justo J. de 
Urquiza (PF)

1854-1860 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

Santiago Derqui 
(PF)

1860-1861 Elecciones 
no libres

Renuncia 1 año 
8 meses

Juan Pedernera 
(PF)

1861 Vacancia Renuncia 1 mes

Bartolomé Mitre 
(PL)

1861-1862 Vacancia Elecciones 
no libres

1 año

Bartolomé Mitre 
(PL)

1862-1868 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

1865-1880: Guerra de la Triple Alianza  
y consolidación del orden político nacional*

Domingo F. 
Sarmiento 
(independiente)

1868-1874 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

Nicolás 
Avellaneda 
(PAN)

1874-1880 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

1880-1912: La construcción del Estado Nación Argentino

Julio A. Roca 
(PAN)

1880-1886 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

Miguel Juárez C. 
(PAN)

1886-1890 Elecciones 
no libres

Renuncia 3 años 
10 meses

Continúa…
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Nombre Periodo Origen 
mandato

Tipo de 
sucesión

Duración

1880-1912: La construcción del Estado Nación Argentino

Carlos Pellegrini 
(PAN)

1890-1892 Vacancia 
(completa el 
mandato)

Elecciones 
no libres

2 años 
2 meses

Luis Sáenz Peña 
(PAN)

1892-1895 Elecciones 
no libres

Renuncia 3 años

José E. Uriburu 
(PAN)

1895-1898 Vacancia 
(completa el 
mandato)

Elecciones 
no libres

3 años

Julio A. Roca 
(PAN)

1898-1904 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

Manuel 
Quintana (PAN)

1904-1906 Elecciones 
no libres

Fallecimiento 1 año 
5 meses

José Figueroa 
Alcorta (PAN)

1906-1910 Vacancia 
(completa el 
mandato)

Elecciones 
no libres

4 años

Roque Sáenz 
Peña (PAN)

1910-1916 Elecciones 
no libres

Elecciones 
libres

6 años

1912: Reforma Electoral (Ley Sáenz Peña)  
Introduce el sufragio universal,** libre, secreto, obligatorio

Hipólito 
Yrigoyen (UCR)

1916-1922 Elecciones 
libres

Elecciones 
libres

6 años

Marcelo T. de 
Alvear (UCR)

1922-1928 Elecciones 
libres

Elecciones 
libres

6 años

Hipólito 
Yrigoyen (UCR)

1928-1930 Elecciones 
libres

Golpe de 
Estado

2 años 
11 meses

Continúa…
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Nombre Periodo Origen 
mandato

Tipo de 
sucesión

Duración

1930: Primer golpe de Estado militar desde  
la proclamación de la Constitución de 1853

José F. Uriburu 
(militar)

1930-1932 Golpe de 
Estado

Elecciones 
no libres

1 año 
5 meses

Agustín P. Justo 
(PDN/PSI)

1932-1938 Elecciones 
no libres

Elecciones 
no libres

6 años

Roberto M. 
Ortiz (UCRA)

1938-1942 Elecciones 
no libres

Fallecimiento 4 años 
4 meses

Ramón S. 
Castillo (PDN)

1942-1943 Vacancia Golpe de 
Estado

11 
meses

Pedro P. Ramírez 
(militar)

1943-1944 Golpe de 
Estado

Remoción 9 meses

Edelmiro J. 
Farrell (militar)

1944-1946 Remoción Elecciones 
libres

2 años 
2 meses

Juan Domingo 
Perón (Partido 
Laborista)

1946-1952 Elecciones 
libres

Reelección 6 años 

1949: Reforma Constitucional. Introducción  
de la reelección presidencial y de los derechos sociales

Juan D. Perón 
(Partido 
Peronista)

1952-1955 Reelección Golpe de 
Estado

2 año 
11 meses

1955: Golpe de Estado. Prohibición del peronismo  
(Partido Justicialista) e inviabilidad de la democracia

Eduardo Lonardi 
(militar)

1955-1956 Golpe de 
Estado

Remoción 2 meses

Pedro E. 
Aramburu 
(militar)

1956-1958 Remoción Elecciones 
semi-libres

2 años 
5 meses

Continúa…
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Nombre Periodo Origen 
mandato

Tipo de 
sucesión

Duración

1955: Golpe de Estado. Prohibición del peronismo  
(Partido Justicialista) e inviabilidad de la democracia

Arturo Frondizi 
(UCRI)

1958-1962 Elecciones 
semi-libres

Golpe de 
Estado

3 años 
10 meses

José M. Guido 1962-1963 Designación Elecciones 
semi-libres

1 año

Arturo Illia 
(UCRP)

1963-1966 Elecciones 
semi-libres

Golpe de 
Estado

2 años 
8 meses

Juan C. Onganía 
(militar)

1966-1970 Golpe de 
Estado

Remoción 3 años 
11 meses

Marcelo 
Levingston 
(militar)

1970-1971 Designación Remoción 9 meses 
14 días

Agustín P. 
Lanusse (militar)

1971-1973 Designación Elecciones 
libres

2 años

1972-1976: Regreso de Perón y transición a la democracia. 
Levantamiento de la prohibición al Partido Peronista (PJ)

Ricardo J. 
Cámpora (PJ)

1973-1973 Elecciones 
libres

Renuncia 1 mes

Juan D. Perón 
(PJ)

1973-1974 Elecciones 
libres

Fallecimiento 8 meses

María Estela M. 
de Perón (PJ)

1974-1976 Vacancia Golpe de 
Estado

1 año 
8 meses

1976-1983 Golpe Militar. Dictadura

Jorge R. Videla 
(militar)

1976-1981 Golpe de 
Estado

Remoción 5 años

Roberto Viola 
(militar)

1981-1981 Designación Remoción 8 meses

Leopoldo F. 
Galtieri (militar)

1981-1982 Designación Remoción 5 meses

Continúa…
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Nombre Periodo Origen 
mandato

Tipo de 
sucesión

Duración

1982-1989: Derrota en la Guerra de Malvinas y liberalización. 
Transición a la democracia

Reynaldo 
Bignone 
(militar)

1982-1983 Designación Elecciones 
libres

1 año 
5 meses

Raúl R. Alfonsín 
(UCR)

1983-1989 Elecciones 
libres

Elecciones 
libres

5 años 
6 meses

1989-2001: Neoliberalismo por sorpresa.  
Reformas estructurales y convertibilidad. Cambio en  
la duración del mandato (de 6 a 4 años) y reelección 

Carlos S. 
Menem (PJ)

1989-1995 Elecciones 
libres

Reelección 6 años

Carlos S. 
Menem (PJ)

1995-1999 Reelección Elecciones 
libres

4 años

Fernando de la 
Rúa (UCR)

1999-2001 Elecciones 
libres

Renuncia 2 años

Salida de la convertibilidad. Crisis económica,  
conflictividad social y recomposición de la autoridad

Ramón Huerta 
(PJ)

2001 Vacancia Vacancia 2 días

Adolfo R. Saa 
(PJ)

2001 Vacancia Vacancia 7 días

Juan C. 
Caamaño (PJ)

2001 Vacancia Vacancia 1 día

Eduardo 
Duhalde (PJ)

2002-2003 Vacancia Elecciones 
libres

1 año 
4 meses

Néstor Kirchner 
(PJ)

2003-2007 Elecciones 
libres

Elecciones 
libres

4 años

Cristina F. de 
Kirchner (PJ)

2007-2011 Elecciones 
libres

Reelección 4 años

Cristina F. de 
Kirchner (PJ)

2011-2015 Reelección Elecciones 
libres

4 años

Continúa…
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Nombre Periodo Origen 
mandato

Tipo de 
sucesión

Duración

2015-2019: La centro-derecha en el Gobierno.  
Restricciones externas y nuevo endeudamiento 

Mauricio Macri 
(JxC)

2015-2019 Elecciones 
libres

Elecciones 
libres

4 años

2019-2023: Inflación descontrolada  
y profundización de la crisis. ¿El regreso a 2001? 

Alberto 
Fernández (PJ)

2019-2023 Elecciones 
libres

Elecciones 
libres

4 años

Javier Milei (La 
libertad Avanza)

2023-¿? Elecciones 
libres

¿? ¿?

* La Guerra de la Triple Alianza fue un evento complejo puesto que 
Uruguay y Argentina tenían divisiones internas, por los que los partidos 
opositores (el Federal en Argentina, de fuerte arraigo en las provincias,  
y el Blanco en Uruguay) apoyaban al ejército de Paraguay, comandado 
por Francisco Solano López, mientras que los gobiernos de Argentina, 
Brasil y Uruguay contaban además con el apoyo de Inglaterra, que 
buscaba abrir a la República de Paraguay al libre comercio, algo a lo  
que su Gobierno se oponía de forma rotunda. Así fue como la victoria 
en la guerra le permitió a Mitre, presidente de Argentina, debilitar a  
sus adversarios federales, siendo el primer presidente de un proceso  
de unificación nacional (cruento) que terminó de plasmarse en 1880, 
con la derrota del gobernador de la provincia de Buenos Aires, Carlos 
Tejedor. En 1880 inicia entonces el periodo llamado Generación del 
80, y bajo cuyos gobiernos Argentina se convierte en una potencia 
comercial (el granero del mundo) a partir de la consolidación de un 
modelo económico agroexportador, cuyo principal socio fue la banca 
inglesa, que financió la red ferroviaria, así como importantes obras de 
infraestructura urbana.
** Estrictamente no era universal porque las mujeres no pudieron votar 
hasta 1952. La legalización del voto femenino se da durante el primer 
mandato de Juan Domingo Perón, en 1947.
Fuente: Elaboración propia. 
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Introducción

El 10 de noviembre de 2019, Evo Morales renunció a la presidencia  
de Bolivia y recibió asilo político en México. Un avión de la Fuer-
za Aérea de este país lo recogió, junto al vicepresidente y a otras 
exautoridades, en el aeropuerto de Chimoré, situado en el tró-
pico de Cochabamba. Ahí habían llegado intempestivamente 
por las protestas y la violencia política que ocurrían en La 
Paz. Manifestaciones multitudinarias, bloqueos de calles y de 
carreteras se habían extendido por todas las ciudades de la na-
ción, paralizándola por tres semanas. También se habían produci-
do enfrentamientos entre civiles, quema de edificios públicos y de 
casas de dirigentes políticos. Esa situación se produjo por la caída 
del conteo rápido la noche del 20 de octubre, en que se realizaron 
elecciones presidenciales y legislativas. Con un avance del 84% 
en el cómputo electoral, los resultados preliminares mostraban 
que Evo Morales se imponía a Carlos Mesa, con una diferencia me-
nor al 10% de votos, que obligaba a realizar una segunda vuelta en 
la que, según encuestas, el principal candidato opositor tenía mayor 

Bolivia: crisis política de  
2019-2020. Entre la polarización 
y la pandemia
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probabilidad de ganar. De repente, poco antes de las 8:00 p.m.,  
el Tribunal Supremo Electoral (TSE) interrumpió la actualiza-
ción del conteo en su página web. Una hora después, Morales se 
declaró vencedor de las elecciones con mayoría absoluta. Mesa 
denunció de inmediato la existencia de fraude y llamó a la movi-
lización para defender el voto. Así se desató la crisis poselectoral. 

La noticia de la renuncia y el asilo de Evo Morales sorprendió a 
toda América Latina. El primer presidente indígena de Bolivia, que 
había ganado tres elecciones consecutivas con mayorías abruma-
doras, que había cambiado la Constitución para incluir a las y los 
indígenas y campesinos mediante una Asamblea Constituyente y 
un referéndum, que redujo notablemente la pobreza y la desigual-
dad por más de una década en virtud de una bonanza económica 
inédita, de repente tuvo que huir. ¿Qué había salido mal?, existían 
múltiples interpretaciones, pero en la prensa internacional pre-
valecía la convicción de que fue víctima de un golpe de Estado 
militar.1 En cambio, los medios bolivianos mencionaban que el 
desenlace fue producto del fraude electoral que orquestó su par-
tido, el Movimiento al Socialismo (MAS).2 La discusión sobre si 
hubo golpe o fraude se convirtió en el centro del debate en torno 
a los acontecimientos de octubre y noviembre de 2019, lo que 
reflejaba la polarización política de la población boliviana. El go-
bierno de Morales fue reemplazado por uno transitorio encabe-
zado por Jeanine Áñez, una senadora de oposición poco conocida 
hasta ese momento, que tenía como misión convocar a nuevas 
elecciones y entregar la presidencia a quien resultara ganador. 

La llegada de la pandemia de COVID-19 a inicios de 2020 no 
pudo ocurrir en peor momento. El virus SARS-CoV-2 encontró un 
país sin ninguna posibilidad de hacerle frente; el sistema de salud 
era por demás precario. En todo el país sólo había 35 camas de te-
rapia intensiva funcionales, en varios departamentos no existían 
hospitales de tercer nivel y el gasto en salud por habitante era de 
alrededor de 200 dólares (Velasco Guachalla et al., 2021), la cuarta 
parte del promedio latinoamericano. La polarización política y el 
cuestionamiento a la legitimidad del gobierno de Áñez provocó 
que un buen sector de la población, al principio, tuviera dudas 

1	 Véase Página 12 (2019).
2	  Véase Los Tiempos (2019).
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sobre la existencia del nuevo virus y, después, decidiera no acatar 
las medidas para contener los contagios. El gobierno transitorio 
tuvo también una actuación cuestionable, ya que tomó decisiones 
que no se correspondían con su encargo principal de entregar el 
poder al ganador de nuevas elecciones. El resultado fue trágico, ya 
que Bolivia se convirtió en el tercer país en el mundo con mayor 
exceso de muertes (Karlinsky y Kobak, 2021). La situación obligó 
a postergar dos veces las elecciones nacionales, mismas que se 
realizaron el 18 de octubre de 2020. Luis Arce, candidato del MAS 
y exministro de Hacienda, resultó vencedor con el 55% de votos. 
Su triunfo fue un duro golpe contra los grupos de oposición a 
Evo Morales. El resultado, que fue reconocido por todos los ac-
tores, permitió superar la crisis política y llegar a una situación 
que debió darse de forma natural antes de los acontecimientos 
del año anterior: tener un nuevo presidente y que se respetaran 
los límites a la reelección establecidos constitucionalmente. A 
la democracia boliviana le tomó un año regresar a un escenario 
del que no debió apartarse, pero ¿por qué?, en este capítulo se 
responde esa pregunta.

El análisis sobre la democracia en el presente apartado parte de 
una noción liberal de la misma. La tradición liberal viene de hace 
más de 200 años y tiene una especial preocupación por el posi- 
ble abuso de poder de los gobernantes. Para prevenirlo se plan-
tea la necesidad de la división de poderes y la existencia de pesos 
y contrapesos políticos. “La ambición debe ponerse en juego 
para contrarrestar a la ambición”, señalaba Madison en 1783.3 
Para esta perspectiva son rasgos definitorios de la democracia los 
límites que se imponen a los gobiernos para impedir que las mayo-
rías opriman a las minorías o la pérdida de libertades individuales, 
por lo que asumen particular importancia la rendición de cuentas 
horizontal y el Estado de derecho (Coppedge et al., 2011). Así, el 
planteamiento liberal de la democracia desconfía de la concen-
tración de poder, por lo que valora positivamente la alternancia 
en el gobierno. Como señala Przeworski (2010), “a nadie le gusta 
ser gobernado, pero si hemos de ser gobernados, por lo menos 
podemos mostrar periódicamente nuestro disgusto expulsando 

3	 Véase Hamilton et al. (1957).
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del gobierno a los tramposos”. Desde esta perspectiva teórica, en 
los siguientes dos apartados se hace un análisis cronológico 
de los tres periodos presidenciales de Evo Morales, destacando 
las reformas más importantes y las estrategias políticas emplea-
das. Luego se ofrece una explicación de la crisis política de 2019 
y también se aborda cómo influyó la pandemia de COVID-19 en 
los acontecimientos políticos que llevaron al MAS de regreso a la 
presidencia. Por último, se examinan posibles escenarios futuros 
en la frágil democracia boliviana.

1. Triunfo electoral de Evo Morales  
y una nueva Constitución 

La llegada a la presidencia de Evo Morales en enero de 2006 fue 
celebrada en toda la región. Un indígena gobernando por primera 
vez a un país predominantemente con población indígena era, en 
sí mismo, un notable avance democrático. Las altas expectativas 
hacia su gobierno estaban, además, impulsadas por una ambi-
ciosa agenda de cambios con la que él y su partido habían gana-
do las elecciones, las primeras en las que un candidato obtuvo 
mayoría absoluta de votos. Los componentes más importantes 
de esa agenda eran: 1) la refundación del Estado boliviano a tra-
vés de una Asamblea Constituyente, considerando la identidad 
y los valores de las naciones originarias; 2) la eliminación del 
neoliberalismo a través de la recuperación de la propiedad de las 
empresas previamente privatizadas, del aprovechamiento de los 
recursos naturales y del control del excedente económico por 
parte del Estado; 3) la legalización del cultivo de hoja de coca; y 
4) la reducción del gasto corriente a través de una nueva escala 
salarial para el sector público, de la eliminación de los gastos re-
servados, de la prohibición del financiamiento a partidos políticos 
y de la disminución de los sueldos de diputados y senadores.4 Si 
bien estos puntos habían emergido a lo largo de varios años por 
la presión de numerosos sectores sociales, el MAS los aglutinó y 

4	 Véase MAS (2005).
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les dio impulso, lo que le produjo notables niveles de apoyo. Así, 
Morales fue reelecto dos veces, en 2009 y 2014, con más del 60% 
de la votación; en 2008 ganó un referéndum revocatorio y logró 
la aprobación de una nueva Constitución, también mediante re-
feréndum, en 2009. 

La reforma más importante en los 14 años de presidencia de 
Evo Morales fue, sin duda, la nueva Constitución, misma que, 
aunque supone una mejora democrática, no rompió con los 
cambios que se habían hecho en gobiernos anteriores. Dichos 
ajustes habían ido perfeccionando, de manera gradual, las reglas 
formales de la democracia (Torrico, 2017). Por ejemplo, a media-
dos de los noventa se reconoció constitucionalmente el carácter 
multiétnico y pluricultural del país; se creó un sistema electoral 
mixto para elegir diputados, que combinaba distritos plurinomi-
nales de representación proporcional con distritos uninominales 
de elección directa, y que claramente mejoraba la representación 
política; se crearon el Tribunal Constitucional (TC) y la Defensoría 
del Pueblo; se aprobó la autonomía de la Corte Nacional Electoral 
(CNE); se dispuso el financiamiento público a partidos políticos, 
con el fin de equilibrar la competencia política; se reconocieron 
territorios indígenas; y se establecieron cuotas de género para 
las candidaturas al Congreso y a los concejos municipales. A esos 
avances se sumaron, a inicios de este siglo, la elección por sufra-
gio de los gobernadores departamentales (antes designados por 
el presidente), la iniciativa legislativa ciudadana y el referéndum 
para que la ciudadanía influyera en la toma de decisiones. 

La Constitución de 2009 agregó a lo anterior la aprobación de 
mecanismos de democracia participativa (revocatoria de mandato y 
consulta previa), el reconocimiento de los procedimientos demo-
cráticos comunitarios de pueblos indígenas, el establecimiento 
de cuotas para comunidades indígenas en el TSE (2 de 7 vocales) 
y en la Cámara de Diputados (7 de 130 diputados), la disposición 
de que el presidente y el vicepresidente pueden ser reelectos por 
una sola vez de manera continua, y la elección por sufragio uni-
versal de los autoridades del Poder Judicial. Todas esas medidas, 
con excepción de la última, son incontrovertiblemente avances 
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democráticos.5 Sumado a ello, y a diferencia de años anteriores, 
el perfeccionamiento de las reglas políticas fue acompañado de 
un ciclo de bonanza económica producido por el incremento 
internacional de precios de materias primas, que, a su vez, fue 
originado por la mayor demanda que venía de China.6 Entre 2006 
y 2019, periodo en que gobernó Evo Morales, el Producto Interno 
Bruto (PIB) creció a un impresionante promedio de 4.7%, el ingre-
so per cápita aumentó 46%, la pobreza se redujo 63%, la pobreza 
extrema cayó 74% y la desigualdad también bajó 26%.7 El Estado, 
sin embargo, no fue un actor económico pasivo; la renegociación 
de contratos petroleros que llevó a cabo con las empresas transna-
cionales instaladas en Bolivia8 permitió un considerable aumento 
de los ingresos públicos en 371%, de la inversión pública en 600% 
y del gasto social en 315%.9 

Una economía pujante, menores desigualdades sociales y 
cambios políticos favorables fueron los factores que explican los 
notables niveles de apoyo hacia Evo Morales por más de 10 años, 
que le permitieron ser el presidente que más tiempo gobernó en 
la historia de Bolivia. Eso se facilitó por el derrumbe del sistema 
de partidos que había prevalecido en las décadas de los ochenta y 
los noventa. Los tres partidos que se alternaron en la presidencia 

5	 La elección de autoridades judiciales por voto popular no es parte de las 
prácticas de ningún país democrático y no se suele recomendar, porque 
introduce incentivos mayoritarios a una institución que debe proteger 
el Estado de derecho y los derechos humanos (Béteille, 2012). Esto 
significa que pudiera ocurrir que la preservación del Estado de derecho 
vaya en contra de la opinión mayoritaria de la población, como cuando 
funcionarios públicos acusados de corrupción no son apresados en tanto 
no haya sentencia condenatoria, o también que la protección de derechos 
humanos sea impopular, como cuando las autoridades judiciales protegen a 
migrantes a quienes la opinión pública responsabiliza por la inseguridad en 
el país. 

6	 Cuando Morales ganó por primera vez la presidencia, Bolivia venía 
saliendo de un periodo de bajo crecimiento en la economía. Así, el ingreso 
per cápita de 2003 era el mismo que el de 1998. 

7	 Según datos de World Bank (2023).
8	 Esta medida fue presentada como nacionalización de hidrocarburos, en 

mayo de 2006.
9	 Según datos de la CEPAL (2022) y de UDAPE (2022).
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y que concentraban más de dos tercios del voto prácticamente 
desaparecieron,10 dejando al MAS como partido predominante y 
el único con presencia en todo el territorio nacional. ¿Qué cambió 
entonces en 2019 para que se hayan producido los terribles acon-
tecimientos poselectorales y la salida del presidente a México? 

En los 14 años de gobierno de Morales pueden observarse 
tres subperiodos: 1) afianzamiento del poder del MAS, en que la 
oposición estaba debilitada, pero tenía todavía capacidad de veto 
político (2006-2009); 2) hegemonía del MAS y de Evo Morales 
como líder político (2010-2015); 3) crisis y polarización política 
(2016-2019). Sin embargo, una constante que atraviesa todos los 
subperiodos es la visión sobre la democracia que tienen el MAS 
y el propio Morales, en la que las mayorías deben prevalecer, 
los contrapesos institucionales deben anularse y la alternancia 
política no debe producirse. Esa visión, cuando se enfrentó a un 
contexto en que el oficialismo ya no tenía apoyo mayoritario para 
garantizar la continuidad en el poder del expresidente, fue la que 
ocasionó la crisis poselectoral de 2019. 

2. Construyendo mayoría y controlando 
contrapesos

Al asumir la presidencia por primera vez, Evo Morales pronun-
ció dos frases que en su momento no llamaron la atención, pero 
que reflejaban su visión sobre la democracia: 1) “De la resistencia  
de 500 años a la toma del poder para 500 años”, 2) “Soy presidente 
pero todavía no tengo el poder”.11 Ambas reflejan una lógica polí-
tica que no admite la alternancia y que privilegia la concentración 
del poder. Posteriormente, el expresidente insistió en varias oca-
siones en torno a que la división de poderes es una doctrina de 
Estados Unidos y a que cuando un partido gana elecciones debe 

10	 A saber, Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), Acción 
Democrática Nacionalista (ADN) y Movimiento de Izquierda Revolucionaria 
(MIR).

11	 Véase Democracia Sur (2006).
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implementar sus políticas con todas las estructuras del Estado.12 
Ese planteamiento revela una noción de que la mayoría electoral 
debe prevalecer sobre los contrapesos que existen sobre el Poder 
Ejecutivo y la autonomía de instituciones y organizaciones públi-
cas; dicha forma de pensar tiene origen en los sindicatos campe-
sinos de productores de hoja de coca, que es de donde surgieron 
Morales y el MAS, en ellos, las resoluciones tomadas en asambleas 
se hacen cumplir orgánicamente. La unidad y el acatamiento de 
las decisiones sindicales campesinas fueron clave para la orga-
nización de los cocaleros, para resistir la erradicación forzosa de 
sus cultivos, para movilizarse y presionar políticamente, y para 
que su partido llegara a la presidencia.13 

A pesar de lograr un triunfo electoral por mayoría absoluta 
en 2005, el MAS no contaba con mayoría en el Senado. Tampoco 
logró mayoría calificada en la Asamblea Constituyente, que era 
requisito para aprobar el nuevo texto constitucional. Así, la opo-
sición, conformada por miembros de los partidos recientemente 
desaparecidos, conservaba capacidad de veto. La respuesta del 
Gobierno fue movilizar a sectores sociales afines (en específico 
a las comunidades indígenas y campesinas) para impedir por  
la fuerza el ingreso de opositores a la Asamblea Constituyente y al 
Congreso. El oficialismo también presionó de manera constante  
al Tribunal Constitucional, iniciando juicios de responsabilidades 
a sus magistrados o forzándolos a renunciar, con lo que se dejó sin 
quorum a dicho órgano y sin la posibilidad de que existiera control 
constitucional.14 Asimismo, la Corte Suprema de Justicia sufrió la 
embestida gubernamental y en 2009 quedó sin quorum y la Sala 
Civil fue clausurada. En medio del vacío judicial, en abril de 2009, 
el Congreso aprobó una ley electoral transitoria que adelantó los 
comicios que debían realizarse en 2010 y habilitó a Morales para 
ser reelecto, a pesar de que la Constitución anterior, en vigor al 
momento de su elección como presidente, no contemplaba esa 

12	 Ver Mendoza (2016) y NMás (2019, min 13:10-14:10).
13	 Véase Komadina y Geffroy (2007), Zuazo (2009), García Linera (2010)  

y García Yapur (2015).
14	 Un recuento detallado de estos episodios se encuentra en Castagnola  

y Pérez Liñán (2010).
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posibilidad y de que la nueva Constitución expresamente seña-
laba, en un artículo transitorio, que la reelección no aplicaba para 
las autoridades vigentes (Castagnola y Pérez Liñán, 2010). Como 
es de suponer, esta ley no pudo ser sujeta a control constitucio-
nal por la falta de un Tribunal Constitucional en funciones. El 
contundente triunfo electoral de Evo Morales, quien fue reelecto 
con más del 64% de los votos, acalló a quienes reclamaban por las 
irregularidades cometidas. Así, se logró la mayoría calificada en 
ambas cámaras del Congreso. El MAS se convertía en el partido 
dominante.

La movilización de sectores sociales cercanos al Gobierno (o 
controlados por éste) fue una estrategia usada recurrentemente 
para enfrentar a la oposición legislativa y a la que gobernaba en 
algunos departamentos. A este juego de confrontación también 
entraron dirigentes opositores, lo que generó enfrentamientos 
violentos entre civiles, en los que hubo muertos y heridos (los 
más importantes fueron los de Cochabamba, en 2007, y Pando, en 
2008).15 Pero el triunfo de Morales en las elecciones de 2009 signi-
ficó, finalmente, la derrota de la oposición. No obstante, para con-
solidar su hegemonía, no bastaba con neutralizar a los órganos de 
contrapeso, como ya habían hecho con el Poder Judicial, el MAS 
debía controlarlos. Así, a inicios de 2010, el nuevo Congreso (que 
emergió de las elecciones efectuadas pocos meses antes) aprobó 
una ley que autorizaba al presidente a nombrar interinamente a 
los ministros de la Corte Suprema de Justicia, a los magistrados 
del Tribunal Constitucional y a los miembros del Consejo de la 
Judicatura (medida abiertamente inconstitucional). Esas autori-
dades estuvieron en funciones por casi dos años, hasta que en 
octubre de 2011 se realizaron las primeras elecciones judiciales 
(que es lo que la nueva Constitución establece). Si bien uno de 
los objetivos del nuevo mecanismo de nombramiento era despo-
litizar al Poder Judicial, quedó claro que las nuevas autoridades 
contaban con el visto bueno del Gobierno (el procedimiento seña-
la que el Congreso debe preseleccionar a los postulantes) y que se 
buscaba tener pleno control del Poder Judicial (Fundación para el 
Debido Proceso [DPLF], 2018). Las nuevas autoridades judiciales 

15	 Véase Uggla (2009).

Miradas actuales sobre América Latina: democracia, violencia y pandemia 191•



iniciaron sistemáticamente juicios contra dirigentes y excandida-
tos opositores, varios de los cuales huyeron de Bolivia.16 Luego, en 
2014, habilitaron a Evo Morales para una nueva reelección (para 
un tercer periodo).17 El Gobierno ya tenía pleno control sobre la 
justicia.

El gobierno del MAS logró controlar el órgano electoral con 
similar estrategia. Ya en el discurso de toma de protesta en 2006, 
Morales criticó duramente su desempeño; dos meses después 
renunció Óscar Hassenteufel, su presidente. Después de la pri-
mera reelección del expresidente, y con el MAS controlando dos 
tercios de ambas cámaras del Congreso, se renovó íntegramente 
la sala plena de dicha institución. El desempeño de las nuevas 
autoridades electorales fue muy cuestionado en el proceso elec-
toral de 2014. Las condiciones de la competencia electoral fueron 
tremendamente desiguales debido a que la candidatura oficia-
lista hizo uso abierto y sin control de bienes y recursos públicos. 
Ante el reclamo de los candidatos opositores, el TSE señaló que 
no podía prohibir que el presidente-candidato realizara gestión 
pública (entregaba obras en mítines electorales a los que asistían 
funcionarios públicos en horario laboral). También se objetó que  
en varias circunscripciones el número de votantes era mayor  
que el de habilitados. En todo caso, la diferencia entre el primer y 
el segundo lugar fue tan grande (casi 40 puntos porcentuales), 
y el resultado final tan claro, que esas denuncias no prospera-
ron. Pocos meses después, en las elecciones de gobernadores y 
alcaldes, el TSE tuvo un comportamiento de parcialización si-
milar hacia los candidatos oficialistas. Se repitieron las escenas 
de uso de bienes y recursos públicos, Evo Morales y el vicepresi-
dente señalaban en actos de campaña que si la gente no votaba 
por sus candidatos, el Gobierno central dejaría de dar recursos a 

16	 Entre los que destacaban Manfred Reyes Villa, exgobernador de 
Cochabamba y candidato a la presidencia en 2014; José Luis Paredes, 
exgobernador de La Paz; Mario Cossío, exgobernador de Tarija; Roger Pinto, 
exsenador; y Branko Marinkovic, ex dirigente cívico de Santa Cruz.

17	 Con el argumento de que su segundo periodo (2010-2014) era en realidad  
el primero bajo la nueva Constitución, misma que reconoce la posibilidad  
de reelección. Al respecto, véase Mendoza-Botelho (2014). 
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los departamentos y los municipios en donde ganaran los oposi-
tores,18 y la autoridad electoral no dijo nada al respecto, pero sí 
actuó cancelando todas las candidaturas de Unidad Demócrata 
(UD), de oposición, en el departamento del Beni, cuando un re-
presentante de esa agrupación dio a conocer unas encuestas en 
las que salían victoriosos. Acciones idénticas por parte de can-
didatos del MAS sólo recibieron sanciones económicas o fueron 
desestimadas por falta de pruebas.19

Durante 2015, la imparcialidad de las autoridades del TSE fue 
cuestionada no sólo por su desempeño en las elecciones, sino por 
varios sucesos que las relacionaban con el MAS. Así, se hicieron 
públicas imágenes del vocal Ramiro Paredes celebrando su cum-
pleaños con militantes de ese partido; la vocal Dina Chuquimia 
reenvió desde su cuenta de Twitter (ahora X) un mensaje de cam-
paña de un candidato oficialista; también circuló en los medios 
el carnet de militante masista del vocal Irineo Zuna; y el vocal 
Wilfredo Ovando apareció en una foto de campaña del partido 
del Gobierno. Todo esto debilitó la imagen del órgano electoral 
y el Congreso resolvió renovar de nuevo a toda su sala plena.20 
Sin embargo, los nombramientos no fueron consensuados con 
la oposición y el Gobierno impuso otra vez su mayoría. En con-
secuencia, las dudas sobre la integridad de los nuevos vocales 
se mantuvieron. El resultado no pudo ser más desastroso: tres 
vocales renunciaron en 2018 cuando el MAS se disponía a apro-
bar la Ley de Organizaciones Políticas, que avalaría una nueva 
reelección de Morales y de García Linera;21 los demás vocales 
llevaron adelante las elecciones presidenciales de 2019, en que 
el binomio oficialista violó sistemáticamente la prohibición de 
usar bienes y recursos públicos en campaña. El silencio del TSE, a 
pesar de las evidencias presentadas por los candidatos opositores, 
confirmó que ese órgano, al igual que otros de vital importancia 

18	 Al respecto, véase Correo del Sur (2015). 
19	 Varnoux (2015) hace un recuento detallado de las irregularidades en las 

elecciones de 2014 y 2015.
20	 Sobre los eventos mencionados, véase Alberti (2016).
21	 Al respecto, véase Zegada (2019).
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para la democracia, también era controlado por el Gobierno.22 La 
decisión final que provocó la crisis y el enfrentamiento que vivió 
Bolivia durante octubre y noviembre de ese año fue interrum-
pir el reporte de resultados la noche de la elección, y reanudarlo 
22 horas después con un llamativo cambio de tendencia a favor 
del MAS. El informe de auditoría interna de la empresa Ethical 
Hacking23 y la auditoría externa realizada por la Organización de 
Estados Americanos (OEA)24 certificaron que se había producido 
fraude electoral.25 La captura del Tribunal Supremo Electoral por 
parte del Gobierno causó el drama que vivieron los bolivianos 
durante varias semanas, en el que murieron más de 30 personas.

El control político que ejerció el MAS se extendió también 
a organizaciones sociales e indígenas aliadas. Algunas de ellas 
funcionaban con autonomía respecto al Gobierno, en especial 
la Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB) y el 
Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu (CONAMAQ). 
Una vez concluida la Asamblea Constituyente, el Gobierno creó 
una instancia de coordinación de las organizaciones aliadas: la 
Coordinadora Nacional por el Cambio (Conalcam), que ganó prota-
gonismo y funcionó de manera subordinada al Poder Ejecutivo.26 

Durante el segundo periodo de Evo Morales hubo conflictos 
que alejaron a algunas organizaciones del Gobierno, siendo el 
más importante la represión en 2011 contra personas indígenas 
que marchaban pidiendo que no se construyera una carretera en 

22	 Otro hecho llamativo fue que la sala plena prohibió que los medios de 
comunicación reprodujeran dos encuestas realizadas por universidades 
públicas, las cuales mostraban que la segunda vuelta entre Evo Morales y 
Carlos Mesa era casi inevitable. 

23	 Se le puede consultar en Ethical Hacking (2020)
24	 El informe preliminar de la OEA se hizo público el 10 de noviembre de 

2019, al respecto consultar OEA (2019). Aunque el informe final se puede 
consultar en OEA (s.f.). 

25	 El Informe de la Misión de Expertos Electorales de la Unión Europea 
también identifica numerosas irregularidades que ocurrieron en las 
elecciones presidenciales, y destaca que el TSE estaba “estrechamente 
vinculado al MAS y, por lo tanto, sujeto a control político”. Se le puede 
consultar en Unión Europea (2019, p. 11). 

26	 Una explicación de esto se encuentra en Mayorga (2011).
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medio de sus territorios. La respuesta oficialista fue dividirlas, 
crear dirigencias paralelas y reconocer a las que se mantenían 
afines. En ello, la Conalcam fue funcional al expulsar a los diri-
gentes disidentes; de hecho, esa coordinadora le dio al Gobierno 
el poder simbólico para seguirse mostrando como representante 
de los movimientos sociales. Además, el escándalo de corrupción 
del Fondo de Desarrollo para los Pueblos Indígenas Originarios 
y Comunidades Campesinas (Fondioc), en el que se descubrió en 
2015 el desfalco de más de 100 millones de bolivianos por proyec-
tos fantasma que debieron beneficiar a comunidades indígenas 
y que involucró a dos ministras de Estado y a varios dirigentes 
campesinos, reveló la existencia de una estructura clientelar del 
Ejecutivo con los sindicatos campesinos y con todas las organi-
zaciones adscritas a la Conalcam.27

La visión sobre la democracia del MAS y de Evo Morales, en 
un contexto de amplio respaldo electoral, les permitió tener pleno 
control político en Bolivia. El expresidente pudo culminar tres 
periodos consecutivos de gobierno, tener mayoría calificada en 
el Congreso, controlar el Poder Judicial, el órgano electoral y las 
organizaciones sociales indígenas y campesinas. Todo ese domi-
nio hizo posible asediar y aislar a organizaciones sociales críticas, 
usar instrumentalmente la justicia contra líderes de la oposición y 
líderes sociales disidentes, y gozar del trato privilegiado del TSE, 
en especial, en periodos de campañas. En esas condiciones era 
casi imposible para la oposición competir electoralmente, a lo 
cual se sumó la eliminación del financiamiento público a partidos 
políticos, poco antes de la primera reelección de Morales,28 lo que  
llevó al debilitamiento de todos los partidos opositores y a que tu- 
vieran una existencia fugaz (la mayoría desapareció poco des-
pués de las elecciones). En consecuencia, el sistema de partidos 

27	 Un excelente análisis de dicho escándalo de corrupción y de la relación del 
gobierno del MAS con las organizaciones sociales se encuentra en Zegada y 
Komadina (2017).

28	 Sobre la importancia del financiamiento público y sus efectos 
positivos sobre la democracia véanse Gutiérrez y Zovatto (2011), 
y Falguera et al., (2015).
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predominante29 existente en Bolivia es resultado intencional de 
las acciones impulsadas desde el Gobierno nacional para debilitar 
a la oposición y que haya competencia, pero no competitividad 
electoral.30 Todo ello en función de afianzar el control político 
del MAS en el país. 

3. Crisis política de 2019

La profunda crisis que atravesó Bolivia en 2019 y que tardó un 
año en resolverse inició en realidad en 2016. Poco después de la 
segunda reelección de Evo Morales, en octubre de 2014, en la que 
volvió a triunfar con un 61% de los votos, el MAS y los sindicatos 
cocaleros, queriendo aprovechar el momento favorable, declara-
ron la necesidad de garantizar su continuidad en la presidencia  
con miras al bicentenario de la Independencia, que se cumplirá en 
2025. Puesto que ya no había forma de forzar una interpretación 
constitucional que permitiera un nuevo periodo del expresiden-
te, se decidió convocar a referéndum nacional para cambiar la 
Constitución y posibilitar una nueva reelección. La consulta fue 
aprobada por la mayoría del MAS en el Congreso en septiembre de 
2015, y se realizó en febrero de 2016. El resultado fue inesperado, 
ya que con un 51% se impuso la negativa a una nueva reelección 
de Morales y de Álvaro García Linera. El país se había dividido en 
partes casi iguales, pero aún no estaba polarizado. Fue la primera 
derrota electoral del oficialismo. En parte se debió a que, tres se-
manas antes del referéndum, se destapó un escándalo que reveló 
un esquema de tráfico de influencias que beneficiaba a empresas 
constructoras chinas y que involucraba a Gabriela Zapata, exno-
via de Evo Morales, y también comprometía al Ministerio de la 
Presidencia (Driscoll, 2017). Otro factor asociado fueron las y los 
electores que, habiendo votado por el MAS 14 meses antes, no 

29	 Según Sartori (1980), en sistemas de partido predominante se permite 
la existencia de partidos distintos del principal, que compiten legal y 
legítimamente con él, pero la rotación en el poder no ocurre en la práctica.

30	 Esta descripción es de Mayorga (2019).
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estaban de acuerdo con la posibilidad de que su líder se mantu-
viera casi 20 años gobernando. 

Aunque Evo Morales se había comprometido públicamente 
a respetar los resultados del referéndum,31 ni él ni su partido 
se imaginaron un escenario de derrota. Cuando eso sucedió, el 
MAS convocó a su IX Congreso Extraordinario y estableció que 
debía buscarse el camino para asegurar la repostulación de la du-
pla presidencial. Se consideraron cuatro opciones: 1) recurrir al 
Tribunal Constitucional; 2) realizar un nuevo referéndum, con-
vocado por iniciativa popular; 3) que ambos líderes renunciaran 
seis meses antes del final de sus mandatos para lograr su habili-
tación constitucional; y 4) que el Congreso hiciera una reforma 
constitucional por su cuenta.32 Se eligió la primera opción. Así, 
en septiembre de 2017, diputados del partido del Gobierno pre-
sentaron una acción de inconstitucionalidad de varios artículos  
de la Ley de Régimen Electoral y demandaron la inaplicabilidad de  
diversos apartados de la Constitución que limitaban la reelec-
ción de Morales y de García Linera. Con esto se mostró que el 
MAS sólo estaba dispuesto a acatar la voluntad mayoritaria si se 
ajustaba a sus objetivos políticos, y que no tenía reparos en violar 
la Constitución, que éste mismo impulsó, si ponía en riesgo su 
permanencia en el poder. De esa forma, dicho partido renunció 
a la que constituía la fuente de legitimación de sus decisiones de 
gobierno desde la primera presidencia de Morales; es decir, la 
necesidad de cancelar la posibilidad de alternancia en el poder 
llevó al MAS a abandonar su visión mayoritaria de la democra-
cia. Para ello, la anulación de los contrapesos institucionales que 
había llevado a cabo sería útil.

A fines de noviembre de 2017, el Tribunal Constitucional emi-
tió la sentencia 84/2017 que habilitaba a Evo Morales y a Álvaro 
García Linera a ser reelectos indefinidamente, bajo el argumento 
de que impedirlo violaría sus derechos humanos. El fallo, ahora 
sí, polarizó al país; significaba no sólo que dichas autoridades 
podían gobernar perpetuamente, sino incluso que quienes vo-
taron en el referéndum por el No habían violado los derechos 

31	 Véase Welle (2016).
32	 Al respecto, véase a Molina (2016).
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políticos de ambos. Un referéndum que, además, fue convocado 
por su propio partido. Surgieron protestas, en especial de líderes 
de la oposición, pero las calles no se llenaron. Había indignación, 
pero faltaba algo que llevara a la gente a movilizarse. Sin embar-
go, las encuestas mostraban que la polarización iba en aumento. 
Según Latinobarómetro, en 2015 y 2016 alrededor del 7.5% de 
personas se ubicaban en los extremos de la escala ideológica 
izquierda-derecha. En 2017 ese porcentaje se triplicó, y en años 
posteriores se ha mantenido en más del doble. En ese contexto, 
las elecciones de 2019 eran altamente riesgosas. Debía cuidarse 
cada detalle y maximizarse la transparencia, pero ocurrió todo lo 
contrario. Como se mencionó al principio, el sistema de conteo 
rápido se cayó, Morales se declaró vencedor sin segunda vuelta 
y el país estalló. Finalmente, se produjo el evento que llevó a la 
gente a las calles.

La misma noche de las elecciones, la misión de observadores 
internacionales de la OEA pidió explicaciones al órgano elec-
toral por la interrupción del conteo. En simultáneo, las calles 
de las capitales de departamento se llenaban de personas que 
protestaban. En Sucre y Potosí, la policía fue rebasada y los in-
conformes quemaron las oficinas de los tribunales electorales 
departamentales. La impericia del Gobierno en el manejo de la 
crisis33 llevó a que la demanda inicial por una segunda vuelta 
electoral se radicalizara, pasando a exigir nuevas elecciones y, 
finalmente, la renuncia de Evo Morales y Álvaro García Linera. 
No sólo había enfrentamientos entre fuerzas del orden y movili-
zados, sino también entre civiles que apoyaban al Gobierno o que 
reclamaban por el fraude. Cuando la violencia escaló y se dieron 
a conocer los primeros muertos, el expresidente aceptó que la 
OEA realizara una auditoría a las elecciones, misma que, como se 
mencionó, concluyó que había evidencia de fraude electoral. Esa 

33	 Por ejemplo, en una concentración con militantes del MAS, Evo Morales 
se burló de los bloqueos de quienes protestaban, en un momento en que 
Bolivia ya estaba paralizada. Una semana después pidió que se reanudara 
la liga de futbol, porque los aficionados estaban siendo perjudicados. 
Los jugadores de varios equipos le respondieron que primero estaba la 
democracia. Al respecto, véase Anoticia2 Bolivia (2019) y Efe (2019).

198 • MARIO TORRICO



declaración significó el fin de la presidencia de Morales. Diversos 
actores políticos y sectores sociales que eran afines al Gobierno 
empezaron a demandar la renuncia de las autoridades, como 
la Central Obrera Boliviana (COB), las universidades públicas e 
incluso las Fuerzas Armadas.34 Un día antes la policía se había 
amotinado, anunciando que ya no reprimiría las protestas; así, 
no existía la mínima posibilidad de culminar siquiera el periodo 
de gobierno, que finalizaba dos meses después. El binomio que ha-
bía gobernado Bolivia por 14 años tuvo que renunciar y refugiarse 
en México. Así también lo hicieron los presidentes de la Cámara 
de Diputados y del Senado. 

El vacío de poder que se generó conllevó más violencia. Las 
más de 50 horas que transcurrieron entre la salida de Evo Morales 
y otras exautoridades a México y la toma de protesta de Jeanine 
Áñez fueron de absoluta zozobra, en especial en La Paz, donde 
se quemaron autobuses de transporte público, ardieron casas  
de políticos de uno y otro bando, grupos civiles se organizaban de-
clarando el inicio de una guerra civil, y ni la policía ni las Fuerzas 
Armadas se movilizaron para pacificar la situación. En medio de 
negociaciones propiciadas por la Iglesia católica y por represen-
tantes de la Unión Europea (UE), entre lo que quedaba del MAS  
y dirigentes opositores, se decidió que, ante la ausencia de los 
presidentes de ambas cámaras del Congreso, la segunda vicepre-
sidenta de la Cámara de Senadores asumiera la presidencia del 
país.35 En ese momento, Áñez ni siquiera se encontraba en La 
Paz; su nombramiento la sorprendió incluso a ella, que ya alista-
ba su retiro político, puesto que su partido no la había incluido 

34	 La sugerencia que hizo el comandante de las Fuerzas Armadas a Evo Morales 
para que renunciara suele verse como evidencia de golpe de Estado 
(Marsteintredet y Malamud, 2019). Sin embargo, el propio expresidente 
relata en sus memorias que la decisión de renunciar la tomó la noche 
anterior. En su carta de renuncia no menciona a los militares, sino que se 
refiere a un “golpe cívico y de algunos sectores de la policía”. Véase Morales 
(2020). 

35	 La Constitución de 2009 establece que la línea de sucesión presidencial 
sigue el siguiente orden: vicepresidente, presidente del Senado y presidente 
de la Cámara de Diputados. Junto con Morales, todas esas autoridades 
habían renunciado a sus cargos. 
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como posible legisladora para el periodo 2020-2025. La sucesión 
fue inmediatamente avalada por el Tribunal Constitucional, que 
interpretó que la ausencia del presidente era definitiva.36 Pero la 
violencia no cesó. Grupos afines al MAS se movilizaron exigiendo 
la salida de Áñez y el retorno de Morales. Los enfrentamientos 
con las fuerzas del orden arrojaron decenas de muertos en Sacaba 
(cerca de Cochabamba) y en la ciudad de El Alto.37 Esos aconteci-
mientos generaron repudio a nivel internacional y provocaron 
que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
realizara una visita de observación a Bolivia, en la que demandó  
que se llevara a cabo una investigación internacional inde-
pendiente sobre los sucesos.38 El nuevo Gobierno logró, al fin, 
pacificar el país, pero su credibilidad internacional quedó muy 
comprometida. 

Aunque el MAS quedó muy debilitado, seguía siendo la princi- 
pal fuerza política en Bolivia y la que tenía mayoría en el Congreso, 
el cual no dejó de funcionar durante la presidencia de Jeanine 
Áñez. Sus legisladores, conscientes de que no podía derramarse 
más sangre, colaboraron en reducir el conflicto y aprobaron 
la anulación de las elecciones del 20 de octubre de 2019, la 
convocatoria a nuevas elecciones (que debían realizarse en mayo 
de 2020, pero fueron postergadas para septiembre y luego para 
octubre debido a la pandemia del COVID-19); nuevas designacio-
nes de autoridades en el Tribunal Supremo Electoral y la renuncia 
de Morales y García Linera. Todo ello en el entendido de que la 
presidencia interina de Áñez tenía como única misión, de acuerdo 
con la Constitución, convocar a nuevas elecciones y entregar el 
poder a quien resultara electo. No obstante, la presidenta excedió 
por mucho ese mandato. Esto facilitado por el debilitamiento de 
las instituciones que había propiciado Evo Morales durante sus 

36	 El comunicado del Tribunal Constitucional puede consultarse en NTN 
(2019). 

37	 Según la Defensoría del Pueblo, el conflicto poselectoral causó la muerte 
de 35 personas en total, tres de ellas antes de la renuncia de Evo Morales y 
32 cuando Jeanine Áñez ya fungía como presidenta. Puede consultarse la 
lista de fallecidos en Defensoría del Pueblo. Estado Plurinacional de Bolivia 
(2019). 

38	 Las observaciones de esa visita pueden consultarse en OEA (2019b). 
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14 años en el poder. La misma noche en que Morales marchó a 
México, la Fiscalía General del Estado ordenó el apresamiento de 
las autoridades electorales por el delito de fraude; días después 
emitió orden de aprehensión contra el expresidente por los deli-
tos de sedición y terrorismo; también ordenó detener a exminis-
tros, viceministros e incluso a funcionarios de rango medio. Hay 
que señalar que el fiscal general, Luis Lanchipa, fue designado 
en ese cargo por la mayoría del MAS en el Congreso, en 2018; es 
decir, Morales y los dirigentes del MAS se volvieron víctimas de 
la desinstitucionalización de la justicia que ellos mismos impul-
saron en su gobierno. 

4. Llegada de la pandemia mundial de COVID-19

Al igual que en toda América Latina, la pandemia mundial de 
COVID-19 llegó a Bolivia a inicios de marzo de 2020. El contexto 
no podía ser peor. A los problemas de legitimidad del Gobierno 
interino se sumaba la polarización política por la crisis recién ocu-
rrida y las heridas aún abiertas de la fuerte represión ordenada 
por Áñez; si bien se había pacificado el país, todavía había mucha 
tensión. Para contener el virus, el Gobierno ordenó de inmediato 
el cierre de fronteras y el inicio de una estricta cuarentena a través 
de un decreto que declaraba el estado de emergencia (Velasco 
Guachalla et al., 2021). Para vigilar el cumplimiento de esa me-
dida, se desplegaron policías y militares en todas las ciudades. 
El problema es que la Constitución no contempla el estado de 
emergencia; sólo se puede declarar estado de excepción, pero el 
Congreso debe aprobarlo como máximo tres días después de que 
el Ejecutivo lo decrete. Dado que Bolivia tuvo una de las cuaren-
tenas más estrictas del mundo (la gente debía permanecer en 
sus hogares, sólo podía salir una persona por familia una vez a 
la semana para realizar compras, los mayores de 65 años no po-
dían en ningún caso estar fuera de sus casas), la inexistencia de 
un respaldo legal válido para dicha medida fue vista con recelo. 
Muchos sectores de la población, en especial los que tradicional-
mente votan por el MAS, desconfiaron de las buenas intenciones 
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del nuevo Gobierno, e incluso se llegó a creer que el virus SARS-
CoV-2 no existía, que era un invento de control político.39

La pandemia golpeó muy duro a Bolivia, tanto en términos hu-
manos como económicos. La mortalidad aumentó 68% respecto 
a la tendencia de años previos, y el exceso de muertes fue mayor 
sólo en Ecuador y Perú. Los cementerios no abastecían la deman-
da para enterrar a los muertos, lo que hizo que surgieran cre-
matorios móviles e informales que recorrían los barrios (Velasco 
Guachalla et al., 2021). El sistema de salud era por mucho insufi-
ciente para atender a quienes lo requerían, escasearon medica-
mentos y oxígeno, lo que originó la especulación de éstos, que se 
comercializaban informalmente a precios exorbitantes. Además, 
la desconfianza hacia el Gobierno hizo que muchos sectores rom-
pieran la cuarentena y las medidas de distanciamiento social, lo 
que impidió la disminución de contagios. También la necesidad 
económica de la gente jugó un papel en ello. En un país con 85% 
de trabajadores informales resulta imposible pretender que se 
queden en sus casas por varias semanas. Si bien la presidenta 
estableció diversas medidas como el pago de bonos extraordina-
rios para apoyar a las familias, la reducción de tarifas de servicios 
básicos y la gratuidad de la energía eléctrica y el agua por tres 
meses para el consumo familiar, las necesidades de las personas 
sobrepasaban cualquier respuesta desde el Estado. De hecho, 
Bolivia fue el segundo país en América Latina en dar más apoyos 
extraordinarios durante esta contingencia sanitaria, sólo supe-
rado por Chile. Invirtió más del 7% del PIB en transferencias de 
emergencia y cubrió a más del 75% de la población (Cejudo et al., 
2021). No obstante, en 2020, la pobreza aumentó dos puntos por-
centuales debido al decrecimiento económico del 8.7%, el peor 
desde que se tienen registros. Queda claro, sin embargo, que los 
pobres hubieran aumentado aún más sin los apoyos otorgados.

La estricta cuarentena decretada por Jeanine Áñez fue con-
siderada por expertos internacionales como una medida que 
ponía en alto riesgo a la democracia (Lührmann et al., 2020). En 
un país en el que pocos meses antes hubo enfrentamientos entre 
civiles, el riesgo era obviamente mucho mayor. En ese contexto, el 

39	 Véase Pieper (2020).
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desempeño del Gobierno fue peor de lo esperado. No sólo no pudo 
resolver el desabasto de medicamentos, sino que no se ampliaron 
hospitales ni se adquirió equipo de bioseguridad para el perso-
nal sanitario; en lugar de ello se multiplicaron episodios de co-
rrupción y de uso de recursos públicos con fines personales.40 Si 
Áñez ya tenía problemas de legitimidad, su credibilidad terminó 
de derrumbarse. Luego de la primera ola, la gente masivamente 
quebrantó la cuarentena y al Gobierno no le quedó otra alter-
nativa que levantar la declaratoria de emergencia y delegar las 
disposiciones sobre la pandemia en los gobiernos subnacionales. 
Esto último debió hacerse desde el principio, pero Áñez prefirió 
centralizar las decisiones para no tener que coordinarlas con 
autoridades locales del MAS. Cuando Arce llegó a la presidencia, 
en noviembre de 2020, aún no había pasado lo peor en términos 
de muertes, pero ya no había forma de imponer restricción social 
alguna. Su principal reto fue vacunar a la población, a lo que se 
abocó durante todo 2021. 

La pandemia arrasó con Bolivia; la población pagó un costo 
humano y económico enorme, pero existen importantes leccio-
nes de las que se debería tomar nota a futuro: 1) es indispensable 
contar con un sistema de salud de calidad, de otro modo la gente 
queda desamparada y a su suerte, el MAS no lo construyó en 14 
años de gobierno, y aunque las decisiones y el desempeño de la 
presidencia de Áñez fueron erráticos e incluso nocivos, era im-
posible que su respuesta fuera la que la situación ameritaba; 2) 
tener un sector salud como el que se menciona pasa por construir 
un Estado profesional que recaude ingresos que le permitan fi-
nanciarlo; 3) en una emergencia como la pandemia, el Gobierno 
debe tener legitimidad y credibilidad, y debe además coordinar 
la acción pública con los gobiernos subnacionales, la centraliza-
ción es una mala decisión; 4) lo anterior significa que, si existe 

40	 En abril de 2020 se reveló que aviones de la Fuerza Aérea eran usados por 
amigos y familiares de la presidenta y de sus ministros. En mayo estalló un 
escándalo de corrupción por la compra con sobreprecio de respiradores 
a una empresa española; el ministro de Salud fue aprehendido por ello. 
También se descubrieron casos de corrupción en las empresas públicas.  
Al respecto, véase Los Tiempos (2020).
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desconfianza social en los gobernantes, éstos deben invertir tiem-
po y esfuerzo en construir y fortalecer su legitimidad y su credi-
bilidad, acciones simbólicas que permitan que la gente sienta la 
cercanía de las autoridades suelen ayudar a ello; 5) el buen actuar 
de los funcionarios públicos es fundamental para que las per-
sonas sigan las recomendaciones que proceden del Estado. No 
sólo debe haber máxima transparencia, sino que incluso deben 
evitarse situaciones que puedan ser interpretadas como conflicto 
de interés, abuso de poder o corrupción.

5. Elecciones y fin de la crisis política 

El gobierno interino de Jeanine Áñez buscó desde su inicio eli-
minar políticamente al Movimiento al Socialismo. Más allá de la 
represión ejercida contra quienes demandaban el regreso de Evo 
Morales en noviembre de 2019 (que ya indicaba su escasa voca- 
ción democrática), la persecución judicial que se emprendió con-
tra sus dirigentes y el que se haya impedido que varios exministros 
refugiados en la embajada mexicana pudieran salir del país reve-
laron ese objetivo. Nunca buscó reconciliar a los sectores enfren-
tados ni reducir la polarización política. Y aunque convivió con 
un Congreso de mayoría masista, buscó siempre sacar ventaja de 
su posición de poder, pero en ese afán también se mostró incom-
petente por la escasa experiencia en la gestión pública que tenían 
las nuevas autoridades. El Movimiento Demócrata Social (MDS), 
partido de la presidenta, era poco importante a nivel nacional, su 
votación en las elecciones anuladas de 2019 había sido de sólo 
el 4.24%. Como se mencionó, ella misma no logró entrar en las 
listas partidarias al Congreso, estaba prácticamente en el retiro 
político, y en las tres semanas que duró la convulsión poselecto-
ral se encontraba en Trinidad, una pequeña ciudad amazónica 
donde nació. Sus ministros se caracterizaron por la estridencia, 
las amenazas, permanentes conflictos de interés y hechos de co-
rrupción.41 La presidencia les había llegado por accidente, y no 

41	  Arturo Murillo, quien fuera ministro de Gobierno durante la presidencia 
interina y el político más influyente y poderoso durante el año que duró,  
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estuvieron a la altura. No obstante, en enero de 2020, el MAS se 
veía débil y Áñez calculó que el momento político era propicio. 
Así, anunció su candidatura presidencial. 

Nuevamente la figura de un presidente-candidato (o presi-
denta-candidata, en este caso) arrojaba dudas, otra vez, sobre la 
equidad que habría en las elecciones, y Áñez replicaba el compor-
tamiento que había caracterizado a Evo Morales: uso de recursos 
públicos para promocionar su imagen, despliegue de funcionarios 
para actividades de campaña, etcétera. Pero la pandemia lo cam-
bió todo. Las elecciones fueron postergadas dos veces para no in-
crementar los contagios y se realizaron cinco meses después de lo 
programado. Eso dio tiempo al MAS para reorganizarse y actuar de 
manera coordinada. No fue sencillo, dado que los líderes de dicho 
partido se encontraban refugiados en el exterior y había fuertes 
conflictos internos que se derivaban de las resistencias a la can-
didatura de Arce, que había sido impuesta por Evo Morales desde 
Argentina.42 Asimismo, era conflictiva la relación entre la banca-
da masista del Congreso, que seguía sesionando y legitimando 
la presidencia de Áñez, y sectores que rechazaban cualquier tipo 
de colaboración con un gobierno que consideraban golpista; sin 
embargo, la demora de las elecciones les permitió reestructurarse 
y volver a constituirse en el partido mejor organizado y con mayor 
presencia en el territorio, lo que es clave en contextos electorales, 
en especial cuando las condiciones para las campañas son muy 
restrictivas, como ocurrió por el COVID-19. La desconfianza en el 
Gobierno interino también ayudó en esa reorganización, ya que 
las postergaciones fueron interpretadas por algunos sectores del 
MAS como intentos por suspender la elección de autoridades 
indefinidamente (a pesar de que ambas habían sido aprobadas 
por el Congreso, donde el mencionado partido tenía mayoría); 
ello los llevó a protestar y movilizarse durante varias semanas. 

se encuentra hoy preso en Estados Unidos por conspiración para blanquear 
sobornos. A cambio de pagos recibidos, otorgó contratos a una empresa 
estadounidense que vendió gases lacrimógenos y otros equipos no letales 
con sobreprecio al Gobierno boliviano. 

42	 Las organizaciones sociales aliadas al MAS habían acordado que David 
Choquehuanca, excanciller y dirigente aymara, fuera el candidato 
presidencial. Véase Cámara de Senadores (2020). 
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El bloqueo de carreteras que realizaron paralizó el occidente del 
país y comprometió el paso de ambulancias y oxígeno hacia las 
ciudades (Velasco Guachalla et al., 2021). Pese a la crítica que origi-
naron estos actos, fueron muy importantes en generar la cohesión 
interna que habían perdido en noviembre de 2019.

Una constante de la política boliviana es la fragmentación par-
tidista. En todas las elecciones previas al primer triunfo de Evo 
Morales hubo más de 10 candidaturas. Luego de 2005, el número 
de candidatos estuvo entre ocho y nueve, lo que muestra que la 
hegemonía política del Movimiento al Socialismo estuvo facilita-
da por la división de la oposición. Es decir, si bien el MAS debilitó 
deliberadamente a los demás partidos y desniveló la competencia 
al grado que hizo imposible que ocurriera una alternancia, las 
fuerzas de oposición no constituyeron un bloque unido debido 
a la pluralidad ideológica que hay en ellas. Aunque el menciona-
do partido es, sin lugar a duda, de izquierda, la oposición estaba 
formada por otras izquierdas (algunas más liberales y otras típica-
mente marxistas) y también por líderes y movimientos de centro, 
de derecha y de extrema derecha. En las anuladas elecciones de 
2019 el voto opositor se concentró en Carlos Mesa, que era el me-
jor posicionado para competir con Morales, pero hubo otras siete 
candidaturas que se presentaban como alternativas de cambio. En 
el conflicto poselectoral, todas las oposiciones se unieron en con-
tra del fraude, pero una vez que Jeanine Áñez llegó a la presidencia 
y anunció su candidatura, se rompió tal unidad. Asumiendo que 
el MAS estaba derrotado, Áñez atacó de manera contundente a 
Mesa. En Santa Cruz surgió otro candidato, Fernando Camacho, 
líder cívico que se había dado a conocer en los días más intensos 
del conflicto. Al parecer todos buscaban llenar el vacío supues-
tamente dejado por el partido dominante.43 

En las elecciones de octubre de 2020 volvió a contender un 
MAS sólido contra partidos que se le oponían, pero divididos. La 
pésima gestión de la pandemia, los escándalos de corrupción y 

43	 En Claros y Díaz Cuéllar (2022) se encuentran varios análisis sobre la crisis 
política boliviana de 2019-2020 y sobre el proceso electoral de octubre 
de 2020. Resulta valioso que en ese libro existe variedad de posiciones e 
interpretaciones. 
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los abusos cometidos habían desgastado a Jeanine Áñez, quien 
al ver que la fragmentación contra el MAS favorecía su posible 
regreso al poder, decidió retirar su candidatura. Era un acto tar-
dío y desesperado ante la certeza de que, si Luis Arce llegaba a la  
presidencia, habría consecuencias por los excesos cometidos por 
su gobierno interino. Pero el daño estaba hecho y afectó a todas 
las oposiciones que actuaron juntas ante el fraude de 2019. Un año 
bastó para que algunos sectores de la población percibieran que la 
alternativa al MAS eran fuerzas que tenían una visión del Estado 
como botín, una concepción autoritaria del poder y gran incom-
petencia. Arce obtuvo 55% de votos contra sólo el 29% de Carlos 
Mesa. Su triunfo en primera vuelta aseguró la mayoría congresal 
de su partido, fue una terrible derrota para los líderes y los gru-
pos que habían protestado en contra de las irregularidades de las 
elecciones del año anterior. A los votantes tradicionalmente ma-
sistas se les sumaron quienes, habiendo votado por Mesa en 2019 
por estar en desacuerdo con un nuevo periodo de Evo Morales, 
votaron por el MAS al ver que tenía un candidato distinto; es 
decir, había electores que rechazaban una nueva reelección de 
Morales, pero no así un nuevo gobierno del MAS.44 El panorama 
político cambió de forma tan drástica que pocos días después el 
expresidente y Álvaro García Linera retornaron a Bolivia y todos 
los procesos judiciales, que el gobierno de Áñez había iniciado 
contra su predecesor y otras exautoridades y líderes masistas, 
fueron anulados.45 Así también, los exvocales del TSE que en-
frentaban cargos por fraude electoral fueron liberados; ello da 
cuenta de la debilidad del sistema judicial en Bolivia y su absoluta 
sumisión a quien ostente el poder político.

El resultado de la crisis política que vivió Bolivia en 2019 y 
2020 (pero que inició en 2016 con la decisión de no respetar los 
resultados del referéndum) es que se eligió un nuevo presiden-
te en un proceso que todos los observadores calificaron como 

44	 En la Encuesta Nacional de Polarización (Proyecto Unámonos, 2023), 
alrededor de un tercio de los encuestados declaró haber votado 
estratégicamente en 2020 para que un candidato que no le gustaba no 
ganara. De ellos, la mayoría (51%) votó por el MAS.

45	 Véase Europa Press (2020).
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transparente; por ello, fue reconocido por todos los actores po-
líticos. En ese sentido, se cumplió el mandato del referéndum de 
2016, acerca de que Evo Morales no fuera reelecto y se respetó 
lo que señala la Constitución al respecto. Pero el costo para que 
esto sucediera fue muy alto en términos de muertes, de violencia 
política, de poner en vilo a la democracia y de generar una pola-
rización que no se limitó a los políticos, sino que se extendió a la 
población. Según la Encuesta Nacional de Polarización (Proyecto 
Unámonos, 2023), dos de cada 10 bolivianos han cortado lazos 
con familiares o amigos por la crisis política; el 51% ha decidido ya 
no hablar de política para evitar conflictos con personas cercanas; 
el 45% considera que sí hubo golpe de Estado contra Morales, cifra 
que es idéntica a la de quienes consideran que no hubo golpe; y 
el 49% cree que hubo fraude, frente al 40% que considera que 
no lo hubo. El apresamiento de Jeanine Áñez, en 2021, de varios 
miembros de su gabinete y de Fernando Camacho, en 2022, ha 
impedido que las posturas polarizadas puedan acercarse. Por el 
lado del MAS, actualmente se vive una crisis interna por la dispu-
ta entre Arce y Morales por la candidatura en 2025. El primero 
quiere reelegirse y el segundo pretende volver a la presidencia. 
Los caudillos no dejan sucesores ni se retiran, y Evo es claramente 
un caudillo. Es posible que, ante una oposición otra vez dividida 
y debilitada, el conflicto Arce-Morales sea el más importante en 
el futuro político cercano de Bolivia. 

Conclusiones

¿Qué llevó a la crisis política boliviana de 2019 y 2020? Fue 
la insistencia del MAS y de Evo Morales de perpetuarse en la  
presidencia. Contrariamente a lo que sucedió en otros países de 
la región, la crisis no se originó por problemas económicos o de po- 
breza. De hecho, los 14 años de gobierno de Morales pueden ser 
considerados como un éxito económico y de inclusión social. 
Bolivia no sólo brilló por su estabilidad económica, sino también 
por su buen crecimiento y por la reducción de la población po-
bre. La misma Constitución de 2009 profundizaba la inclusión 
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política que cambios constitucionales previos habían iniciado. 
Pero la visión política del MAS y de sus líderes no consideraba la po- 
sibilidad de perder el apoyo mayoritario de la gente. Cuando se 
enfrentaron a la realidad de la derrota en el referéndum de 2016, 
que les obligaba a cambiar de candidato e incluso considerar la 
posibilidad de que existiera una alternancia en el poder, no du-
daron en inclinarse por violar el mandato popular y garantizar su 
permanencia en la presidencia. Lo pudieron hacer porque antes 
habían debilitado y, luego, se aseguraron el control de las instan-
cias de contrapeso y de organización electoral. La habilitación 
de la candidatura del entonces presidente por parte del Tribunal 
Constitucional y la caída del conteo rápido para mostrar después 
un cambio de tendencia en los resultados son evidencia de la total 
sumisión de esas instituciones al Poder Ejecutivo.46 

El problema del debilitamiento institucional es que puede per-
judicar a cualquiera. Cuando Evo Morales huyó a México y Jeanine 
Áñez asumió la presidencia, fue ella quien instrumentalizó la  
sumisión del sistema de justicia; por ello se persiguió judicialmen-
te al expresidente y a numerosas exautoridades. Luego, cuando 
Arce resultó electo, los jueces y fiscales nuevamente mostraron 
un comportamiento funcional a los intereses del Ejecutivo. Los 
cargos contra Morales y dirigentes del MAS fueron desestima-
dos y se apresó a Áñez y a Camacho. De igual manera pasó con 
el Tribunal Constitucional, que validó la toma de protesta de 
la expresidenta. Es un comportamiento incoherente y a la vez 
absolutamente racional de las autoridades judiciales, pero que 
perjudica a la democracia y a los derechos de las personas. Por 
tanto, se requiere que el Poder Judicial y la Fiscalía recuperen su 

46	 En 2018, la Comisión Europea para la Democracia a través del Derecho, 
conocida como Comisión de Venecia, a solicitud del secretario general de la 
OEA, efectuó un estudio sobre la reelección. En él señaló que la reelección 
presidencial no es un derecho humano y que impedirla no limita los 
derechos de los candidatos o de los votantes. Así también, en 2021,  
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) dictaminó que la 
reelección presidencial indefinida no se encuentra bajo la protección de la 
Convención Americana y que, por lo tanto, no es un derecho humano. Con 
todo ello quedó claro que el fallo del Tribunal Constitucional boliviano, que 
permitía la reelección de Evo Morales, no tenía sustento jurídico.
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autonomía plena. Por infortunio, esto no entra en los planes del 
gobierno de Arce, al que, por el momento, le beneficia controlar a 
la justicia. Los cálculos de corto plazo de los políticos se imponen 
a los riesgos que existen en el largo plazo. En tanto se mantenga 
ese patrón de comportamiento, será menos probable reducir la 
tensión política y la polarización. Una buena forma de influir para 
que eso ya no ocurra sería modificar el mecanismo de elección de 
autoridades judiciales por voto popular. 

La realidad nos muestra que siempre se puede estar peor. En 
plena crisis política llegó la pandemia de COVID-19, que alargó el 
tiempo en funciones del Gobierno interino y que trajo más luto y 
dolor a los bolivianos. El sistema de salud no estaba mínimamen-
te preparado para enfrentar al nuevo virus, lo que revela que el 
Estado boliviano tiene en los hechos pocas capacidades. Bolivia 
depende en extremo de las buenas condiciones internacionales, 
y sin ellas es poco lo que los gobiernos pueden hacer para prote-
ger a las personas o para garantizar sus derechos. Es una deuda 
que el MAS debe asumir y debe corregir después de gobernar 14 
años seguidos y con buenas condiciones económicas, pero ten-
drá que hacerlo en un entorno internacional menos favorable. 
Simultáneamente, dicho partido debe afrontar sus conflictos 
internos por la candidatura presidencial en 2025; Evo Morales 
y Luis Arce la buscan, lo que casi es sinónimo de triunfo, ante la 
fragmentación y la debilidad de las oposiciones. Si ellas no cons-
truyen un bloque político para enfrentar al MAS, y si éste no se 
divide, lo más probable es que su permanencia en el poder esté 
garantizada al menos hasta 2030. En unos años habrá que analizar 
qué escenario político prevaleció y las consecuencias de ello para 
la democracia boliviana.
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Introducción

El análisis de la situación de la pandemia se ha estudiado desde 
diversas aproximaciones y enfoques. En su primera etapa el 
abordaje de los problemas generados por el COVID-19 ha sido 
predominantemente biomédico y se ha centrado en la respuesta 
de la ciencia a través del estudio de vacunas, origen y trazabili-
dad del virus (Watson et al., 2022; Zheng et al., 2022; Nohynek y 
Wilder-Smith, 2022). No obstante, también ha surgido una serie 
de estudios asociados con la dimensión institucional y la relación 
que establecieron los Estados centrales con los niveles subna-
cionales de gobierno y con la sociedad civil (Greer et al., 2022).

Gobernanza y descentralización 
para enfrentar el COVID-19. 
¿Importa la forma de Estado?* 

** 
***

Egon Montecinos Montecinos 
David Pérez-Jorge
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Este capítulo se plantea desde la dimensión institucional y 
tiene como propósito determinar si la forma jurídica del Estado 
(sea unitario, regional o federal) incidió en los modelos de go- 
bernanza que se establecieron entre los diferentes niveles de 
gobierno subnacional1 y entre éstos con la sociedad civil.2 Dos 
serán los enfoques teóricos desde los cuales se abordará el pre-
sente estudio: forma de Estado y gobernanza. Para efectos ana-
líticos y dado el amplio margen de la discusión de la gobernanza, 
aquí se considera el enfoque específico referido a la coordinación 
entre niveles de gobierno, llamada gobernanza multinivel, y a la 
relación de los distintos niveles de gobierno con organizaciones 
no gubernamentales a escala subnacional. 

La pertinencia de este estudio está dada precisamente por-
que la pandemia del COVID-19 ha provocado profundos cuestio- 
namientos a nivel mundial sobre la actuación del Estado. Entre 
otras cosas, por la calidad de la coordinación que se estableció con 
los niveles subnacionales de gobierno, a la hora de responder a la 
población con políticas públicas (Couto et al., 2022). En distintos 
países se pudo apreciar descontento por las decisiones centraliza-
das que no contemplaban las particularidades de cada territorio, 
en relación con el conjunto de medidas que se implementaron 
para frenar la expansión de este virus (Capano, 2021). En otros 
casos, en los que los gobiernos nacionales no reaccionaban ante 
esta pandemia, fueron las y los gobernadores y/o alcaldes quienes 
decidieron las medidas, anticipando actuaciones por falta de acción 
de los Estados nacionales (Casula, 2021; Huynh y Duong, 2022).

Respecto a lo anterior, aún no existen evidencias concluyen-
tes, respecto de si una respuesta coordinada o articulada para 
enfrentar esta pandemia se relaciona con la forma jurídica del 
Estado o con otros factores. Por ello, es que este análisis espera 
hacer una contribución a partir de la revisión sistemática de la 
bibliografía, y establecer si la forma de Estado —unitaria, federal 

1	 Se entiende por niveles subnacionales de gobierno las municipalidades 
y ayuntamientos en el nivel local y gobiernos regionales, provinciales, 
departamentales para el nivel regional.

2	 Para efectos de este artículo se entenderá por sociedad civil 
las organizaciones no gubernamentales, tales como sociedades 
científicas, organizaciones sociales y comunidad organizada en general.
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o regional— tuvo relación o no con la capacidad de coordinar ac-
tores estatales y no estatales a nivel nacional y territorial para en-
frentar la pandemia. Para dar respuesta a este objetivo se plantean 
dos preguntas orientadoras de la revisión sistemática: ¿cuáles son 
las principales características de la gobernanza para enfrentar el 
COVID-19 que se pueden identificar a partir de la revisión siste-
mática? y ¿se puede establecer alguna relación entre el tipo de 
gobernanza observado y la forma de Estado de los países?

Estas preguntas tienen la limitante de que no se trata de un 
trabajo empírico que contempló trabajo de campo, ni tampoco 
se revisaron fuentes primarias de cada gobierno al que hacen 
alusión los artículos revisados. Por lo tanto, las conclusiones no 
pretenden una generalización exhaustiva ni concluyente de los 
resultados, sino que aspiran a ser una aproximación preliminar 
a la relación entre forma de Estado y gobernanza para enfrentar 
la pandemia. De esta manera, a través del estudio analítico de la 
revisión sistemática se pretende arrojar luz a esta cuestión. Los 
artículos sometidos a revisión bibliográfica son de la disciplina 
de la ciencia política y la administración pública, revisados en 
dos bases de datos (Web of Science [WoS] y Dialnet), publicados 
entre 2020 (inicio de pandemia) y abril de 2022, y dan cuenta de 
la gestión gubernamental de la pandemia en países con formas 
de Estado diferentes.

1. Metodología, métodos y técnicas 

Para responder al objetivo y preguntas de este artículo se utilizó 
la metodología de revisión sistemática (RS), basada en el modelo 
de declaración PRISMA3 (Preferred Reporting Items for Systematic 
Reviews and Meta-analyses) para estudios de metaanálisis y 
revisión sistemática. En este caso se realizó una revisión siste-
mática de artículos científicos centrados en los estudios sobre 

3	 El método PRISMA sirve para realizar una revisión sistemática y un 
metaanálisis de evidencia científica para presentar la información, ayuda 
a justificar la investigación y a explicar qué se hizo y qué evidencia se 
encontró (Pérez-Jorge et al., 2021).
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descentralización, gobernanza y COVID-19. El objetivo genérico 
es conocer, a través de la sistematización de la búsqueda de fuen-
tes y análisis, el estado de la investigación en relación con estos 
tópicos. 

Esta búsqueda se llevó a cabo en dos bases de datos: WoS, que 
recoge los artículos en inglés más importantes en el ámbito de 
las ciencias políticas y sociales; y Dialnet, repositorio de los 
estudios científicos más destacados en español. 

Esta RS ha permitido realizar una revisión de aspectos cuan-
titativos y cualitativos de artículos relacionados con la des-
centralización y la gobernanza, lo que ha permitido conocer y 
aproximarse a los modelos y las políticas desarrolladas por los 
diferentes países ante un fenómeno global común. Por esto, se 
han revisado las acciones gubernamentales ante el COVID-19 que 
incluyeron estudios sobre acciones y estrategias de coordinación 
centralizada o descentralizada, y gobernanza entre actores guber-
namentales o no gubernamentales. No se consideraron aquéllos 
que hablaran de descentralización o gobernanza en forma gené-
rica o no relacionada, y/o que no recogieran acciones o medidas 
políticas relativas al gobierno y establecidas ante esta pandemia. 

Los artículos sobre gobernanza y descentralización debían 
enfocarse o aportar información sobre las acciones gubernamen-
tales, independientemente de la forma de Estado y del tipo de 
país. Por ello, al inicio de este análisis se establecieron una serie 
de criterios para la inclusión y exclusión de documentos (ver 
tabla 1).

Tabla 1 
Criterios de inclusión y exclusión

Inclusión Exclusión

Estudios en español e inglés Otros idiomas que no sean inglés 
o español

Continúa…
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Inclusión Exclusión

Documentos escritos en los 
últimos dos años 

Artículos escritos antes de dos 
años 

Documentos cuyo foco sea 
la descentralización y la 
gobernanza multinivel y el 
COVID-19

Artículos sobre COVID-19 cuyo 
foco sean otros temas 

Artículos o documentos de 
investigación

Artículos de reflexión

Artículos de acceso abierto Artículos que no sean abiertos

La búsqueda en las bases de datos tuvo una duración aproxi-
mada de cuatro semanas, comenzando el 24 de marzo de 2022 
y finalizando el 24 de abril del mismo año. Se utilizaron las 
siguientes palabras para buscar en las bases de datos indicadas: 
decentralization; governance multilevel, COVID-19, coronavirus 
pandemia. La búsqueda se limitó a los artículos de investigación 
en inglés en WoS y en español en Dialnet. 

La estrategia de investigación se restringió al intervalo de los 
años de la pandemia. Esto es así, porque los estudios y artículos 
científicos sobre descentralización, gobernanza y COVID-19 co-
mienzan a aparecer a finales del año 2020 por la naturaleza de la 
relación y la problemática estudiada. Los booleanos fueron rela-
cionados por los conectores AND y OR, resultando así la siguien- 
te combinación: decentralization AND governance multilevel and 
COVID-19 OR coronavirus pandemic. Para la búsqueda en espa-
ñol se utilizó la combinación: descentralización AND gobernanza 
multinivel y COVID-19 OR pandemia por coronavirus.

El resultado de la búsqueda inicial arrojó 50 artículos, inclui-
das tesis, capítulos de libros y libros. Tras una primera lectura 
de los títulos se eliminaron siete documentos duplicados. Luego, 
se aplicaron los criterios de inclusión, descartando 13 documen-
tos que no los cumplían. Después, fue necesario leer los títulos y 
resúmenes de todos los documentos. Tras una lectura completa se 
eliminaron siete documentos adicionales, quedando finalmente 
23 artículos. Con base en esos 23 artículos se presentan los resul-
tados sobre las siguientes variables: escala territorial del estudio; 
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forma de Estado donde se realizó el estudio; coordinación entre 
niveles de gobierno y con otros actores.

2. Entender las formas de Estado 
y gobernanza

2.1. Forma jurídica de Estado

Tradicionalmente, en la literatura de la ciencia política y el dere-
cho comparado se distinguen tres tipos de formas de Estado: 
el unitario, el federal y el regional (Álvarez, 2022). El régimen 
unitario se puede definir como aquel en donde existe un único 
impulsor político o un único centro nacional organizador de la 
vida política, económica y social de la nación, lo que implica que 
la decisión respecto de los asuntos públicos está concentrada 
(Mejía, 2002; Robledo, 2019).  

Los gobiernos subnacionales se transforman en implementa-
dores de políticas públicas diseñadas en el centro político, desde 
una racionalidad homogeneizadora que responde a objetivos, 
fundamentalmente nacionales (Montecinos, 2005; Mejía 2002). 
En los Estados unitarios, la autonomía sobre las decisiones de los 
gobiernos subnacionales es limitada y, generalmente, se fortalece 
mediante un proceso de descentralización de funciones, más que 
de políticas o autonomía territorial. Salvo en los casos en que la 
propia Constitución reconozca aspectos asociados a la autonomía 
territorial en el marco del propio Estado unitario, como en el caso 
de Colombia o Italia (Montecinos, 2022; Soto, 2020).

Esta condición no significa que los Estados unitarios sean me-
nos descentralizados que los Estados federados, ya que existen 
Estados unitarios que han avanzado considerablemente en ma-
teria de descentralización política, fiscal y administrativa; tal es el 
caso de Colombia en la década de los noventa (Montecinos, 2022; 
Soto, 2020). Debido a su tradición regional, en los años ochenta 
se comenzó a impulsar una serie de reformas descentralizadoras 
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que culminaron con la transferencia de competencias de carácter 
administrativo, fiscal y políticas a los gobiernos regionales (Willis 
et al., 1999).

El régimen federal, por su parte, es la conformación de en-
tidades territoriales que gozan de autonomía política, fiscal y 
administrativa, y comparten poderes con el centro político o na-
cional; a su vez existen múltiples impulsores de poder político, 
legislativo y judicial. Para comprender este tipo de estructura y 
la distribución territorial del poder, se hace necesario distinguir 
algunos conceptos subyacentes a este régimen, tales como el fe-
deralismo, los sistemas políticos federales y la federación, que 
pueden ayudar a entender la esencia de dicho régimen (Fossas, 
2002; Watts, 2003; Loughlin et al., 2013). 

El federalismo pretende lograr la integración junto a la libertad 
política, combinando el gobierno compartido con la autonomía. 
Por su parte, los sistemas políticos federales se refieren a aquellos 
diseños institucionales que garantizan lo planteado en la idea del 
federalismo (Fossas, 2002). Estos diseños pueden estar relaciona-
dos con confederaciones (uniones, ligas o federaciones). La fede-
ración hace alusión al sistema político implementado por primera 
vez en Filadelfia, en 1787, por los fundadores de Estados Unidos, 
este sistema establece la unidad mientras preserva la diversi-
dad territorial, integrando a las unidades políticas, previamente 
independientes, en una nueva unidad nacional (Beramendi 
y Máiz, 2003). 

Por último, se encuentra el Estado regional, concepto acuña-
do en la literatura de la ciencia política y el derecho, comparado 
por autores clásicos como Ambrosini (1933) y Badía (1963 y 1977). 
Se entiende generalmente como una forma de organización de 
Estado intermedia entre el Estado unitario y el federal. Esta 
forma de Estado implica la concentración de las funciones eje-
cutiva, legislativa y judicial en órganos de gobierno centrales 
(Soto, 2020). De esta manera, cada unidad territorial comparte 
funciones con el ejecutivo central, pero también decide, den-
tro del ámbito de su competencia, aspectos de alta relevancia, 
alcanzando incluso una constitución propia o que cuente con 
capacidad legislativa sobre determinados asuntos (Ambrosini, 
1933 y Badía, 1963 y 1977). 
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Un Estado regional, entonces, implica un modelo que compa-
tibiliza las ideas de unidad e integridad del país y de autonomía 
territorial. Esto se establece para todas las regiones en las que 
rige la misma constitución, a la vez que se otorga autonomía a 
las regiones descentralizando el poder en materia política, tribu- 
tario-económica, administrativa, en ocasiones jurídica, legislativa 
y reglamentaria (Álvarez, 2022; Montecinos, 2022; Soto, 2020).

De acuerdo con diversos autores, tales como Watts (2003), 
Loughlin et al., (2013), Lijphart (2012), Soto (2006), Álvarez (2022), 
Cameron (2021), se puede estimar que a nivel global existen 28 
países federales y 119 repúblicas unitarias, a éstas hay que agre-
gar 35 países con monarquías constitucionales unitarias. Dentro 
de los países unitarios, y como Estado regional, se reconoce a 
Italia, España, Colombia, en algunos casos Portugal y Francia. En 
los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OECD, por sus siglas en inglés) encontramos ocho 
países federales y 30 países unitarios (incluidos los llamados 
Estados regionales). 

2.2. Concepto y enfoque de gobernanza

De acuerdo con Aguilar (2008), el concepto de gobernanza 
comenzó a usarse a partir de los noventa con el propósito de deno-
tar las nuevas prácticas del gobierno que incorporaba las acciones 
de actores privados y sociales a sus actividades de provisión de 
políticas públicas. Se diferencia del acto de gobernar, pues éste 
es el proceso que conduce el complejo institucional del Estado 
en el seno de la sociedad civil. En cambio, el término gobernan-
za es más que la acción exclusiva o unilateral del gobierno, es 
decir, suma a otros actores para su ejecución (Báez, 2023, p. 131). 
Kooiman (1993) la define como “la creación de una estructura o de 
un orden que no puede ser impuesto exactamente, sino que es el 
resultado de la interacción entre una multiplicidad de actores que 
participan del acto de gobernar y que son mutuamente influen-
ciables” (citados en Blanco y Gomá, 2003, p. 17). Y está constituida 
por normas que ordenan la interacción en el marco de redes de 
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actores públicos, privados y sociales interdependientes, en pro del 
interés general en entornos complejos y dinámicos. 

La gobernanza, entonces, se asocia a una “mayor implica-
ción de actores no gubernamentales en el diseño e implemen-
tación de las políticas públicas” (Cerrillo i Martínez, 2005, p. 9). 
Apertura que en parte se produce por la erosión de las capacida-
des del Estado para diseñar e implementar sus iniciativas como 
consecuencia de grandes tendencias de cambios en las socie-
dades contemporáneas, como la globalización o la aparición de 
nuevos actores supranacionales (Andrews y Goldsmith, 2011). 
Para una mejor comprensión de los problemas en el marco de 
sociedades complejas, la gobernanza sostiene que la discusión 
sobre los asuntos públicos debe darse en espacios deliberativos 
con múltiples actores, para ampliar el conocimiento disponible 
sobre cuestiones sociales altamente complejas. Con ello, se es-
pera reducir la incertidumbre respecto a las consecuencias de la 
decisión unilateral en una comunidad, por ejemplo, sobre la dis-
tribución de los beneficios y los riesgos que se pueden derivar de 
la implementación de una determinada política pública (Blanco 
y Gomá, 2003). 

En esta discusión general sobre la gobernanza existe una apro-
ximación cuyo foco de interés son las dinámicas de articulación 
que suceden a escala territorial o subnacional entre niveles de 
gobierno y entre éstos y las organizaciones de la sociedad civil. 
Se entiende como un espacio potencial de profundización de-
mocrática a partir de dos vectores clave como la participación de 
actores no gubernamentales y la articulación multinivel como 
componentes esenciales de la gobernanza (Blanco y Gomá, 2003; 
Montecinos et al., 2019; Delamaza y Thayer 2016; Delamaza et 
al., 2011). De este modo, los niveles de gobierno a escala nacional 
y regional no son únicamente una expresión institucional, sino 
también una realidad relacional que involucra a otros actores en 
la gestión o provisión de políticas públicas (Bustos-Gallardo et al., 
2019; Brugué et al., 2005; Pinillos y Signorelli, 2014; Dasí, 2008). 

Marks y Hooghe (2000 y 2004) enfatizan que la gobernan-
za debe operar en múltiples escalas territoriales, a fin de poder 
captar las variaciones de las externalidades que surgen de la 
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aplicación de políticas en el territorio. Así, para internalizar las 
externalidades plantean que la gobernanza debe ser multinivel 
(Hooghe y Marks, 2004) y proponen dos tipologías (tipo 1 y 2) 
a fin de facilitar el análisis empírico (Ares, 2010; Calderón Maya 
et al., 2018). 

La gobernanza tipo 1 se refiere a las jurisdicciones donde se eli-
gen representantes, y se relaciona con las jerarquías formales entre 
los niveles de gobierno, sus procesos de descentralización, distribu-
ción de competencias e instituciones; posee mayor estabilidad y su 
normativa, generalmente, aumenta los niveles de rigidez. 

La gobernanza tipo 2 es más flexible y sus procesos tienden a 
ser estratégicos para resolver con mayor efectividad los asuntos 
públicos que se presentan a raíz de la articulación de actores te-
rritoriales. Según Ares (2010), Hooghe y Marks (2003) y Calderón 
Maya et al. (2018) existe una complementariedad entre ambas 
tipologías, ya que mientras la primera enfatiza la coordinación 
de las divisiones territoriales, la segunda destaca la articula- 
ción y la coordinación de actores para la resolución de problemas 
estratégicos y la obtención de resultados. 

La gobernanza multinivel, entonces, se configura como un sis-
tema en el que los gobiernos nacionales comparten con el resto de 
los niveles territoriales de gobierno decisiones y definiciones 
de políticas sobre agendas de temáticas amplias. En este con-
texto, la articulación de una red de multinivel es una cuestión 
de carácter político, donde existe deliberación pública, enfren-
tamiento de conflictos, negociación y aprendizaje. Ares (2010) 
añade que la dispersión de la gobernanza entre múltiples jurisdic-
ciones es más eficiente y normativamente superior al monopolio 
del Estado central.

A diferencia de la dimensión multinivel, la dimensión horizon-
tal de la gobernanza se caracteriza por superar las características 
de un sector público que actúa desde la autosuficiencia y el cen-
tralismo, sin necesidad aparente de coordinarse con otros actores 
sociales y territoriales para la solución de problemas (Dasí, 2008). 
Las redes horizontales de gobernanza pueden variar de acuerdo 
con el número de actores que la conforman y la intensidad de sus 
interacciones, las relaciones internas de poder, las capacidades 
institucionales y los recursos con los que cuenta para alcanzar 
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sus objetivos, o incidir sobre el logro de un objetivo en particular 
(Blanco y Gomá, 2003). 

En síntesis, la gobernanza nos plantea un doble desafío. Un 
desafío horizontal de coordinación de actores a escala territorial 
y un desafío multinivel que se refiere a la coordinación de los 
distintos niveles de gobierno. De hecho, Hooghe y Marks (1996) 
hablan también de una gobernanza policéntrica, y la definen 
como una organización de poder inestable, heterogénea en el 
plano territorial y no jerarquizada, que muchas veces resulta ser 
la interacción de los niveles de gobierno con los actores terri-
toriales en un mismo espacio geográfico. Se habla entonces de 
gobernanza para referirse a la interacción entre el sector público, 
el privado y la sociedad civil en la organización de algún asunto 
de interés colectivo como una nueva forma de organización social 
e interacción política. 

3. Resultados de la revisión

Como ya se mencionó anteriormente, con base en los 23 artículos 
seleccionados, los resultados se presentan sobre las siguientes 
dimensiones de análisis: escala territorial del estudio; forma del 
Estado donde se realizó el estudio; tipo coordinación entre niveles 
de gobierno y con otros actores.

3.1. Escala territorial de los estudios 

Tal como se observa en la tabla 2, del total de artículos revisados 
(N = 23), 14 (N = 14) se centraron en analizar la gestión guberna-
mental del COVID-19 a nivel de países. Cuatro artículos anali-
zaron la gestión del COVID-19 a nivel de regiones, departamentos 
o provincias (según fuera la denominación del segundo nivel de 
gobierno que usa cada país). Por su parte, tres artículos no hacían 
referencia a casos específicos, sino a conceptos supranacionales, 
como Europa, o simplemente comparaban países de distintos con-
tinentes. Un estudio comparó dos ciudades de distintos países y 
otro estudio no hizo referencia territorial en su descripción.
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Tabla 2 
Escalas territoriales

Escala
Global/
mundial

Continente País Región Ciudades
No 

indica

Número 
de 
artículos

2 1 14 4 1 1

En cuanto a la ubicación geográfica de los casos analizados, se 
puede señalar que, del total artículos, 10 se centraron en países 
o regiones del continente asiático (Indonesia, China, Vietnam, 
entre otros) (N = 10). Un total de 6 estudios se centraron en Europa 
(Italia, España, entre otros) (N = 6). Adicionalmente, se identifi-
caron 5 estudios de regiones de América del Norte y Sur (N = 5), 
finalmente se encontraron 2 estudios de regiones de África (N = 2).

3.2. Forma jurídica de Estado 

Para presentar los resultados en esta dimensión se agruparon los es-
tudios en las tres formas de Estado, más una cuarta categoría referi-
da a Otras formas (las que no se refieren en específico a ninguna).

Tal como se aprecia en la tabla 3, se encontraron nueve ar-
tículos cuya forma de Estado es unitaria. Esta mayoría no debería 
resultar extraña, dado que proporcionalmente los países con for-
ma jurídica de Estado unitario son mayoritarios en el mundo. 

Tabla 3 
Forma jurídica de Estado

Forma de 
Estado

Unitario Regional Federal Otra forma

Número de 
artículos

9 5 4 5
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Se registraron cinco artículos sobre países que, por su singu-
lar política territorial se pueden considerar Estados regionales 
(Colombia, España, Italia). Pese a que la clasificación política 
de los mismos pueda haber sido considerada hasta el momento 
como de Estado unitario, la idiosincrasia, la organización por re-
giones y las comunidades de éstos nos ha llevado a considerarlos 
como regionales.

Se identificaron cuatro artículos centrados en las políticas de 
COVID-19 en países federales. En la categoría Otra forma se re-
gistraron cinco artículos. En ésta entran aquéllos que no especifi-
caron un país en particular, sino que hacían alusión, por ejemplo, 
a un continente (que evidentemente involucra a muchos países 
con distinta forma de Estado). La metodología utilizada que se 
detectó en la mayoría de los artículos fue el estudio de caso y el 
estudio comparado nacional y subnacional.

3.3. Coordinación entre niveles de gobierno y otros actores

Para una mejor exposición se presentan los resultados en cuatro 
categorías de coordinación, las cuales son:

a)	 Coordinación óptima del nivel central con niveles 
subnacionales de gobierno

b)	 Coordinación deficiente del nivel central con niveles 
subnacionales de gobierno

c)	 Coordinación óptima del nivel central con niveles 
subnacionales de gobierno y otros actores

d)	 Coordinación deficiente del nivel central con niveles 
subnacionales de gobierno y otros actores

En la tabla 4 se muestra la síntesis de los artículos relaciona-
dos con las cuatro categorías de coordinación (gobernanza) en 
relación con la forma jurídica de Estado.
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Tabla 4
Categorías de gobernanza

Forma de Estado/
Tipo de relación

Coordinación 
óptima con niveles 

subnacionales

Coordinación 
deficiente 

con niveles 
subnacionales

Coordinación óptima con 
niveles subnacionales y otros 

actores

Coordinación deficiente con 
niveles subnacionales y otros 

actores

Estado federal
Culebro (2021)
Weng et al. (2020)

Rivero (2020) Dutta y Fischer (2021)
Gaskell y Stoker (2020)

Estado unitario

Weng et al. (2020) Lele (2021)

Ochieng’-Springer 
(2022)

Asmorowati, 
Schubert y Ningrum 
(2020)  

Cabana et al. (2021)   

He, Alex et al. (2020)

Ha, B. T. T. et al. (2021)

Tatchalerm y Ora-orn (2021)

Yang, K. (2020)

Tatchalerm y Ora-orn (2021)

Estado regional

Bello-Gómez y 
Sanabria (2021)

Casula y Pazos-Vidal 
(2021)

Royo (2020)

Marianna y Giancotti 
(2021)

Casula y Pazos-Vidal 
(2021)

Capano y Lippi (2021)

Otra forma

Lago-Peñas et al. 
(2022)

Lago-Peñas et al. 
(2022)

Yang, B. et al. (2021) López (2021) 

Pastor (2020)

Dani y Menéndez (2020)

Fuente: Elaboración propia.
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Tabla 4
Categorías de gobernanza

Forma de Estado/
Tipo de relación
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Weng et al. (2020) Lele (2021)
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(2022)
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Schubert y Ningrum 
(2020)  

Cabana et al. (2021)   

He, Alex et al. (2020)

Ha, B. T. T. et al. (2021)

Tatchalerm y Ora-orn (2021)

Yang, K. (2020)

Tatchalerm y Ora-orn (2021)

Estado regional

Bello-Gómez y 
Sanabria (2021)

Casula y Pazos-Vidal 
(2021)

Royo (2020)

Marianna y Giancotti 
(2021)

Casula y Pazos-Vidal 
(2021)

Capano y Lippi (2021)

Otra forma

Lago-Peñas et al. 
(2022)

Lago-Peñas et al. 
(2022)

Yang, B. et al. (2021) López (2021) 

Pastor (2020)

Dani y Menéndez (2020)

Fuente: Elaboración propia.
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a.	 Coordinación óptima entre nivel central y niveles 
subnacionales de gobierno

En esta categoría se pudieron identificar cinco artículos que 
dieron cuenta de una adecuada coordinación entre los distintos 
niveles subnacionales de gobierno, y que se expresó en las tres 
formas jurídicas de Estado. Por ejemplo, en México (país federal), 
el centralismo permitió al gobierno federal operar una estrategia 
que fue adoptada por los gobiernos subnacionales, lo cual sucedió 
a través de una coordinación por una jerarquía vertical que logró 
buenos objetivos (Culebro et al., 2021, p. 110). La coordinación 
entre los distintos niveles de gobierno demostró que no depende 
de afinidades políticas, sino de la necesidad de mejorar los instru-
mentos de colaboración existentes. Por otro lado, Bello y Sanabria 
(2021), analizando el caso de Colombia (Estado regional), indican 
que el gobierno nacional reconoció la necesidad de colaborar con 
los gobiernos subnacionales para asegurar la eficacia de las po-
líticas públicas y la convergencia de objetivos para enfrentar la 
pandemia. Una comparación entre las ciudades más grandes del 
país puso de manifiesto la importancia, no sólo de la coordina-
ción gubernamental multinivel, sino también de un entorno de 
gobernanza local integrador con capacidad institucional local. 

A diferencia del caso mexicano y colombiano, en las ex-
periencias de Los Ángeles, California (estado de un país federal) 
y Shanghái (ciudad de un país unitario), las prácticas eficaces de 
coordinación fueron mucho más sensibles al contexto, deducién-
dose que algunas estrategias de cooperación sólo funcionan en 
entornos culturales, económicos, políticos e históricos, específi-
cos. Para el caso de China, ésta adoptó un enfoque muy concentra-
do y centrado en el gobierno, y se inmiscuyó considerablemente 
hasta en la privacidad de las personas. Mientras que, en el caso 
de Los Ángeles, los funcionarios locales tuvieron que confiar en 
que las y los ciudadanos colaborarían, y que la educación pública 
y el sentido del deber cívico en la lucha contra la pandemia sería 
crucial para alcanzar la cooperación y la coordinación, no sólo ins-
titucional sino también comunitaria. Estas experiencias demues-
tran que lo que es una mejor estrategia para un lugar, puede ser 
una pesadilla en otro contexto social y político (Weng et al., 2020).  
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De la misma manera, los contextos y las trayectorias institu-
cionales previas, pero proclives a la colaboración, pueden resultar 
determinantes para una adecuada gobernanza colaborativa. El 
estudio comparado desarrollado por Casula y Pazos-Vidal (2021), 
tanto en Italia (Estado regional) como en España (Estado regional 
autonómico), demuestra que cuando existe una tradición de di-
námica multinivel comparativamente más consensuada y de una 
tradición de democracia multipartidista, se facilita la colabora-
ción, como sucedió en algunas regiones de Italia, que se mostró 
desde un inicio más integrada que la española. De acuerdo con 
este estudio, la lenta reacción de España, fundada en su insufi-
ciente coordinación y su lento proceso de toma de decisiones, se 
debió a una cultura política aún más competitiva y a unas estruc-
turas y trayectorias de cooperación más débiles en comparación 
con la de Italia. 

A similares conclusiones llegan Lago-Peñas et al. (2022) en 
un extenso estudio de 113 países, en el cual indican que la pan-
demia ha demostrado que la principal lección es que se exige la 
coordinación de políticas en todos los niveles de gobierno, pero 
también con actores políticos relacionados con la acción guber-
namental, como los partidos políticos. En concreto, demuestran 
que democracias o autocracias en sí mismas no representaron 
una cuestión crucial para afrontar con éxito la pandemia, como 
si lo fue la estructura decisional de los partidos políticos que esta-
ban en el gobierno. En países con partidos políticos centralizados 
hubo una mejor coordinación a nivel nacional y se obtuvieron 
resultados significativamente mejores que aquéllos con partidos 
políticos descentralizados.

b.   Coordinación deficiente entre nivel central de gobierno 
y niveles subnacionales

En esta dimensión de análisis se encontró la mayoría de los artí-
culos (siete) y resultados referentes a la razón de coordinaciones 
deficientes entre los niveles de gobierno. Una de las principales 
razones se debe a que las autoridades de nivel central analizaron 
la situación sin tener presentes las peculiaridades propias de 
cada uno de los lugares y comunidades autonómicas, es decir, 
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sin considerar el contexto local. Estos aspectos son relevantes 
para anticiparse con decisiones acertadas, pero no fueron consi-
derados por el poder central que no reconoció el papel clave de 
los gobiernos autonómicos y locales en el caso español (Rivero, 
2020). 

Otro elemento relevante fue la disparidad en las capacidades 
de los gobiernos locales para hacer frente a la pandemia y para 
coordinarse con niveles superiores de gobierno. Ochieng-Springer 
(2022), en el caso de Kenia (Estado unitario), indican que la defi-
ciente coordinación de las intervenciones nacionales se debió a 
la desigualdad de las capacidades entre condados, a pesar de la 
descentralización y la reubicación legal de las responsabilidades 
entre distintos niveles de gobierno. Es decir, en un país altamente 
descentralizado, donde estaban claramente delimitadas las res-
ponsabilidades y los espacios de coordinación, no existían las 
capacidades en algunos condados para llevarlo adelante. 

No cabe duda de que las debilidades institucionales, ya sea 
a nivel general o en los niveles subnacionales, obstaculizaron la 
coordinación entre niveles de gobierno, que no lograron tender 
un puente entre las instituciones nacionales y locales. En el caso 
de Perú, las instituciones rurales, aunque diferenciadas según el 
contexto y las características de la comunidad, producto de de-
bilidades institucionales, se inclinaron sistemáticamente por un 
modo de funcionamiento informal e improvisado, perjudicando 
la gestión gubernamental de la pandemia (Cabana et al., 2021). A 
similares conclusiones llegaron Marianna y Giancotti (2021), pero 
para el caso de Italia, quienes analizando el sistema de salud 
primario concluyen que la pandemia puso de manifiesto la falta 
de preparación de todos los sistemas de salud para hacerle frente. 
La primera oleada de la pandemia pareció indicar que la capacidad 
del sistema de salud es una variable determinante para garantizar 
una respuesta eficaz del sistema de la atención primaria y poner 
en marcha iniciativas de salud preventiva, además del sistema 
de vigilancia. 

Otro factor relevante a considerar en esta dimensión se rela-
ciona con los conflictos entre los niveles nacionales y locales de 
gobierno. Lele (2021), en el caso de Indonesia, indica que existió 
una tensión nacional-subnacional que comprometió la respuesta 
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efectiva en el periodo inicial de la crisis. Esta tensión se debió al 
gran retraso de la respuesta del gobierno nacional en el periodo 
inicial, lo que llevó a los gobiernos subnacionales a responder de 
forma conflictiva y desigual. En algunos casos, a raíz de la volun-
tad y el liderazgo personal de personeros locales, se hizo frente 
a esta situación conflictiva, al respecto, Asmorowati y Ningrum 
(2020) agregan que pueden lograrse resultados positivos, pro-
ducto de la voluntad de los individuos para negociar, cooperar 
y navegar entre las grietas de las políticas mal construidas, los 
sistemas ineficientes o los problemas de recursos. La descentra-
lización, la autonomía local y las nociones de capacidad política 
deben considerar la voluntad de los trabajadores de la salud o de 
las instituciones públicas subnacionales para sacar adelante la 
tarea. En el caso de España, y a diferencia de lo sucedido en otros 
países como Portugal, Alemania, Italia, Francia o los Países Bajos, 
donde la pandemia unió a los principales partidos y redujo el nivel 
de confrontación política, la polarización y la falta de cooperación 
entre el gobierno y el principal partido de la oposición, hicieron 
que la respuesta a la crisis fuera aún más difícil de gestionar 
(Royo, 2020). 

c.   Coordinación óptima con niveles subnacionales 
y otros actores

Tal como se indicó en el marco teórico, la gobernanza también 
contempla la articulación de actores, no solamente institucio-
nales en la gestión de lo gubernamental; por ello, es que en la 
revisión sistemática de la bibliografía se identificaron aquellos 
artículos que pusieran énfasis en este aspecto. En esta dirección 
el trabajo de Dutta y Fischer (2021) sobre la India demuestra lo im-
portante que fue haber coordinado las respuestas para enfrentar 
al COVID-19 entre gobiernos electos de las aldeas y otros grupos 
estatales y de la sociedad civil. Ya que a través de este tipo de go-
bernanza (multinivel y multiactoral) se logró mayor colaboración, 
siempre bajo la conducción de las autoridades administrativas del 
nivel central, que son las que mandan en última instancia. Misma 
situación se puede identificar en las experiencias de Reino Unido 
(RU) y Suiza. Mientras que en el primero la respuesta a la crisis 
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fue diversa en las distintas regiones, en Suiza la comunicación 
y el acuerdo entre todos los niveles de gobierno fue sólido desde 
el principio, basado en el aprendizaje mutuo y la integración de 
múltiples actores, no sólo estatales (Gaskelll y Stoker, 2020).

En esta dimensión, el tipo de régimen fue determinante para 
la colaboración de actores no estatales, ya sea en contextos 
verticales, burocráticos, centralizados o más descentralizados. 
Por ejemplo, para el caso de Vietnam (país unitario) la respues-
ta coordinada del gobierno hacia el COVID-19 se reprodujo en 
todas las provincias y en los niveles locales, así como en todas 
las organizaciones públicas y privadas (Ha, B. T. T. et al., 2021). Las 
comunidades locales llevaron a cabo diferentes actividades con 
todos los actores, pero fue determinante la disponibilidad de re-
cursos, la capacidad institucional, la comunicación transparente 
y continua, así como el sentimiento de confianza en la legitimidad 
del gobierno. Una situación similar se pudo observar en Kenia 
y Tailandia, ambos países unitarios, pero con entornos institu-
cionales distintos (uno descentralizado y otro centralizado). El 
sistema de salud descentralizado de Kenia impulsó la tradición 
de agente ciudadano que les permitió responder rápidamente a 
la pandemia y ampliar su papel más allá del control de la enfer-
medad incorporando a la comunidad. Por el contrario, el sistema 
centralizado de Tailandia condujo a una mentalidad de agente 
estatal, lo que puso de relieve la cadena de mando gubernamental; 
si éste consideraba incorporar a otros actores se hacía, si no se 
contemplaba no ocurría (Tatchalerm y Ora-orn, 2021).

Para el caso de China, He, A. J. et al. (2020) destacan a nivel es-
tratégico la capacidad de movilización del partido-Estado, lo que 
permitió actuar con rapidez. El caso chino ilustra que el liderazgo 
centralizado y la fuerte movilización burocrática, compatibles con 
el estilo político propio de este país, demostraron —en la etapa 
analizada en este trabajo— un poco más de eficacia en la conten-
ción de la pandemia. La experiencia de Asia Oriental destacó la 
importancia central de una ciudadanía vigilante y obediente, que 
es receptiva a las políticas coercitivas de aceptación. Las accio-
nes conjuntas de las organizaciones sociales se han visto con fre-
cuencia y se han optimizado continuamente desde el estallido del 
COVID-19, destacando entre las organizaciones sociales algunos 
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mecanismos flexibles, descentralizados, y otras formas típicas de 
colaboración, que demuestran que en los niveles subnacionales 
de gobierno existe un grado alto de iniciativas de colaboración 
entre ellas (Yang, B. et al., 2021).

d.   Coordinación deficiente con niveles subnacionales 
y otros actores

Como se ha señalado, la respuesta a la pandemia fue distinta en-
tre países y también al interior de ellos. En el estudio sobre tres 
regiones de Italia, la respuesta inicial de Lombardía mostró un 
estilo muy ineficaz para coordinar el complejo y abarrotado sis-
tema de asesoramiento designado para la ocasión. Por su parte, 
en el periodo analizado por este estudio, las regiones del Véneto 
y Emilia-Romaña mostraron una gran capacidad de organización 
política, ya que ambas fueron capaces de mantener una alta le-
gitimidad en la política y muy eficaces a la hora de implicar a la 
comunidad regional y otras partes interesadas, como en el caso de 
la participación de empresas privadas. En cambio, las actuaciones 
de Lombardía se caracterizaron por una persistente oposición po-
lítica interna y por una clara dificultad al involucrar a otras partes 
interesadas de forma adecuada (Capano y Lippi, 2021).

En esta misma dirección, López (2021) señala la necesidad de 
coordinarse para enfrentar la pandemia, no sólo entre niveles 
de gobierno sino con otros actores, y afirma que no se contó ni con 
los instrumentos ni con los mecanismos de gobernanza europea 
y mundial que posibilitaran una acción colectiva supranacional, 
capaz de sustentar un ejercicio de la autoridad sanitaria más allá 
de los ámbitos puramente nacionales. La pandemia ha dejado 
muy claro que el gobierno, sin otros actores, no resulta eficaz en 
su actuación y que el virus se despliega con mayor facilidad.

Yang K. (2020), a partir del análisis del caso de China, sostiene 
que es necesario evitar que la gobernanza de la pandemia sea 
separada de la gobernanza pública, ya que exige realizar esfuer-
zos para mejorar la capacidad, tanto de los funcionarios públicos 
como de las y los ciudadanos, y debe existir un equilibrio entre 
la coordinación centralizada y las respuestas descentralizadas. 
Es importante, sobre todo pensando en el futuro, reforzar la 
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necesidad de colaboración de las empresas y las organizaciones 
sin ánimo de lucro en las respuestas a la pandemia, en un marco 
normativo adecuado para garantizar los límites y las autonomías 
de los integrantes de la gobernanza.

En síntesis, la irrupción de esta pandemia ha provocado un 
encadenamiento de crisis entrecruzadas en distintos ámbitos con 
un alcance global, lo cual sin duda requiere recuperar el papel del 
Estado en la respuesta a los desafíos más inmediatos en el plano 
sanitario, económico y social, en un contexto de crisis. No obs-
tante, se requiere de articulación y cooperación de más actores; el 
desafío es la coordinación nacional, subnacional y supranacional 
(Pastor, 2020; Dani y Menéndez, 2020).

Conclusiones 

La pandemia del COVID-19 se ha convertido en uno de los ejem-
plos más relevantes de externalidades negativas en comunidades 
locales, países y continentes, que exige de coordinación de polí-
ticas, sociedades y gobiernos en todos los niveles. Los resultados 
de esta revisión han mostrado que la capacidad de gobernanza y 
articulación entre niveles de gobierno y de éstos con actores no 
gubernamentales no se relaciona con la forma de Estado; es decir, 
independientemente de si se trata de un Estado federal, unitario 
o regional, se encontraron casos de coordinación y de descoordi-
nación en distintos países. 

El estudio también arroja que las respuestas positivas para en-
frentar al COVID-19 no tuvieron relación con la forma de Estado, 
sino que con factores tales como: 1) mecanismos de coordina-
ción de niveles de gobierno; 2) Recursos fiscales y humanos; y 3) 
capacidades institucionales de los gobiernos, que se encuentran 
presentes o ausentes, independientemente de la forma de Estado 
de un país. De acuerdo con esto, los factores que determinan la 
calidad de la gobernanza para enfrentar la pandemia son inde-
pendientes de la forma de Estado, y se pueden agrupar en meca-
nismos de coordinación, recursos y capacidades institucionales.
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1. En cuanto a los mecanismos de coordinación, se puede se-
ñalar que en la medida que existan instrumentos formales que 
aseguren la coordinación de actores gubernamentales y no gu-
bernamentales, precisando las funciones y las tareas asignadas 
a cada uno, se facilita la gobernanza. Con ello, se asegura que la 
coordinación entre los distintos niveles de gobierno no dependa 
tanto de afinidades políticas entre gobernantes de diferentes ni-
veles, sino de la necesidad de mejorar y activar los instrumentos 
de colaboración cuando requieran ser utilizados. Un resultado 
relevante que muestran los estudios es que lo que es mejor en un 
lugar puede ser una pesadilla en otro contexto social y político. 
Por lo tanto, los mecanismos de coordinación deben responder a 
las realidades culturales, institucionales y políticas de cada país. 
Es así como en algunos casos, la coordinación se facilitó por la 
descentralización del Estado, pero en otros, por su centralismo, 
o por la actuación centralizada de los partidos políticos. La clave 
fue que existían acuerdos de colaboración o mecanismos que se 
activaron para enfrentar el COVID-19, donde se hacía imprescin-
dible una clara división de competencias y funciones entre los 
actores y una aplicación coherente de las mismas. 

2. Un segundo factor determinante fueron los recursos fi-
nancieros y humanos que disponían los gobiernos nacionales y 
subnacionales para la implementación de una adecuada gober-
nanza. Las comunidades locales y gobiernos subnacionales im-
pulsaron diferentes actividades, pero las más efectivas resultaron 
ser aquéllas que contaban con recursos financieros y humanos 
para su implementación. La falta de recursos humanos en algunos 
gobiernos regionales y locales hizo que sus acciones estuvieran 
determinadas más por la voluntad y la informalidad que por una 
actuación institucional coordinada entre niveles de gobierno. Se 
pudo observar que en un mismo país los resultados fueron di-
ferentes, precisamente por la disponibilidad o falta de recursos a 
escala subnacional, donde la descentralización tenía expresiones 
distintas dependiendo de los recursos con los que contaba cada 
gobierno regional. De esta situación se desprendió la urgente ne-
cesidad de reducir las desigualdades de recursos entre regiones, 
sobre todo, para enfrentar procesos de alta complejidad como 
la pandemia. 
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3. Un tercer factor está constituido por las capacidades insti-
tucionales con las que cuentan los países en sus distintos niveles 
de gobierno. Éstas se refieren específicamente a la comunicación 
transparente y continua de la crisis, a la confianza de la sociedad 
en el gobierno y a la preparación técnica del personal nacional y 
de gobiernos subnacionales. La falta de preparación de algunos 
países reflejó los problemas de gobernanza de los sistemas sani-
tarios, así como los persistentes problemas de calidad y fiabilidad 
de los datos, que en algunos casos llegaron a ser determinantes 
para no actuar sobre la base de la colaboración. Muchos países que 
contaban con científicos y centros de investigación no lograron 
una adecuada coordinación con los gobiernos, esto se debió a que 
sus canales de transmisión con los procesos de toma de decisiones 
globales y las cadenas de suministro no fueron del todo expeditos. 
Asimismo, los déficits de confianza y legitimidad del gobierno 
en sus distintos niveles afectaron la participación de actores no 
gubernamentales en la gestión para enfrentar la pandemia.

Por último, en materia de agenda de investigación futura, se 
debe poner atención en los aspectos que se exponen a conti-
nuación. Por un lado, seguir analizando los artículos sobre esta 
materia, pero que fueron publicados después de abril de 2022 
(fecha de corte del análisis de la revisión sistemática de este ca-
pítulo), para examinar si existen similitudes o variaciones con 
los estudios de esta primera etapa, o se marcan algunos énfasis o 
tendencias diferentes a los resultados arrojados. Por otra parte, 
poner atención en aquellos factores condicionantes de una buena 
gobernanza entre niveles de gobierno y entre éstos y otros actores 
no gubernamentales para avanzar en la formulación de mejores 
políticas públicas, nacionales, regionales o internacionales, que 
permitan enfrentar de mejor forma casos similares. Asimismo, 
será importante estudiar de qué manera los países modifican 
sus estructuras de relaciones institucionales entre niveles de go-
bierno y se formalizan espacios para enfrentar complejas crisis, 
como la pandemia. Otro de los elementos que deben abordarse 
mediante investigación es el estudio a profundidad de la naturale-
za de las disparidades observadas en las formas de coordinación, 
las cuales se evidenciaron al interior de un mismo país y entre 
países distintos.
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